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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

SALA CIVIL 
 

 

Magistrada Sustanciadora 

 

                 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro 

(2024) 

 

Se decide el recurso de queja interpuesto por la parte demandada contra 

el auto proferido el 21 de junio 2023 por el Juzgado 43 Civil del Circuito 

de Bogotá. 

 
 

I.- ANTECEDENTES 

 

1.- En providencia emitida el 24 de enero de 2023, el juzgado de 

conocimiento declaró desierto el recurso de apelación interpuesto por 

la parte demandante contra la sentencia proferida en audiencia 

realizada el 29 de septiembre de 2022; por cuanto el apelante no 

presentó los reparos concretos contra la decisión en la audiencia, ni 

dentro de los tres días siguientes a su finalización. 

 

2.-  Contra la decisión el apoderado de la parte demandante –

apelante- interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, 

alegando que dentro de la audiencia la apoderada interpuso su 

inconformidad con la sentencia al expresar “(…) su señoría no estoy 

conforme, no estoy de acuerdo”, seguidamente la apoderada 

manifiesta que presentará los reparos concretos por escrito en e l 

debido momento procesal y, el juez concede el recurso de apelación 

en el efecto suspensivo ante el Tribunal Superior de Bogotá – Sala 

Civil. 

 

Con la anterior actuación, considera el censor que debe concederse 

el recurso de apelación, por cuanto una vez proferida la sentencia, es 

claro, que se suspende automáticamente la competencia del juez de 

instancia, pues se ordenó el envío del expediente al superior y el auto 

que declara desierto el recurso es posterior a la suspensión; además 

no se concedió el término de ley para proponer los reparos y sustentar 

el recurso ante el inmediato superior, pues a pesar de informarse que 
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se formularían por escrito y que el juez accedió, se ordenó la remisión 

inmediata del expediente al Tribunal Superior Sala Civil.  

 

3.- En providencia emitida el 21 de junio de 2023 el funcionario de 

conocimiento, mantuvo su decisión. El inconforme presentó entonces 

los recursos de reposición y, en subsidio queja, el primero fue 

desatado en auto del 23 de diciembre de 2023, confirmando la 

decisión de no conceder el recurso de apelación. 

  

 

II.- CONSIDERACIONES 

 

El artículo 352 del Código General del Proceso señala, que: “Cuando el 

juez de primera instancia deniegue el recurso de apelación, el recurrente 

podrá interponer el de queja para que el superior lo conceda si fuere 

procedente.”.   Valga aclarar que la denegación de un recurso se predica 

de la negativa del funcionario judicial de conceder la apelación, por 

cuanto no fue presentada oportunamente o porque se considera que la 

decisión no es susceptible de tal medio de impugnación determinación 

contra la cual, proceden los recursos de reposición y queja. 

 

De acuerdo con lo anterior, es claro que el recurso queja no procede 

contra el auto que declara desierto el recurso de apelación, toda vez que 

tal decisión ocurre según lo establece el artículo 322 del CPC cuando “(…) 

el apelante de un auto no sustenta el recurso en debida forma y de manera 

oportuna, el juez de primera instancia lo declarará desierto.  La misma 

decisión adoptará cuando no se precisen los reparos a la sentencia apelada 

en la forma prevista en este numeral.  El juez de segunda instancia 

declarara desierto el recurso de apelación contra una sentencia que no 

hubiere sido sustentado”, decisión contra la cual sólo procede el recurso 

de reposición.  En el presente caso, es evidente que la situación 

presentada se limita a que  la parte recurrente no precisó en la audiencia 

en que se profirió la sentencia, ni con posterioridad a ella, los reparos a 

la sentencia apelada, por lo que se declaró desierto el recurso de 

apelación.   

 

Así las cosas, al declarar desierto el recurso de apelación contra la 

sentencia proferida el 29 de septiembre de 2022, no procedía el recurso 

de queja sino el de reposición, el cual fue resuelto en providencia del 21 

de junio de 2023 de manera desfavorable por el juzgado de primera 

instancia.  
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En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de 

Bogotá D.C., Sala Civil, 
 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO:   Declarar improcedente el recurso de queja interpuesto por la 

parte demandante contra el auto calendado 21 de junio de 2023 proferido 

por el Juzgado Cuarenta y Tres Civil del Circuito de Bogotá. 
 

 

SEGUNDO: Notifíquese y devuélvase al Juzgado de origen. 
 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 

ADRIANA SAAVEDRA LOZADA 

MAGISTRADA 
 

 
 

Firmado Por:

Adriana  Saavedra Lozada

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 001 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Por encontrarse legalmente procedente, el Despacho dispone: 

 

Admitir en el efecto devolutivo el recurso de apelación interpuesto por 

la parte demandada contra la sentencia proferida el 19 de marzo de 

20241, por el Juzgado 56 Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 

 

Una vez cobre ejecutoria esta providencia, regrese al Despacho para 

lo que corresponda.     

 

NOTIFÍQUESE. 

 

 

 

 

                                                 
1 Archivo “037ActaAudiencia.pdf” del “C01Principal” del “C01PrimeraInstancia”  
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1.  IDENTIFICACIÓN DEL PROCESO 

 

Magistrada Ponente:   CLARA INÉS MÁRQUEZ BULLA 

Radicación:  110013103028 2011 00371 01 

Procedencia:  Juzgado 50 Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

Demandante:  Feliciana Gamba Borda y otra. 

Demandados:   Rafaela Gamba Borda y otros.  

Proceso:    Divisorio 

Asunto:    Apelación de Auto  

 

2.  OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se dirime el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 22 de 

marzo de 2023, proferido por el Juzgado 50 Civil del Circuito de 

Bogotá D.C., dentro del proceso DIVISORIO promovido por 

FELICIANA GAMBA BORDA y BEATRIZ GAMBA BORDA, contra 

RAFAELA GAMBA BORDA, MIGUEL RICARDO GAMBA BORDA, 

LUIS DAVID GAMBA BORDA, CARLOS ALBERTO GAMBA 

BORDA, PURIFICACIÓN GAMBA BORDA, MARTHA PATRICIA 

GAMBA BORDA, RODRIGO FERNANDO PEÑA GAMBA, ANDRES 

ALCIBIADES PEÑA GAMBA Y LILIANA PEÑA GAMBA. 
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3. ANTECEDENTES 

 

3.1. Mediante el pronunciamiento materia de censura1, la Funcionaria 

declaró terminado el proceso por desistimiento tácito, al considerar 

que están dados los supuestos establecidos en el artículo 317 del 

Código General del Proceso. 

 

3.2. Inconforme, la apoderada de la parte actora formuló recurso de 

apelación, concedido el 26 de octubre postrero2. 

 

4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Como sustento de su solicitud revocatoria, en síntesis, adujo que, la 

paralización del juicio tuvo génesis en el fallecimiento del apoderado 

que ostentaba la representación del extremo activo, sin que se pueda 

predicar falta de interés de sus representadas, quienes una vez 

enteradas del requerimiento realizado en proveimiento fechado 5 de 

mayo de 2022, procedieron a la búsqueda de nuevo profesional. 

 

Adicionalmente, esgrimió que el 22 de septiembre de la misma 

anualidad, radicó poder otorgado por las demandantes, solicitó copia 

digital del expediente, actuación que no se ha verificado, comoquiera 

que para la época el legajo se encontraba al despacho. Pidió reponer 

la decisión, en su lugar efectuar nuevo requerimiento y, compartir link 

de acceso al proceso3. 

 

5.  CONSIDERACIONES 

 

5.1. En ejercicio de los poderes de que está investido como director 

del proceso, el Juez requerirá a las partes o intervinientes para que 

                                                 
1 Archivo “07AutoTerminaDesistimientoTácito20230322.pdf” del “01CuadernoPrincipal” del 

cuaderno “PrimeraInstancia”. 
2 Archivo ““013AutoNoReponeDesistimientoConcedeApelacion28201100371Del2023102.pdf” ib.  
3 Archivo ““09RecursoReposiciónSubsidioApelación20230328.pdf”” ib. 
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cumplan las cargas procesales o ejecuten el acto pertinente a efectos 

de proseguir el trámite de la demanda, la denuncia del pleito, 

llamamiento en garantía, incidente, o cualquier otra actuación que 

estas hubieren promovido, a lo cual deberán proceder dentro de los 

treinta días siguientes, so pena que quede sin efecto el escrito genitor 

o solicitud, y se declare la terminación del proceso. 

 

Sin duda, el desistimiento tácito consagrado en el artículo 317 del 

Código General del Proceso, se erige en un instrumento eficaz en 

orden a prevenir la paralización de los litigios civiles y su injustificada 

permanencia en el tiempo. Se trata pues de verificar si el litigante que 

ha sido requerido para que cumpla la carga procesal o ejecute el acto 

señalado lo ha hecho dentro del término establecido, para, de no ser 

así, proceder a finiquitar la causa con sus consecuentes efectos. 

 

5.2. En el sub-judice, mediante auto calendado 5 de mayo de 20224, 

notificado por estado del día siguiente5, la señora Juez exhortó a la 

parte actora para que en el término de treinta días allegara dictamen 

pericial del predio objeto de división, necesario para continuar con el 

decurso del proceso. El lapso feneció el 21 de junio postrero.  

 

El 22 de septiembre ulterior, la profesional del derecho designada por 

las demandantes aportó el poder a ella conferido6; finalmente, en 

proveimiento adiado 22 de marzo de 20237, se terminó el asunto por 

inobservancia de la citada exigencia.  

 

Bajo ese panorama, aflora evidente que el aludido lapso feneció sin 

acatar la carga impuesta, es más no hubo actuación alguna en ese 

interregno.  

 

                                                 
4 Archivo “03AutoReanudaRequiere31720220505.pdf” ib. 
5 Archivo “04ConstanciaSecretarial20220506.pdf” ib. 
6 Archivo “05AllegaPoder20220922.pdf” ib.  
7 Archivo  “07AutoTerminaDesistimientoTacito20230322” ib.  
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Ahora, el argumento relativo al deceso del apoderado que 

representaba a ese extremo de la lid no tiene vocación de prosperidad 

para acceder a la revocatoria pretendida, pues, aunque a la luz del 

ordinal 2, canon 159 del Rito Procesal, tal circunstancia provoca la 

interrupción de la causa, lo cierto es que solo fue informada al 

presentar la impugnación e igualmente sin ninguna prueba que diera 

cuenta del hecho.  

 

Lo anterior, torna inoperante el acaecimiento de la figura en 

comentario, pues al no existir certeza sobre la data del fallecimiento 

resulta improcedente determinar desde cuándo, eventualmente, 

debería aplicarse.  

 

Aunado, al auscultar el escrito de inconformidad, puntualmente el 

numeral segundo del acápite de argumentos, el Tribunal colige que 

para el momento en que se emitió el evocado requerimiento bajo los 

apremios de la regla 317 ídem, las impulsoras de la acción ya tenían 

conocimiento de la situación en comentario, sin que hubiesen 

informado a la funcionaria de primer grado para que de acuerdo a sus 

poderes de ordenación e instrucción pudiese adoptar las medidas 

correspondientes.  

 

Tampoco es de recibo colegir que la solicitud de copias tenga la 

entidad de afectar el cómputo del período reseñado, amén que la 

misma fue enarbolada casi tres meses después de vencido.  

 

5.3. En ese orden de ideas, se confirmará la providencia opugnada. 

 

6.  DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., en Sala de Decisión Civil, 
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RESUELVE: 

 

6.1. CONFIRMAR el auto del 22 de marzo de 2023, proferido por el 

Juzgado 50 Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

 

6.2. CONDENAR en costas de la instancia al recurrente. Tásense en 

su debida oportunidad. Liquídense en la forma prevista por el artículo 

366 del Código General del Proceso incluyendo la suma de 

$1.000.000.oo como agencias en derecho. 

 

6.3. DEVOLVER el expediente a su despacho judicial de origen, 

previas las constancias del caso. Ofíciese. 

 

NOTIFÍQUESE. 
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Clara Ines Marquez Bulla

Magistrada
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Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 2213 de 

2022, una vez ejecutoriado el auto que admite la alzada, SE 

ORDENA: 

 

Correr traslado al apelante por el término de cinco (5) días para 

sustentar el recurso, so pena de declararlo desierto.  

 

Vencido dicho lapso, si se satisface la carga procesal, se otorgará el 

mismo periodo a la parte contraria, para que se pronuncie al respecto. 

 

Infórmese a los señores abogados que los memoriales deben dirigirse 

al correo institucional del Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil   

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co -artículo 109 del 

Código General del Proceso-; remitiendo un ejemplar a los demás 

intervinientes en el juicio, según los lineamientos del artículo 78 

numeral 14 ídem, en concordancia con el artículo 3 de la Ley en cita. 

 

NOTIFÍQUESE. 
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mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Declarativo 
Demandante: Daniel Felipe Pastrana Quintero 
Demandado:  Rosabel Sánchez Cardozo 
Rad. 11001310300420220012001 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ  
Magistrada 

 
Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

En el efecto suspensivo, se admite el recurso de apelación formulado contra la 

sentencia proferida por el Juzgado Cuarto (4°) Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

Por secretaría, contabilícense los términos de que trata el inciso 3° del artículo 12 

de la Ley 2213 de 2022. Adviértase a las partes lo dispuesto en el parágrafo del 

precepto 9° de esta misma Ley. 

 

Regresen las diligencias al despacho en oportunidad.  

 

Notifíquese, 

 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
Magistrada 

 

Firmado Por:

Heney  Velasquez Ortiz

Magistrada
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Tribunal Superior De Bogotá D.C.,
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Declarativo 
Demandante: Anderson Acero y otros 
Demandado: Luis Mancilla y Allianz Seguros  
Rad. 11001310302420190068802 
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HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ  
Magistrada 

 
Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Comoquiera que la parte demandante desarrolló de manera precisa y suficiente 

los motivos de inconformidad con la sentencia de primer grado, tal como se 

evidencia en los archivos 108AudienciaArt.373(2).mp4, 110SustentaRecurso.pdf 

y 114ReenvioSustentacion.pdf, que hacen parte de la carpeta 1.-CUADERNO 

PRINCIPAL, que a su vez está contenida en la de Primera Instancia, proceda la 

secretaría a correr traslado de esas manifestaciones a la contraparte en la forma 

y por el término previsto en el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, poniendo a 

disposición el respectivo audio y escritos. 

 

Notifíquese, 

 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
Magistrada 

 
 

 
 

Firmado Por:
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Magistrada
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Declarativo 
Demandante: José Ernesto Galtés Machado 
Demandado:  Laucam Marítima S.A.S. y Yoan Manuel Pérez Lohuis 
Rad. 11001319900220220032002  
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HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ  
Magistrada 

 
Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Dispuesto el trámite a que había lugar por virtud de la solicitud de pruebas en 

segunda instancia e ingresado nuevamente el expediente al despacho, sin que se 

hubiere dispuesto el término para la sustentación de la apelación, por secretaría, 

contabilícense los términos de que trata el inciso 3° del artículo 12 de la Ley 2213 

de 2022. Adviértase a las partes lo dispuesto en el parágrafo del precepto 9° de 

esta misma Ley. 

 

Regresen las diligencias al despacho en oportunidad.  

 

Notifíquese, 

 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
Magistrada 

 

Firmado Por:

Heney  Velasquez Ortiz

Magistrada

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá D.C.,



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 38182bc1704ae8314358c49568d82dadbf465bfa75a90b2a1c5e81773bc81570

Documento generado en 04/04/2024 03:04:23 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



002-2023-00158-02 

Declarativo 
Demandante: BHS Hoteles S.A.S. 
Demandado:  Inversiones y Construcciones HC S.A.S., Cimento Group S.A.S. y otros 
Rad. 11001319900220230015802 
 

 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 
 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ  
Magistrada 

 
Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Comoquiera que las demandadas desarrollaron de manera precisa y suficiente los 

motivos de inconformidad con la sentencia de primer grado, tal como se evidencia 

en los archivos 185 Recurso Apelación 2024-01-015978.zip y 186 Recurso 

Apelación 2024-01-016037.zip, que hacen parte de las carpetas Superintendencia 

De Sociedades y 2023-800-00158 (G), que a su vez están contenidas en el 

cuaderno principal, proceda la secretaría a correr traslado de esas 

manifestaciones a la contraparte en la forma y por el término previsto en el artículo 

12 de la Ley 2213 de 2022, poniendo a disposición los respectivos escritos. 

 

Notifíquese, 

 

 

HENEY VELÁSQUEZ ORTIZ 
Magistrada 
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República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTA 
SALA CIVIL 

 

Magistrado Ponente: Iván Darío Zuluaga Cardona 
 

Bogotá, D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Proceso Divisorio  

Demandante  María Aurora Alonso Ruiz  

Demandados Marco Tulio Roa Roa, José Manuel Roa Roa, María Roa 
Roa, herederos determinados de Serafín Roa, personas 
indeterminadas y otros  

Radicado 110013103 022 2012 00544 04 

Instancia Segunda 

Decisión Resuelve recurso de apelación contra auto 

 

De acuerdo con lo dispuesto en la sentencia de tutela STC2474-2024 del 6 

de marzo de 2024, proferida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de 

Justicia, que involucra el asunto de la referencia, procede el despacho a resolver el 

recurso de apelación formulado por los incidentantes, contra el auto de 7 de 

diciembre de 2017, adicionado en decisión de 14 de junio de 2023, proferidos por 

el Juzgado 49 Civil del Circuito de esta ciudad en el asunto en referencia. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. María Roa Roa en nombre propio y como guardadora de su hermano 

Marco Tulio Roa Roa, promovió incidente de mejoras para que se reconociera a 

su favor, del citado y de “los herederos del señor Serafín Roa” este concepto, para lo cual 

señaló como juramento estimatorio la suma de $140.000.0001. 

 

2. Surtido el trámite incidental en proveído de 7 de diciembre de 2017 la juez 

                                                 
1 Cuaderno 04 Incidente, Archivo 01, Folios 96 a 98 
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de instancia reconoció las adecuaciones a favor de María Roa Roa sobre el 

inmueble ubicado en la carrera 97 No. 59C-32 sur de esta ciudad, por la suma de 

$6.367.345 y negó las invocadas en relación con Marco Tulio Roa Roa y el fallecido 

Serafín Roa. 

 

 En apoyo de su decisión estableció que de acuerdo con los medios de 

convicción aportados al plenario los ajustes efectuados por María Roa Roa fueron 

varios, entre ellos, la realización de mesones para la cocina, lavamanos, instalación 

de gas natural, cambio de tuberías en PVC, arreglo de baños, cambio de vidrios, 

rejas, y pintura. Sin embargo, las negó en relación con los demás, por cuanto “no se 

pudo determinar qué porcentaje de la obra o si su totalidad correspondió a mejoras efectuadas por 

el occiso Serafín Roa”2. 

 

3. Inconformes los reclamantes interpusieron reposición y en subsidio 

apelación. En fundamento dijeron:  

 

i) Que la decisión impugnada no tuvo en cuenta el pago del impuesto predial 

entre los años 2003 a 2014 por la suma de $1.697.000, tampoco se aceptó el 

concepto de la instalación del gas domiciliario que ascendió a $900.000, pese a que 

se aportaron los recibos que dan cuenta que llevó a cabo estos desembolsos.  

 

ii) Que el fallador consideró que no había medios de convicción que dieran 

cuenta de las mejoras, pero en el trámite se recibieron las declaraciones de 

Georgina Tamayo Lozano y Margarita Soriano Roa, quienes en sus versiones dan 

cuenta de los ajustes realizados, piezas que no se ven en la actuación, por tanto, es 

procedente su reconstrucción. 

 

iii) Que el juez desconoció el derecho patrimonial del interdicto Marco Tulio 

Roa Roa, heredero de Serafín Roa “representados en las mejoras útiles implantadas al bien 

objeto de división, las cuales fueron valoradas por perito Astrid Romero Rodríguez”. 

 

iv) Que las personas con discapacidad gozan de especial protección, por 

                                                 
2 Cuaderno 04 Incidente, Archivo 01, Folios 181 y 182 
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tanto, quienes fungen como servidores públicos deben garantizar el disfrute de los 

derechos de éstos3. 

 

5. En auto de 27 de febrero de 2023 el a quo confirmó lo decidido y concedió 

la alzada. En sustento precisó que no se acreditó el porcentaje de construcción que 

hizo Serafín Roa, ni que se adjudicó a la sucesión, y que los testimonios no 

especificaron qué mejoras efectuó el fallecido, ni la fecha en la cual se efectuaron4. 

 

6. Oportunamente la parte incidentante, en los términos de que trata el num. 

3º del art. 322 del CGP sustentó la alzada. En síntesis, adujo que: 

 

i) Contrario a lo esgrimido por el a quo, en el escrito de incidente se especificó 

con toda claridad que el bien fue construido por Serafín Roa (q.e.p.d.), estableció 

las mejoras que ésta realizó y las diferenció de las efectuadas por María Roa Roa, 

quien las llevó a cabo tras el deceso de su progenitor en 2003.    

 

ii) Con el avalúo quedó claro qué adecuaciones efectuó el fallecido y María 

Roa Roa y su tiempo de duración. 

 

iii) Las declaraciones de Georgina Tamayo y de Margarita Soriano son 

coherentes y contundentes en expresar qué mejoras se efectuaron en relación con 

el bien, cuáles fueron las realizadas por Serafín Roa y por María Roa, por lo que no 

le asiste razón al fallador en este punto.  

 

iv) Las pruebas documentales obrantes en la actuación dan cuenta de cada 

una de las mejoras efectuadas, tanto por María Roa Roa y Serafín Roa (q.e.p.d.).  

 

v) Que “se debe considerar que los demandados están llamados al proceso en calidad de 

herederos determinados”, situación frente a la cual “ya se pronunció el Tribunal al resolver la 

apelación contra el auto que rechazó la demanda. En razón a que están llamados como herederos 

hay litis consorcio necesario. …”5. 

                                                 
3 Cuaderno 04 Incidente, Archivo 01, Folios 186 a 187. 
4 Cuaderno 04 Incidente Archivo 01 Folios 323 a 326. 
5 Cuaderno 04 Incidente, Archivo 04 
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7. En auto de 1º de junio de 2023, esta Colegiatura ordenó devolver el asunto 

al juzgado de origen al no existir pronunciamiento de la totalidad de los puntos 

objeto de controversia6.  

 

8. El juzgador de instancia el 14 de junio de 2023 adicionó la providencia en 

el siguiente sentido:  

 

a) El impuesto predial no constituye una adecuación que pueda aumentar el 

valor del bien, menos que implique su reconocimiento en favor de algunos de los 

copropietarios, pues ellos tienen la obligación de cancelarlos. Ahora bien, si los 

incidentantes los pagaron, pueden repetir en su cuota parte frente a los demás 

copropietarios. 

 

b) El valor de la instalación del gas domiciliario fue tenido en cuenta a favor 

de María Roa Roa en la providencia del 7 de diciembre de 2017, por lo que no se 

entiende este reparo. 

 

c) Señaló que respecto al interdicto Marco Tulio Roa Roa no se aportó 

prueba tendiente a determinar que aquél hubiera efectuado las mejoras o que, en 

su nombre, las realizara tercera persona7. 

 

9. Esta magistratura en auto de 19 de febrero de 2024 confirmó la decisión 

de instancia8. 

 

10. En providencia de 8 de marzo del presente año este Tribunal dejó sin 

valor ni efecto el anterior pronunciamiento, de acuerdo con lo ordenado en la 

sentencia de tutela STC2474-2024 del 6 de dicho mes y año, proferida por la Sala 

de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia.  

 

 

                                                 
6 C06, pdf No. 05 
7 Cuaderno 04 Incidente, Archivo 037 
8 C07, pdf No. 06 
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II. CONSIDERACIONES 

 

1. En el presente evento, se advierte que el veredicto de primer grado será 

revocado, según pasa a verse.  

 

2. Bajo este entendido, es preciso señalar que las mejoras consisten en el 

“aumento, progreso, mayor utilidad, más adecuado servicio o mejor presentación” 9 que realiza 

una persona sobre una propiedad ajena, quien cuenta con un derecho similar o 

limitativo de dominio, como la posesión, el usufructo, o el arrendamiento. 

 

En relación con este concepto el Código Civil en sus preceptos 965 a 967 

consagran que éstas pueden ser: i) necesarias: son indispensables para la 

conservación material o jurídica del bien, como las reparaciones que se hacen para 

a un edificio cuando amenaza ruina; ii) útiles, incrementan su valor, verbigracia 

plantar árboles frutales; y iii) voluptuarias no aumentan “el valor venal de la cosa”, en 

el mercado general, son por ejemplo los objetos de lujo y recreo, como jardines, 

miradores, fuentes, cascadas artificiales.   

 

Esta clasificación legal reviste trascendencia, pues al reconocimiento de las 

necesarias tienen derecho todos los poseedores, sean de buena o de mala fe (art. 

965 C.C.); por su parte, el “poseedor de buena fe, vencido, tiene asimismo derecho a que se le 

abonen las mejoras útiles, hechas antes de contestarse la demanda” (inc. 1º art. 966 ibídem); y 

respecto de las voluptuarias, el propietario no está obligado a pagarlas al poseedor 

de mala ni de buena fe.  

 

3. Señalado lo anterior, se analizarán los puntos objeto de inconformidad. 

 

3.1. El cuestionamiento relacionado con la falta de reconocimiento del 

impuesto predial cancelado por María Roa Roa entre los años 2003 a 2014 por la 

suma de $1.697.000 no puede ser acogido.   

 

En efecto, pese a que, de la revisión del incidente, se observa que María Roa 

                                                 
9 Corte Suprema de Justicia, expediente 4851. 
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Roa pagó este concepto, de acuerdo con lo visto a folios 79 a 89 del Cuaderno 04 

Incidente, Archivo 01, lo cierto es que esta erogación no puede catalogarse como 

mejora, toda vez que no es indispensable para la conservación del bien, tampoco 

aumenta su valor, ni constituyen objetos de lujo y recreo.  

 

De este modo, al ser una obligación tributaria ad valorem a cargo de todos los 

copropietarios, su pago les corresponde de manera solidaria, de donde se colige, 

en consecuencia, la facultad de la acreedora para lograr el recaudo de lo adeudado 

para lo cual debe demandar conjuntamente a los dueños del predio a quien entre 

éstos elija, razón por la cual es evidente que mediante el trámite incidental no es 

posible su reconocimiento. 

 

Recuérdese que conforme con lo consignado en el parágrafo 1º del artículo 

29 de la Ley 675 de 2001, el cual prevé: “(…) Cuando el dominio de un bien privado 

perteneciere en común y proindiviso a dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente 

responsable del pago de la totalidad de las expensas comunes correspondientes a dicho bien, sin 

perjuicio de repetir lo pagado contra sus comuneros, en la proporción que les corresponda (…)” 

(subraya fuera de texto). 

 

Además, con ocasión a su carácter como impuesto predial ha de tenerse en 

consideración lo normado en la regla 793 del Estatuto Tributario que incluye como 

responsables solidarios con el contribuyente a los “(…) a) Los herederos y los legatarios, 

por las obligaciones del causante y de la sucesión ilíquida, a prorrata de sus respectivas cuotas 

hereditarias o legados y sin perjuicio del beneficio de inventario”. 

 

Las normas que rigen la comunidad prevén que sus integrantes solo deben 

responder, como lo hacen los herederos en las deudas hereditarias (art. 2324 de 

C.C.), a prorrata de los derechos sobre el inmueble; así que ante un acreedor común 

deben tan solo pagar el valor de cada cuota (art. 2325 ídem). 

 

No obstante, si uno de los comuneros sufraga una obligación a cargo de la 

comunidad, tal como lo hizo la incidentante, esta última tiene derecho frente a los 
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demás “(…) para que se le abone lo que haya pagado de más sobre la cuota que le corresponda 

(…)” (inc. 2º, art. 2325 ídem). 

 

Lo esgrimido porque ante la solidaridad legal establecida para el recaudo 

de los rubros cancelados, según el artículo 1579 del Código Civil: “(…) [e]l deudor 

solidario que ha pagado la deuda o la ha extinguido por alguno de los medios equivalentes al 

pago, queda subrogado en la acción del acreedor con todos sus privilegios y seguridades, pero 

limitada respecto de cada uno de los codeudores a la parte o cuota que tenga este codeudor en la 

deuda (…)”. 

 

3.2. Tampoco es de recibo la censura atinente a la falta de reconocimiento 

de la instalación del gas natural, por cuanto al revisar el pronunciamiento del 7 de 

diciembre de 2017 el fallador accedió a esta condena, ya que ordenó su devolución 

por $900.000 a favor de María Roa Roa. 

 

3.3. De otro lado, es preciso señalar que la parte recurrente dijo que en el 

trámite incidental se recibieron las declaraciones de Georgina Tamayo Lozano y 

Margarita Soriano Roa, pero estas piezas no se ven en la actuación, por tanto, es 

procedente la reconstrucción y posterior valoración de estas versiones, ya que 

deben ser valoradas, por cuanto dan cuenta de las adecuaciones efectuadas por 

Serafín Roa. 

 

Circunstancia que aunque se presentó al momento en que el juzgado de 

primer grado resolvió el incidente, pues los testimonios se habían extraviado, lo 

que conllevó a que se adelantara la reconstrucción parcial del expediente10; lo cierto 

es que, una vez incorporadas las diligencias al plenario, el a quo al resolver la 

reposición instaurada por los acá recurrentes las valoró, concluyó que lo aducido 

no tenía la virtualidad de demostrar las adecuaciones hechas por el fallecido al bien; 

posición reiterada en la decisión de 14 de junio de 2023.  

 

Ante este panorama, es evidente que la omisión fue superada, razón por la 

                                                 
10 Cuaderno 04 Incidente, archivo 002CD folio 187 Audiencia de reconstrucción de expediente de 7 de noviembre 
de 2019. 
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cual el argumento no tendrá acogida.  

 

3.4. Por otra parte, esta Colegiatura sí accederá a reconocer las mejoras 

realizadas por Serafín Roa (q.e.p.d.), tal y como pasa a verse.   

 

En efecto, recuérdese que con el incidente se indicó sobre los ajustes 

efectuados por el citado lo siguiente:  

 

“Las mejoras existentes en el inmueble de la carrera 87 No. 59 C 32 sur fueron 
plantadas por el propietario señor Serafín Roa, desde el año 1975, hasta el 
momento de fallecer en el año 2003, tiempo durante el cual construyó a sus 
expensas la casa de habitación de dos pisos y la terraza en donde se construyó un 
apartamento que consta de dos habitaciones, un baño y una cocina, cada piso con 
respectiva placa de concreto. El primer piso consta de tres habitaciones y un local, 
dos baños y una cocina y patio, y un pasillo, Segundo piso: un apartamento de dos 
alcobas, baño y cocina, tres habitaciones, un baño y un pasillo de acceso, inmueble 
que goza de servicios públicos de agua, alcantarillado, luz, gas, los cuales se 
estiman en un valor de ciento cuarenta millones de pesos ($140.000.000) o el 
valor que dictaminen los peritos”.   
 

 Además, la parte peticionaria precisó en el capítulo denominado juramento 

estimatorio “Las mejoras plantadas por el señor Serafín Roa y que le pertenecen y reclaman 

sus causahabientes se estiman en la suma de ciento cuarenta millones de pesos ($140.000.000), 

o el valor que dictaminen los peritos” 11. 

 

 Tasación que no fue objetada por la parte incidentada, pues ésta se limitó a 

manifestar en el traslado del incidente que se oponía al valor reclamado y solicitó 

aplicar lo establecido en el art. 206 del CGP12, “en el evento en que el incidentante no logre 

probar el valor de las mejoras alegadas”, es decir, no especificó por qué había 

inexactitudes en la discriminación de las mejoras que afirmó la incidentante llevó a 

                                                 
11 Folios 96 a 98 del PDF No. 001 de C04 denominado “Incidente” 

12 “Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento 

en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no 
sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le 
atribuya a la estimación. Formulada la objeción el juez concederá el término de cinco (5) días a la parte que hizo la estimación, para que aporte o 
solicite las pruebas pertinentes. Aun cuando no se presente objeción de parte, si el juez advierte que la estimación es notoriamente injusta, ilegal o 
sospeche que haya fraude, colusión o cualquier otra situación similar, deberá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias para tasar el valor 
pretendido. <Inciso modificado por el artículo 13 de la Ley 1743 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:> Si la cantidad estimada excediere en el 
cincuenta por ciento (50%) a la que resulte probada, se condenará a quien hizo el juramento estimatorio a pagar al Consejo Superior de la Judicatura, 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, o quien haga sus veces, una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia entre la cantidad 

estimada y la probada”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1743_2014.html#13
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cabo en vida Serafín Roa, respecto a la construcción del primer y segundo piso del 

inmueble ubicado en la carrera 87 No. 59 C 32 sur, como lo exige la norma, por 

tanto, se tendrá como plena prueba tal como lo estipula el canon en mención. 

 

 Téngase en cuenta que esta Corporación no verifica como notoriamente 

injusto o ilegal el juramento para desecharlo. Además, porque fue presentado 

debidamente, razonado y discriminado como lo ordena la disposición 206 del 

CGP, y la existencia de mejoras pudo ser corroborada con el dictamen pericial 

realizado durante el incidente, el cual incluso avaluó el predio en la suma de 

$279.947.808, medios que se refuerzan con los testimonios de Georgina Tamayo 

Lozano y Margarita Soriano Roa, quienes constataron que Serafín Roa las levantó.  

 

Recuérdese que en este asunto se llevó a cabo la prueba pericial respecto del 

predio en la cual se estableció que la construcción realizada se efectuó hace 

aproximadamente 45 años13: 

 

 

 

                                                 
13 Folios 132 a 140 del PDF No. 001 de C04 denominado “Incidente” 
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Así las cosas, y de acuerdo con las declaraciones rendidas en el incidente se 

ve que las testigos coinciden en indicar que Serafín Roa (q.e.p.d.) desde la década 

de los 70 empezó a habitar el inmueble controvertido y le efectuó diversas mejoras, 

según pasa a verse. 

 

El juez de primera instancia recibió la declaración de Georgina Tamayo 

Lozano, quien expuso que desde el año 1977 ella y su esposo Serafín Roa (q.e.p.d.) 

empezaron a vivir en el inmueble objeto de controversia, el cual era un lote, a partir 

de esto empezaron a construir lo que sería su casa, ya que levantaron una plancha, 

luego construyeron el segundo piso y el tercero con dinero de los dos. Agregó que 

la primera planta consta de 4 habitaciones, un local, dos baños y una cocina, la 

segunda tiene 2 apartamentos, 2 baños y una cocina y la tercera un apartamento 

con baño y cocina. Durante la diligencia a la testigo se le permitió aportar 2 

fotografías alusivas a las mejoras, las que mostraban que “estaban todos los amigos 

ayudándonos a echar la placa” del segundo piso y una certificación de la junta de acción 

comunal del barrio la Libertad -Bosa expedida el 20 de noviembre de 2014 suscrita 

por Yeimmy Coral en su calidad de presidente que indicó la dirección de la heredad. 

Por último, dijo que junto a su esposo cancelaba los impuestos del bien y 

posteriormente lo hizo María Roa Roa14.   

 

                                                 
14 Folios 198 a 200 del PDF No. 001 de C04 denominado “Incidente” 
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También se recibió la versión de Margarita Soriano Roa, hermana de Serafín 

Roa, quien manifestó que este último inició la construcción de la vivienda, la cual 

en la actualidad consta de 3 pisos; y que su hermano hizo instalar los servicios 

públicos de energía y acueducto, y María Roa Roa el gas15. 

 

De cara con los medios de convicción aportados al plenario que dan cuenta 

sobre las adecuaciones efectuadas por el fallecido Serafín Roa (q.e.p.d.) al predio, 

si se toma en consideración que las mejoras son de las que incrementaron el valor 

del inmueble, es decir, útiles, comoquiera que nada se dijo respecto de la mala fe 

de la parte incidentante (inc. 1º art. 966 C.C.), y acorde con lo reclamado en este 

trámite incidente, se reconocerán las mejoras realizadas por el citado en la suma de 

$140.000.000 a nombre de su sucesión, toda vez que la jurisprudencia ha expresado 

que “el artículo 1325 del Código Civil reconoce expresamente al heredero la acción reivindicatoria 

sobre las Cosas hereditarias que hayan pasado a terceros y no hayan sido prescritas por éstos, caso 

en el cual se ejercita la acción no para sí sino para la sucesión» (CSJ SC, 28 Oct. 1954 G.J. 

T. LXXVIII, n°. 2147, p. 978-980), esto es, “para la comunidad conformada por los 

herederos de la universalidad de derecho que dejó el causante” (CSJ SC, 13 Dic. 2000, rad. 

6488).    

 

 Además, en la decisión de segunda instancia dictada el 9 de junio de 2014 

por esta Colegiatura, mediante la cual se revocaron las providencias del juez de 

instancia que inadmitieron y rechazaron la demanda, se estableció que nadie está 

obligado a permanecer en indivisión, por tanto, los dineros que pudieren 

pertenecer al comunero fallecido Serafín Roa se deben dejar a disposición de la 

sucesión, y que la omisión de no adelantarla no era una carga que debía asumir la 

demandante16.  

 

3.5. Ahora bien, es un punto pacífico que María Roa Roa llevó a cabo 

diversas mejoras en el predio, pues esta situación no fue objeto de reproche y de 

tal circunstancia da cuenta el juramento estimatorio, el dictamen pericial y las 

diversas pruebas documentales aportadas al plenario. Sin embargo, María Roa Roa 

                                                 
15 Folios 200 a 203 del PDF No. 001 de C04 denominado “Incidente” 
16 PDF No. 001 del C03 denominado “TribunalFolio1a14” 
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reclamó desde un inicio el reconocimiento de las mejoras a su favor y de su 

hermano interdicto en su condición de guardadora, como sustento de su dicho 

aportó la sentencia dictada el 15 de diciembre de 2003 por el Juzgado 11 de Familia 

de Bogotá en la cual se le designó como curadora general de Marco Tulio Roa Roa. 

 

Ante este panorama, se reconocerá a favor de María y Marco Tulio Roa Roa 

la cantidad de $6.367.345 por concepto de mejoras realizadas al inmueble, de 

acuerdo con el valor señalado en el dictamen pericial realizado en el plenario17   

 

 4. En conclusión, se revocará el veredicto debatido. Sin condena en costas 

al recurrente, ante la resolución favorable. 

 

Por lo expuesto, el Suscrito Magistrado de la Sala Civil del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá,  

 

RESUELVE 

 

Primero. Revocar el auto del 7 de diciembre de 2017, adicionado en 

decisión de 14 de junio de 2023, proferidos por el Juzgado 49 Civil del Circuito de 

Bogotá, D.C., en el asunto de la referencia, para en su lugar reconocer: 

 

a) A nombre de la sucesión de Serafín Roa las mejoras realizadas al inmueble 

ubicado en la carrera 87 No. 59 C 32 por la suma de $140.000.000.  

 

b) A favor de María y Marco Tulio Roa Roa la cantidad de $6.367.345 por 

concepto de adecuaciones del citado predio.  

 

c) Negar el reconocimiento de los demás conceptos reclamados en el escrito 

de incidente y en el de apelación.   

 

Segundo. Sin condena en costas, ante la resolución favorable. 

 

                                                 
17 Folio 163 del PDF No. 001 de C04 denominado “Incidente” 
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Tercero. Ejecutoriado este proveído, devuélvase la actuación a la autoridad 

de origen. 

 

Cuarto. Comuníquese esta decisión a la Honorable Corte Suprema de 

Justicia, para que obre dentro del trámite de cumplimiento de la sentencia de tutela 

indicada en la parte introductoria de esta providencia.   

 

NOTIFÍQUESE  

 

Firma Electrónica 

IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA  

Magistrado 

Firmado Por:

Ivan Dario Zuluaga Cardona

Magistrado

Sala 010 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a883cfc9de4d57f1accd86e1dc0f34d9178f327038d1898040941345bf5d10ba

Documento generado en 04/04/2024 12:40:56 PM
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SALA SÉPTIMA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Magistrado Ponente  

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

 

 
Bogotá D. C., cuatro de abril de dos mil veinticuatro 

(aprobado en sala virtual ordinaria de 3 de abril de 2024)   

 

11001 3103 043 2016 00376 05 

Ref. proceso verbal (rescisión por lesión enorme) de Manuel Gonzalo Galeano García (y otras 18 

personas naturales) frente a Prodecom Inmobiliario S.A.S.  

 

 
Decide esta Sala Dual el recurso de súplica que formuló la parte demandada 

contra el auto del 22 de septiembre de 2023, mediante el cual -en forma oficiosa y con 

soporte en el inciso final del artículo 134 del C. G. del P.-, el Magistrado sustanciador 

declaró la nulidad de la sentencia de primera instancia.  

 

El expediente ingresó al despacho del Magistrado ponente de la Sala Dual el 11 de 

marzo de 2024.    

 

EL AUTO SUPLICADO. Allí se adujo que “en el caso concreto debió vincularse a 

todos los inmiscuidos en el instrumento público (debidamente registrado)”; que era 

insoslayable la vinculación de todos los vendedores (138) que hicieron parte del negocio 

jurídico que recoge la escritura pública N° 5400 del 28 de agosto de 2015 otorgada en la 

Notaría 24 del Círculo de Bogotá, razón por la cual no era factible dictar sentencia de 

primera instancia con la simple intervención de las 19 personas naturales demandantes.  

 

EL RECURSO DE SÚPLICA. Alegó la demandada que a la luz del ordenamiento 

jurídico no era viable dejar sin efectos una sentencia. 

 

Agregó que con la escritura pública que recoge los negocios jurídicos materia de 

las pretensiones, se efectuaron varias ventas respecto de las cuotas de dominio de 

propiedad de cada uno de los 138 vendedores (incluidos los hoy demandantes), razón por 

la que no era necesaria la vinculación de la totalidad de las personas que allí fungieron 

como vendedores; y que de ser necesaria, tal omisión no se aviene a la lista que para el 

efecto contempla el artículo 133, ibidem.  

 

SE CONSIDERA:  

 

1.  Contrario a lo que sugirió la recurrente en súplica, el ordenamiento 

procesal civil colombiano sí autoriza la declaratoria de nulidad que dispensó el 

Magistrado Sustanciador, con el auto de 22 de septiembre de 2023. 
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En efecto, el inciso final del artículo 134 del C. G. del P., prevé que “(…) Cuando 

exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se 

integrará el contradictorio”. 

 

Queda visto, entonces, que en este caso era factible emitir la decisión suplicada, 

esto es invalidar la sentencia de primera instancia y ordenar la integración del 

contradictorio, puesto que -como se verá a continuación- aquí se imponía vincular a todas 

las 138 personas que, en su condición de vendedoras, enajenaron a su contraparte, en 

total, un 13.4274% de derechos de dominio sobre el inmueble de que trata la reseñada 

escritura pública. 

  

2. Ante situaciones semejantes, ha precisado la Corte Suprema de Justicia,  

 

“siempre que se formule una pretensión impugnativa de un contrato celebrado por 
una multiplicidad de personas, llámese nulidad, simulación, resolución, rescisión, etc., 
todas ellas integran un litisconsorcio necesario, pues la naturaleza de la relación 
sustancial debatida impone que el contradictorio se integre con todas ellas, porque la 
cuestión litigiosa debe resolverse de manera uniforme, o sea que no puede ser 

escindida”1. 

 

Sobre el tema, la misma Sala de Casación Civil reiteró que “en los eventos en que 

se formula una pretensión impugnativa de un contrato celebrado por una multiplicidad 

de personas, llámese nulidad, simulación, resolución, terminación, rescisión, revocación o 

modificación, casos en los que por tratarse de cuestiones atinentes a la eficacia y 

desarrollo del contrato, es evidente que todas ellas integran un litisconsorcio necesario, 

pues la naturaleza de la relación debatida lo impone2”. 

 

En un asunto de similares contornos al que hoy se decide, el TSB3 señaló que “es 

tema suficientemente decantado que cuando se trata de acciones orientadas a 

cuestionar la eficacia o seriedad de un contrato, existe un litisconsorcio necesario 

entre todas las personas que lo celebraron”. 

 

Se destaca, entonces, en el asunto que hoy ocupa  la atención de la Sala Dual,  

que cada uno de los 138 vendedores enajenó el porcentaje que le correspondía4 respecto 

del inmueble con FMI N° 060-33854. 

 

Por ende, no puede dejarse de lado que las 19 personas que acá integran el 

extremo activo del litigio, demandaron la rescisión enorme de la totalidad de los derechos 

de cuota materia de compraventa que se documentó en la misma escritura pública 

(13.4274%)5, pese a que, en consuno esos 19 demandantes solo habrían vendido a su 

                                       
1  C.S.J. Sentencia del 22 de julio de 1998. Exp. 5753. MP. Dr. José Fernando Ramírez Gómez. 
2  C.S.J. en sentencia del 27 de noviembre del 2000 expediente N° 5529. M.P. José Fernando Ramírez Gómez. 
3  T.S.B. auto del 20 de agosto de 2019. Rad. 2014 00259, M.P. Óscar Fernando Yaya Peña 
4  0.0973%, lo enajenado por cada uno de los 138 vendedores, según la misma escritura pública. 
5  Sobre el cual recayeron las pretensiones que elevaron los 19 demandantes con miras a que se decretara la rescisión, por lesión 

enorme. 
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contraparte una fracción aproximada del 1.8487% de los derechos de dominio sobre el 

mismo predio. 

 

Expresado con otras palabras, si lo que se demandó fue la rescisión por lesión 

enorme de las compraventas contenidas en la escritura pública 5400 de 2015 que 

alcanzan un 13.4274%, es  ostensible que se imponía vincular a los otros 119 vendedores 

que -junto con los 19 demandantes- transfirieron ese porcentaje. 

 

Percibir lo contrario, como lo sugiere la recurrente en súplica, implicaría dejar de 

lado orientación jurisprudencial según la cual, “(…) inadmisible resultaría pensar que 

dada la unicidad de esa relación, aniquilado el acuerdo de voluntades frente a unos 

contratantes, subsistiera, sin embargo, respecto de otros (…)6” 

   

Por ello, y de conformidad con las pautas normativas y jurisprudenciales recién 

referidas, se imponía la vinculación de las otras 119 personas que, como vendedores, y en 

consuno con los 19 demandantes, suscribieron la escritura pública en mención.  

 

3. No prospera, en consecuencia, el recurso de súplica en estudio. 

 

DECISIÓN. Así las cosas, la Sala Dual DECLARA IMPRÓSPERO el recurso de 

súplica que formuló la demandada frente al auto que el 22 de septiembre de 2023 profirió 

el Magistrado Iván Darío Zuluaga Cardona, a cuyo despacho se ordena devolver el 

expediente.  

      

      Notifíquese y cúmplase  

 

 Los Magistrados,  

 

  
ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA  

 

MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 

                                       
6  C.S.J. en sentencia del 27 de noviembre del 2000 expediente N° 5529. M.P. José Fernando Ramírez Gómez. 

Firmado Por:

 

 

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,



 

 

Manuel Alfonso Zamudio Mora

Magistrado

Sala 005 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

PROCESO Ejecutivo  

DEMANDANTES Digital Ware S.A.S. 

DEMANDADOS Isvi Ltda. 

RADICADO 110013103015 2023 00396 01 

INSTANCIA  Segunda instancia -apelación auto- 

DECISIÓN Revoca 

 

 
Se decide el recurso de apelación formulado por la parte 

ejecutante contra la decisión proferida el 21 de septiembre de 2023 

por el Juzgado Quince Civil del Circuito de Bogotá, mediante la cual 

se negó el mandamiento de pago.  

 
  1. Antecedentes 

 
1.1. En demanda ejecutiva formulada por la sociedad Digital 

Ware S.A.S. contra la empresa Isvi Ltda., se solicitó librar 

mandamiento de pago en favor de aquella y en contra de ésta, por 

$150’998.534, más los intereses moratorios correspondientes, por 

la “renovación automática del contrato N. 029 del 2017”. 

 
1.2. El juez de primera instancia negó librar la orden ejecutiva 

mediante el proveído apelado por considerar que el documento 

aportado no reúne los requisitos previstos por el artículo 442 del 

Código General del Proceso, ni los previstos por la Resolución 042 

de 2020, Decreto 358 de 2020 y Resolución 042 de 2021, por cuanto 

no se acreditó la validación de la factura electrónica ante la DIAN, y 

porque esos instrumentos para constituirse como título-valor 

“requiere forzosamente del concurso del formato electrónico de 
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generación junto con el documento electrónico de validación previa de 

la DIAN”. 

  

1.3. Frente a la anterior decisión la parte actora interpuso los 

recursos de reposición y de apelación, principal y subsidiario en su 

orden, bajo el argumento que en este caso se pretendió ejecutar el 

contrato celebrado entre las partes que presta mérito ejecutivo, dado 

que en él constan las obligaciones a cargo de la demandada, “ya que 

la acción no se adelantó con las facturas solo se relacionaron en razón 

de establecer el valor que se ejecutó en razón del contrato”. 

  

El a quo despachó de manera adversa el recurso horizontal 

fundamentalmente porque, en su entender, “…los documentos 

allegados como base de la ejecución se entienden como complejos, es 

decir, las facturas y el contrato a que se hace alusión, en esa medida 

de la revisión de las –facturas electrónica de venta–, no cumplen con 

las exigencias contempladas por el artículo 422 del Código General 

del Proceso y la Resolución núm. 042 de 2020 emanada de la 

Dirección de Impuestos de Aduanas Nacionales –DIAN–, expedida en 

virtud del canon 2° del Decreto 358 de 2020, para ser considerado 

como un título valor. 2.2. En efecto, las facturas adosadas como 

báculo de acción no cuentan en estrictez con los requisitos previstos 

en los numerales 6, 7, 14, 16 y 17 del artículo 11 de la señalada 

resolución, ni lo normado en la Resolución 000085 del 8 de abril de 

2022, antes Resolución 000015 del 11 de febrero de 2021, preceptos 

3 y 5, en tanto no se acreditó la validación de la factura electrónica 

de venta para la DIAN, esto último, en armonía con lo preceptuado 

por el artículo 616-1 del Estatuto Tributario”, a partir de lo cual volvió 

sobre el examen de las facturas para concluir que “las facturas 

aportadas carecen de los requisitos establecidos por la norma para 

tener aquéllas como un título valor en favor del demandante”. 

Seguidamente, concedió la alzada subsidiaria que es motivo de 

estudio en este momento.  
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2. Consideraciones 

 
2.1. En primera medida, se precisa que no puede existir 

proceso coercitivo sin que la parte actora aporte un título que 

respalde la obligación objeto de la ejecución, siendo este un 

documento que debe reunir los requisitos que para el efecto 

prescribe el artículo 422 del Código General del Proceso o los que 

estén establecidos en disposiciones de carácter especial; y es que 

tratándose de procesos de tal naturaleza, resulta indispensable 

acompañar la demanda con documento que tenga suficiente mérito 

para soportar la ejecución, a partir de cuya valoración, el juez 

determinará la viabilidad de librar la orden de apremio.  

 
2.2. Para solucionar la inconformidad de la recurrente, 

importa destacar, ante todo, que de las pretensiones de la demanda 

se extrae que la entidad ejecutante pretende ejecutar las 

prestaciones derivadas del convenio 029 de 2017 celebrado entre 

las partes en contienda “por la prestación de servicios de 

mantenimiento a distancia de los sistemas de información Kactus”; 

de ahí que en la pretensión primera se pidió librar orden ejecutiva 

“por la suma de ciento cincuenta millones novecientos noventa y ocho 

mil quinientos treinta y cuatro pesos ($150.998.534) 

correspondientes a la renovación automática del contrato N. 

029 del 2017” (se destacó), importe que generó “la factura 

identificada como BOG-1592, por valor de $159,025,351 con fecha 

de vencimiento del 15 de junio de 2019 la cual no fue cancelada 

dentro del término estipulado”, según se manifestó en el hecho 

quinto de la demanda. 

 
De manera que el juez de primer grado debió analizar la 

procedencia de la orden compulsiva de cara a los requisitos 

previstos por el artículo 422 del rito procesal, y demás normas 

relacionadas, frente al indicado contrato 029 de 2017 y no respecto 

de la memorada factura BOG-1592, la cual no se adujo como báculo 

de la ejecución de manera autónoma a términos de los artículos 619 
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y 774 del Código de Comercio, como para exigir las formalidades 

advertidas en la Resolución 042 de 2020 de la DIAN, en 

concordancia con Decreto 358 de 2020, y en el Estatuto Tributario.   

 
Y es que la factura expedida a raíz de la renovación de la 

señalada convención contractual, referida como prueba en la 

demanda, solo sirvió de vehículo para el cobro de la prestación 

debida, según se refirió en los hechos del indicado libelo actor. 

 
En ese orden de ideas, el estudio efectuado por el juez de 

primera instancia no se compadece con las manifestaciones 

realizadas tanto en la demanda, como en el recurso de reposición, 

que se enfilan -se itera- a poner de presente que el título ejecutivo 

es el reseñado acuerdo interpartes. 

 

3. Conclusión 

 
Entonces, como la decisión de primera instancia no analizó la 

procedencia de la orden de pago de cara al cumplimiento de los 

requisitos del título ejecutivo frente al reseñado acuerdo 029, se 

revocará el auto atacado para que, en su lugar, se examine ese 

contrato a luz del artículo 422 del Código General del Proceso y 

demás normas jurídicas concordantes y alusivas al caso, a partir de 

la demanda ejecutiva presentada. 

 

Y no hay lugar a imponer costas, visto el éxito del recurso. 

 

4. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, el suscrito magistrado del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Civil, REVOCA el auto 

apelado.  

 
La secretaría remita, inmediatamente, la actuación digital al 

juzgado de origen, previas las anotaciones pertinentes. 
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Notifíquese. 

 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado 
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Jaime  Chavarro Mahecha

Magistrado

Sala  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

PROCESO Ejecutivo  

DEMANDANTE La Casa Inmobiliario & Diseño S.A.S. 

DEMANDADO Academia de Inglés y Secretariado Bilingüe Ltda. -en 

liquidación- 

RADICADO 110013103029 2022 00456 01 

INSTANCIA  Segunda instancia -apelación auto- 

DECISIÓN Revoca auto 

 

 

Se decide el recurso de apelación formulado por la parte ejecutante contra 

la decisión proferida el 16 de diciembre de 2022 por el Juzgado 

Veintinueve Civil del Circuito de Bogotá, mediante la cual se negó el 

mandamiento de pago solicitado por la cláusula penal. 

 

1. Antecedentes 

 

Mediante demanda ejecutiva la sociedad La Casa Inmobiliario & Diseño 

S.A.S. solicitó orden de apremio contra la Academia de Inglés y 

Secretariado Bilingüe Ltda. -en liquidación-, por la suma de $200’000.000 

correspondiente al capital insoluto contenido en el contrato de mutuo de 

fecha 10 de enero de 2022, más los intereses corrientes y moratorios 

respecto de tal monto; así como por el valor de $150’000.000 por concepto 

de la cláusula penal “a título de sanción netamente por incumplimiento de 

la obligación principal” consignada en el mentado acuerdo de voluntades. 

 

El mandamiento ejecutivo se libró respecto de los conceptos pedidos, 

salvo por la cláusula penal que fue negada so pretexto que “no pueden 

acumularse intereses moratorios y la precitada pena”1; frente a esa 

                                                           
1 Archivo 07AutoLibraMandamientoPago20221216. Subcarpeta 01CuadernoPrincipal. Carpeta 
PrimeraInstancia. 
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determinación la parte actora formuló recurso horizontal como principal 

y de manera subsidiaria la alzada, argumentando que “a través del 

instrumento jurídico que contiene la obligación a ejecutar, en la CLÁUSULA 

CUARTA, la demandada pactó la obligación de pagar simultáneamente, 

tanto la cláusula penal, como los intereses moratorios”. 

 

La reposición fue despachada desfavorablemente con respaldo en sendos 

pronunciamientos de la Superintendencia Financiera y del Tribunal 

Superior de Pereira, para concluir que “en caso de accederse a lo 

pretendido por el inconforme se estaría imponiendo al deudor una doble 

sanción por una misma infracción, hecho que se itera, se torna 

incompatible”; en consecuencia, se concedió la apelación. 

 

2. Consideraciones 

 

2.1. Primeramente, se precisa que no puede existir proceso coercitivo sin 

que la parte actora aporte un título que respalde la obligación objeto de 

la ejecución, siendo este un documento que debe reunir los requisitos que 

para el efecto prescribe el artículo 422 del Código General del Proceso o 

los que estén establecidos en disposiciones de carácter especial, y es que 

tratándose de procesos de tal naturaleza, resulta indispensable 

acompañar la demanda con documento que tenga suficiente mérito para 

soportar la ejecución, a partir de cuya valoración, el juez determinará la 

viabilidad de librar la orden de apremio.  

 

2.2. Para el caso que ocupa la atención de esta Corporación, lo primero 

que debe advertirse es que la alzada se circunscribe a la negativa de librar 

orden ejecutiva por el valor de $150’000.000, a título de cláusula penal, 

cuya determinación se fundamentó en que “no pueden acumularse 

intereses moratorios y la precitada pena”. 

 

Sobre la posibilidad de acumular la sanción establecida en la cláusula 

penal y los intereses moratorios, la Sala de Casación Civil de la Corte 

Suprema de Justicia ha disciplinado: 

 

“2. Todas las anteriores reflexiones se traen a colación para 
poder asentar sin vacilaciones, que si las cosas son de ese modo, 
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es decir, que si la cláusula penal no puede reconducirse franca 
y exclusivamente a una mera convención resarcitoria antelada, 
toda vez que su contenido y función son variables porque 
comprenden aspectos de muy diverso calado, tampoco es posible 
aplicarle a rajatabla todas las reglas y principios que gobiernan 
la indemnización de perjuicios como si fuera este su único 
designio; desde luego que si ese ejercicio se emprendiera, 
muchos de ellos, y esto es innegable, resultarían abiertamente 
incompatibles con su naturaleza, entre otras razones, porque el 
concepto de indemnización es antagónico al de pena, toda vez 
que aquella comporta la reparación de los daños que se han 
ocasionado a otros y, en esa virtud, corresponde a la satisfacción 
pecuniaria enderezada a remediarlos, existiendo de por medio, 

hasta donde sea posible, una cierta relación de equivalencia. La 
penalidad, por el contrario, encierra, en lo medular, las nociones 
de coacción psicológica sobre el deudor (al momento de 
acordarse), y la de castigo cuando sobreviene el incumplimiento.  
 
En consecuencia, la pena no se traduce per se en una 
indemnización porque su tasación supone siempre una 
prestación que, por su valor y función, puede y suele estar 
situada al emergen de la reparación de perjuicios.  
 
3. Ahora bien, no puede olvidarse que esta Corporación al 
momento de justificar la corrección monetaria de ciertas 
obligaciones ha concluido que así lo imponen obligatorios criterios 
de justicia y equidad, junto con aquilatados principios jurídicos 
como el del equilibrio contractual o el de la integralidad del pago. 
 
El fundamento de la corrección monetaria, ha dicho la Corte, “no 
puede ubicarse en la urgencia de reparar un daño emergente, sino 
en obedecimiento, insístese, a principios mas elevados como el de 
la equidad, el de la plenitud del pago, o el de la preservación de la 
reciprocidad en los contratos bilaterales. De ninguna manera, en 
fin, es dable inferir que en asuntos como el de esta especie, el 
reajuste de la condena en proporción a la depreciación del signo 
monetario constituya un perjuicio más que deba ser reparado, 
puesto que, reiterase aún a riesgo de fatigar, la pérdida del poder 
adquisitivo del dinero no afecta la estructura intrínseca del daño, 
sino su cuantía, de modo que la corrección tiene por finalidad la 
reparación integral, no la de indemnizar un perjuicio más; amén 
que, en ese mismo orden de ideas, tampoco puede verse en ello 
una sanción por un acto contrario al ordenamiento legal.” 
(Sentencia de 9 de septiembre de 1999, abril 10 de 2000, 19 de 
noviembre de 2001, 18 de marzo de 2003, entre otras).  
 
4. Si, como ha quedado expuesto, en la cláusula penal subyacen 
propósitos y designios distintos a los de constituir una mera 
tasación voluntaria y anticipada de los perjuicios; e, igualmente, 
que nuestro ordenamiento también le reconoce una función 
conminatoria o punitiva que, en cuanto tal, no apareja 
necesariamente una relación de equivalencia o equilibrio entre su 
cuantía y el daño que pudo sufrir el acreedor (si padeció 
alguno),aquellos criterios y principios que incuestionablemente 
gobiernan la indexación de determinadas obligaciones no pueden 
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trasuntarse forzada e inevitablemente, habida cuenta que el vigor 
bienhechor de algunos de ellos se desvanece o desdibuja ante la 
peculiar naturaleza de dicha estipulación”2 (subrayas fuera de 
texto original).  

 

Aunado a lo expuesto, conforme al artículo 1592 del Código Civil establece 

que la cláusula penal constituye una obligación a la cual el deudor se 

somete en caso de que no se ejecute o se retarde la obligación principal, 

situación que permitió colegir que es una obligación independiente, ello 

aunado a que el canon 1600 prevé que “[n]o podrá pedirse a la vez la pena 

y la indemnización de perjuicios, a menos de haberse estipulado así 

expresamente” (subrayas fuera del texto legal). 

 

Al tenor literal de la cláusula cuarta del contrato allegado como título 

ejecutivo, se consignó expresamente que “[p]or el mero retardo en una 

cualquiera de las obligaciones adquiridas en este contrato, por el 

incumplimiento parcial o total de las obligaciones adquiridas EL DEUDOR 

se obliga a pagar a título de cláusula penal sancionatoria a favor de EL 

ACREEDOR la suma de CIENTO CINCUENTA MILLONES DE PESOS M/CTE 

($150.000.000.oo). EL DEUDOR, declara que renuncia a cualquier 

requerimiento judicial y/o extrajudicial o requerimiento en mora a que 

hubiere lugar por este concepto. La pena es exigible sin que se excluya la 

posibilidad de solicitar judicialmente, extrajudicialmente, la indemnización 

de los perjuicios (lucro cesante y daño emergente) que se deriven del 

incumplimiento de las obligaciones principales pactadas, es decir que tanto 

la cláusula penal sancionatoria como la exigencia del pago de los perjuicios 

o el cumplimiento de las obligaciones pueden ser exigibles judicialmente de 

forma simultánea. Para cobrar la cláusula penal sancionatoria de este 

contrato se entiende que este documento presta mérito ejecutivo. 

PARÁGRAFO ÚNICO: Esta cláusula penal es totalmente exigible junto con 

los intereses de plazo y de mora, en caso de que exista la necesidad de 

proceder a una demanda en  estrados judiciales”3 (énfasis propio). 

 

Contrarrestados los apartes legales y jurisprudenciales transcritos junto 

con lo pactado en el acuerdo de voluntades, es evidente que los 

contratantes, previeron específicamente que la cláusula penal pacta era 

                                                           
2 M.P. Pedro Octavio Munar Cadena, Expediente No.68001 3103 001 2001 00389 01, Dic. 18 de 
2009. 
3 Archivo 05Pruebas. Subcarpeta 01CuadernoPrincipal. Carpeta PrimeraInstancia. 
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únicamente sancionatoria, y adicionalmente, estatuyeron que este 

concepto no se excluye con los intereses moratorios, por lo que, en 

principio, es viable conceder tal pretensión; no obstante, tal situación 

podrá cuestionarse en ejercicio del derecho de contradicción. 

 

3. Conclusión 

 

Al tenor de los precedentes argumentos, se impone la revocatoria del auto 

impugnado para que el juzgador a quo se pronuncie al respecto; sin que 

haya lugar a condena en costas debido a la prosperidad del recurso. 

 

4. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, el suscrito magistrado de la Sala Civil del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, REVOCA la decisión 

apelada. 

 

Por la secretaría envíese la actuación digital al juzgado de origen, previas 

las anotaciones pertinentes. 

 

Notifíquese. 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá D. C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Proceso Ejecutivo (acumulado) 

Demandante Lloreda S.A. 

Demandados Coprasa S.A. En Liquidación  

Radicado 110013103 040 1999 00691 05 

Instancia Segunda -apelación de auto- 

Decisión Revoca 

 

 

Se decide el recurso de apelación formulado por el apoderado 

de la parte demandante contra la decisión proferida en auto del 29 

de marzo de 2023 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Bogotá, 

mediante la cual se rechazó la demanda acumulada. 

 

  1. Antecedentes 

 

1.1. La señora Doris Fajardo De Restrepo, por intermedio de 

apoderado judicial formuló demanda ejecutiva acumulada con 

garantía hipotecaria en el proceso de la referencia en contra de la 

sociedad Coprasa S.A., en Liquidación.1 

 

1.2. El libelo fue inadmitido mediante auto de 24 de octubre 

de 20222, para que, entre otras cosas, ajustara “…las pretensiones 

de la demanda, en el sentido de especificar cuál es el porcentaje de 

                                                 
1 Fls. 1a9Archivo Folio01EscritoDemandaAcumulada. Subcarpeta 

09CarpetaDemandaAcumulada. Subcarpeta PrimeraInstancia.  
2  Fl. 5 ArchivoCuaderno09DemandaAcumulada. Carpeta 

09CuadernoDemandaAcumulada.  
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la deuda principal que se cubrirá con el bien aquí perseguido” en la 

medida que el gravamen hipotecario fue inscrito sobre el predio 

50C-403803 de mayor extensión del cual se segregaron diferentes 

inmuebles entre esos el identificado con folio de matricula 

inmobiliaria No. 50C-1391902, cautelado en este proceso.  

 

1.3. El a quo dispuso su rechazo por auto de 29 de marzo de 

20233, tras considerar que a pesar de la reposición formulada y la 

subsanación, la parte actora no acató lo dispuesto en el numeral 6º 

del auto de inadmisión, por considerar que el inmueble sometido al 

gravamen hipotecario es de mayor extensión y al haberse segregado 

de este diferentes inmuebles, debe determinarse la porción de la 

deuda que se persigue, en tanto, la unidad inmobiliaria objeto de 

cautela no garantiza la totalidad de la obligación, menos si se tiene 

en cuenta que ya se adelantó una ejecución hipotecaria ante el 

Juzgado 1º Civil del Circuito y se obtuvo un pago para dicha 

obligación. 

 

1.4. Inconforme con la decisión la parte actora formuló 

recurso de apelación4, bajo el argumento que “no era necesario 

ajustar las pretensiones de la demanda (…)” por cuanto “(…) no 

existe norma alguna que indique que, ante una segregación de un 

predio, los resultantes no respondan por la totalidad del gravamen 

hipotecario constituido sobre el bien de mayor extensión o primigenio” 

y porque “[l]a única norma, en relación con la propiedad horizontal 

que regula algo relacionado con la hipoteca de mayor extensión y su 

cancelación es el art. 17 de la Ley 675 de 2001”, de la cual se extrae 

que la hipoteca es indivisible y que los bienes segregados responden 

por la totalidad de la obligación garantizada. El a quo concedió la 

alzada mediante auto de 1 de agosto de 2023. 

 

                                                 
3 Fl. 53 ArchivoCuaderno09DemandaAcumulada. Carpeta 

09CuadernoDemandaAcumulada. 
4 Fl. 54 ArchivoCuaderno09DemandaAcumulada. Carpeta 

09CuadernoDemandaAcumulada. 
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2. Consideraciones 

 

2.1. El numeral 4º del artículo 82 del Código General del 

Proceso, dispone que toda demanda indicar, entre otros aspectos, 

“[l]o que se pretenda, expresado con precisión y claridad”, así mismo, 

el precepto 90 de la legislación procesal establece los casos en que 

la demanda puede ser inadmitida para su corrección so pena de 

rechazo. 

 

Al interior del litigio, se produjo el rechazo de la demanda por 

no encontrarse ajustadas las pretensiones, de acuerdo con la 

interpretación efectuada por el juez de primera instancia, por 

cuanto, se trata del recaudo de una obligación hipotecaria en la que 

se persigue un inmueble segregado de otro de mayor extensión y 

que fue el inicialmente gravado con la garantía real, por lo que, 

según su apreciación, el predio segregado solo debe responder por 

la porción que le corresponda de la obligación y no sobre la 

totalidad. 

 

Y en efecto el gravamen fue constituido sobre un predio de 

mayor extensión identificado con folio de matrícula inmobiliaria No. 

50C-403803 5 , que posteriormente fue sometido al régimen de 

propiedad horizontal y que se segregó en diferentes inmuebles 

independientes entre esos, el identificado con matricula inmobiliaria 

No. 50C-1391902 de propiedad de la entidad aquí demandada y que 

también se encuentra afectado con el mencionado gravamen según 

consta en el certificado de tradición y libertad6   

 

Sobre el particular el artículo 17 de la ley 675 de 2001, prevé 

que “Los acreedores hipotecarios quedan autorizados para dividir las 

hipotecas constituidas en su favor sobre edificios o conjuntos 

                                                 
5 Fl. 56 Archivo Folio01Escrito DemandaAcumulada. 
6 Fl. 36 Archivo Folio01Escrito DemandaAcumulada. 
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sometidos al régimen de la presente ley, entre las diferentes unidades 

privadas a prorrata del valor de cada una de ellas. 

 

Una vez inscrita la división de la hipoteca en la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos, los propietarios de la respectiva 

unidad privada serán responsables, exclusivamente, de las 

obligaciones inherentes a los respectivos gravámenes.” 

 

 De la norma en cita, se desprende que la división de la 

hipoteca de mayor extensión, sobre los bienes que se segreguen es 

facultativa del acreedor hipotecario, quiere ello decir que, el 

acreedor hipotecario puede perseguir la totalidad de la obligación de 

uno o varios de los predios gravados, sin embargo, dicha situación 

corresponde a un aspecto que atañe al fondo del asunto y que 

deberá ser objeto de análisis en otra fase procesal. 

  

Pues bien, no es dable en esta etapa del proceso de verificación 

de cuestiones formales, entrar a debatir si operó o no la división de 

la hipoteca y si la parte demandada debe responder por la totalidad 

de la obligación o bien solo por la porción que le corresponda, 

cuestiones del derecho material que no es dable abordarlas en este 

momento. Y es que el numeral 4º del precepto 82 ibidem, requiere 

que la demanda indique lo que se pretende de manera clara y 

precisa requisito que, en este caso, se advierte cumplido, pues en 

las pretensiones, aparecen las sumas liquidas de dinero que 

reclama la parte demandante, por concepto de capital e intereses, 

siendo que, estas peticiones no riñen con los cánones relativos a la 

acumulación de pretensiones. 

 

Con todo, importa precisar que el artículo 430 del Código 

General del Proceso le impone al juez del deber de librar el 

mandamiento ejecutivo “ordenando al demandado que cumpla la 

obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel 

considere legal” (se subraya).  
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3. Conclusión 

 

 El requisito formal echado de menos en este caso, se 

encuentra presente, dado que el fundamento del rechazo de la 

demanda se trató de en un aspecto que corresponde al fondo del 

debate, por lo que, se revocará el auto objeto de alzada, sin que haya 

lugar a imponer costas por la apelación, dado el resultado del 

recurso. 

 

4. Decisión 

 

En mérito de lo expuesto, el suscrito magistrado del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Civil, REVOCA la 

decisión apelada. 

 

La secretaría remita las diligencias digitales al juzgado de 

origen, previas las anotaciones pertinentes. 

 

Notifíquese.  

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 
 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

PROCESO Pertenencia 

DEMANDANTE Edwin Yezid Moreno Gómez    

DEMANDADA Sandra Janneth López Celis y o. 

RADICADO 110013103 040 2019 00820 01 

INSTANCIA Segunda – apelación sentencia - 

DECISIÓN Decreta prueba 

 

 

Pese a que en auto de 19 de enero de 2024 se negó la solicitud 

de prueba en segunda instancia que elevó la pasiva por 

extemporánea, encontrándose el expediente para fallo, por 

considerarla útil y necesaria para verificar los hechos expuestos por 

las partes y tratándose de uno sobreviniente (art. 281 c.g.p.), en uso 

de las facultades otorgadas por los artículos 169, 170 y 327 del 

Código General del Proceso, el suscrito magistrado decreta 

oficiosamente la siguiente prueba: 

 

Copia del acta de la diligencia de entrega del inmueble objeto 

de las pretensiones realizada por la Alcaldía Menor de Puente 

Aranda, el 29 de noviembre de 20231.  

 

  Así las cosas, incorpórense al expediente y póngase en 

conocimiento de las partes para que manifiesten lo pertinente.  

 

En firme este proveído regrese el asunto al Despacho para el 

trámite que corresponda. 

                                                           
1 Ver folios 93 a 98 del archivo “06SustentaciónRecurso” del “CuadernoTribunal” del 

expediente digital.  
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Notifíquese. 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

  

PROCESO Verbal 

DEMANDANTE Corporación Autorregulador de Avaluadores AVA   

DEMANDADA Corporación Colombiana Autorreguladora de 

Avaluadores ANAV 

RADICADO 110013199 001 2021 44251 01 

INSTANCIA Segunda-apelación de sentencia 

DECISIÓN No revoca 

 

 

  Se decide el recurso de reposición interpuesto por la 

apoderada judicial de la parte demandada, frente al auto de fecha 7 

de diciembre de 2023, mediante el cual se admitió en el efecto 

devolutivo el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia 

de 16 de febrero de 2023. Al efecto, se expone: 

 

  1. La Impugnación 

 

  Se soportó, en esencia, en que la alzada propuesta contra la 

decisión de fondo se concedió en el efecto devolutivo. El 21 de 

febrero, la pasiva solicitó aclaración del fallo en torno a dicho ítem, 

dado que, en su criterio, debió ser en el efecto suspensivo, lo cual 

se acogió, pero conforme a la figura de corrección (art. 286 CGP), el 

26 de abril de 2023, mediante auto 47415.  

 

  Tal decisión fue atacada por vía de reposición por la activa. El 

18 de septiembre de 2023, el iudex a quo realizó control de legalidad 

(auto 100194) y “dejó sin efecto el auto de la aclaración (…)” y ordenó 

remitir el expediente al Tribunal, “sin definir el efecto en el cual se 
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debía dar cumplimiento al fallo de primera instancia”. El 22 de 

septiembre, la encausada recurrió lo dispuesto y su contraparte 

descorrió el traslado del recurso. El 25 del mismo mes, sin haber 

resuelto “los recursos”, la Superintendencia remitió el expediente al 

superior, pero no incorporó “el recurso de reposición que fue 

presentado por ANAV contra el auto de control de legalidad, y que 

como ya se mencionó dicho recurso ni siquiera ha sido resuelto por el 

funcionario que expidió el auto, y por lo tanto, sigue siendo incierto el 

efecto en que fue concedido el recurso de apelación contra el fallo de 

primera instancia (…)”.    

 

  Alegó que no acceder a su petición causa un gran perjuicio a 

su representada porque tendría que cambiar su nombre comercial, 

la papelería, el dominio, enviar las comunicaciones respectivas, 

entre otras cosas.  

 

  Adicionalmente adujo que, dada la naturaleza del proceso, 

declarativo, no es dable que se surta la alzada en el efecto en que se 

admitió, pues la sentencia es simplemente declarativa.   

 

  Con tales argumentos solicitó la memorialista que se reponga 

el efecto en el cual se concedió el recurso de apelación contra la 

sentencia y se admita en el suspensivo. Además, que “[j]unto con la 

apelación resuelva el incidente de nulidad radicado”.   

 

  2.  Consideraciones 

 

  El auto fustigado no será revocado, por las razones que pasan 

a exponerse.  

 

  La primera, porque los motivos de disidencia se fincaron 

principalmente contra decisiones adoptadas en primer grado o 

posibles omisiones en dicho trámite, esto es, diferentes a la emitida 
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por esta Colegiatura, lo que desborda los confines del recurso de 

reposición (art. 318 CGP). No obstante, en aras de atender lo 

manifestado, es importante destacar, que no es “incierto” el efecto 

en que se concedió el recurso vertical, como quiera que: 

 

  En audiencia de instrucción y juzgamiento se indicó que era 

en el devolutivo1; el 26 de abril de 2023, con el auto 47415 se negó 

la solicitud de aclaración elevada por la pasiva y, en el ordinal 

segundo, se dispuso corregir el acta No. 497, en lo relacionado con 

el efecto en que se concede, para en su lugar hacerlo en el 

suspensivo2. El 18 de septiembre siguiente, en auto 100194, se dejó 

sin valor ni efecto el numeral segundo de la providencia No. 47415 

y se anunció que por sustracción de materia no se daría trámite al 

recurso de reposición interpuesto contra dicho proveído3. 

 

  Significa lo anterior, que el efecto en que se concedió la alzada 

fue el devolutivo y no cabe discusión al respecto. Igualmente, en 

torno a la censura que había interpuesto la actora no es dable 

señalar que quedó pendiente de resolución.   

 

  La segunda, respecto a la improcedencia de admitir la alzada 

en el efecto devolutivo, porque el artículo 323 del Código General del 

Proceso en lo pertinente, dispone:  

 

Se otorgará en el efecto suspensivo la apelación de las sentencias 
que versen sobre el estado civil de las personas, las que hayan 
sido recurridas por ambas partes, las que nieguen la totalidad de 
las pretensiones y las que sean simplemente declarativas. Las 
apelaciones de las demás sentencias se concederán en el efecto 
devolutivo, pero no podrá hacerse entrega de dineros u otros 
bienes, hasta tanto sea resuelta la apelación.      

 

                                                           
1 Ver acta de audiencia “2023000497UD0000000001” de la carpeta “062. AUDIENCIA 
DEL 16 DE FEBRERO – ACTA 497” de “21-44251 – APELACIÓN TRIBUNAL” de 
“SuperintendenciadeIndustria&ComercioSIC” del expediente digital. 
2 Ver archivo “2023047415AU0000000001” de la carpeta “068. AUTO 47415 – 
RESUELVE SOLICITUD DE ACLARACIÓN” ídem.  
3 Ver archivo “2023100194AU000000001” de la carpeta “072. AUTO 100194 – REALIZA 
CONTROL DE LEGALIDAD” ídem.  
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  No se presta a dudas la norma en punto de en qué casos debe 

otorgarse en el efecto suspensivo o en el devolutivo la apelación. 

Para determinar en el de marras si la sentencia es simplemente 

declarativa, como sostuvo la apelante, o de condena, es necesario 

tener presente que la jurisprudencia ha explicado lo siguiente: 

 
En otras palabras, el fallo emitido es de naturaleza constitutiva, 
que como tal carece de efectos retroactivos, pues todo se reducía 
simple y llanamente, en coherencia con la doctrina, a la 
“supresión de una incertidumbre”, y no de índole declarativa de 
condena, caso en el cual, por regla de principio, se predican esas 
consecuencias, como ocurre, en sentir de la Corte, cuando el 
“derecho preexiste limitándose la decisión a reconocer el estado 
de cosas preexistente y no a constituirlo”.4 

 

 Por su lado, la doctrina5 ha explicado que: 

 
Las sentencias de condena se refieren normalmente a momentos 
anteriores a aquel en que se pronuncian, y tienen por eso carácter 
retrospectivo (ex tunc); algunas, sin embargo, se proyectan al 
futuro, pues el pronunciamiento cobija hechos posteriores a la 
sentencia (condena al pago de cuotas o intereses anteriores y 
posteriores al fallo); las sentencias de mera declaración y las 
constitutivas, por el contrario, se refieren preferentemente al 
futuro (ex nunc).  
550. SENTENCIA DE CONDENA. Estas sentencias se encaminan 
a la declaración judicial de un derecho y a la condena del 
demandado a la satisfacción de la prestación debida, como 
consecuencia de la existencia del derecho que se reconoce o 
declara.  
Ejemplos: las sentencias que estimen las demandas de 
reivindicación; den entrega material de la cosa vendida; de 
reembolso para un comunero de deudas contraídas para la 

comunidad (C.C. Art. 2325); de pago de perjuicios por 
responsabilidad civil; de pago de mejoras, de alimentos, de 
restitución de tenencia.    

 

  En este caso, al desatar el litigio acorde con las pretensiones 

y excepciones, el juez de primer grado declaró que la demandada 

infringió los derechos de propiedad industrial que ostenta la 

demandante y le ordenó a aquella cesar inmediatamente el uso de 

los signos allí indicados, le prohibió su uso, le ordenó emitir 

                                                           
4 Sentencia Sala de Casación Civil C.S.J., 14 de diciembre de 2011, Ref: C-

1100131030142001-01489-01. M.P. Jaime Alberto Arrubla Paucar.  
5 MORALES MOLINA, Hernando. Curso de derecho procesal civil, parte general, octava 

edición. Editorial ABC, Bogotá 1983, pág. 497.  
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comunicaciones al respecto y hacer aclaraciones en redes sociales y 

la página web.  

 

  De allí, que la infracción de la propiedad industrial declarada 

en la sentencia obedece a un estado de cosas preexistente. Por ende, 

en armonía con el precedente jurisprudencial y la doctrina citados, 

se trató de un fallo de condena.   

 

   Así las cosas, no le asiste la razón a la recurrente en torno al 

tipo de decisión que se adoptó, ni sobre el efecto en que debió 

concederse la alzada.  

 

  La tercera, debido a que revisado el plenario no se encontró el 

recurso de reposición que indicó haber presentado la demandada 

contra el auto proferido el 18 de septiembre del año anterior, por lo 

que no puede esta Corporación pronunciarse al respecto.  

 

  La cuarta, toda vez que al tener presente el efecto en que se 

concedió y admitió la apelación, lo atinente a la nulidad alegada por 

trámites dispensados u omitidos por el iudex a quo, si es su deseo, 

deberá proponerlos ante dicha sede. 

 

  3. Conclusión   

 

  Así las cosas, al carecer la defensa recursiva de respaldo tanto 

fáctico como jurídico, el proveído impugnado debe mantenerse, sin 

más consideraciones que el caso no amerita. 

 

  4. Decisión 

 

Por lo expuesto, el suscrito magistrado del Tribunal Superior 

del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Civil, NO REVOCA el auto 

proferido el 7 de diciembre de 2023. 
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Por Secretaría verifíquese lo pertinente frente a la sustentación 

oportuna del recurso.  

  

En la pertinente oportunidad procesal, ingrese el expediente 

al despacho para imprimir el trámite que corresponda.  

  

Notifíquese. 

 

JAIME CHAVARRO MAHECHA 

Magistrado 
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Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro 

(2024).  

 

 

 

Ref: VERBAL DE RESPONSABILIDAD 

EXTRACONTRACTUAL de MARÍA LASTENIA PINZÓN DE TORO y otros contra 

COMPAÑÍA MUNDIAL DE SEGUROS S.A. y otros Exp. 007-2020-00064-01.  

 

 

Teniendo en cuenta que a la fecha no se ha obtenido 

respuesta alguna de la prueba decretada el pasado 16 de febrero hogaño -archivo 

digital 12-, el Despacho dispone: 

 

1.- Requerir por segunda vez a la Fiscalía 33 Seccional 

de Vida de Bogotá, para que dé respuesta al oficio No. C-0160 en el término de 5 

días. 

 

2.- Proceda la Secretaría a lo de su cargo y una vez en 

firme regrese el expediente al despacho. Déjense las constancias respectivas.  

 

 

NOTIFÍQUESE (1) 

 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

MAGISTRADO 
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Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil 

veinticuatro (2024). 

 

 

 

 

REF: DECLARATIVO de GLOBAL FIANZAS 

S.A.S. contra CENTRO INTEGRAL DE ATENCIÓN DEL TRANSPORTE 

S.A. CIATRAN S.A. Exp. No. 016-2019-00803-02. 

 

 

 

 

Atendiendo lo informado por el auxiliar de la 

justicia Alberth Yoany López Grueso -archivo digital 48-, este despacho, 

 

Dispone: 

 

1.- Conforme lo establecido en el precepto 233 del 

Estatuto Procesal, se requiere a la demandada para que dé cumplimiento al 

deber de colaboración que le impone la norma para con el perito para que 

éste desarrolle la labor que le fuere encomendada desde el pasado 24 de 

enero hogaño -consecutivo 35- permitiéndosele el acceso al inmueble y 

facilitándole los datos e información que éste requiera para los fines del 

trabajo encomendado.  

 

Adviértase que de persistir en esa conducta, se dará 

aplicación a lo establecido en el inciso segundo del canon ya referido -233-.  
 

2.- En tales circunstancias y de continuar las trabas 

para la elaboración de la pericia decretada de oficio, el auxiliar deberá 

enterar a esta oficina judicial de manera inmediata para adoptar las medidas 

del caso, según la facultad conferida en el ordinal 1° del artículo 229 del 

C.G.P. 

 

Secretaría, comuníquese lo aquí dispuesto a las 

partes y al perito. 

 

 

NOTIFÍQUESE 

 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

MAGISTRADO 
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Ref: SIMULACIÓN de MARÍA AURORA PINZÓN 

SÁNCHEZ contra LEYDY YOHANA LEAL SOTO Exp. 041-2018-00443-01. 
 
 
 
 
Atendiendo la solicitud elevada por el apoderado de la 

actora -archivo digital 08-, de conformidad con lo normado en el precepto 327 del 
Estatuto Procesal, por haberse solicitado por la apelante, en el término que otorga 
el canon 12 de la Ley 2213 de 2022, se dispone:  

 
1.- DECRETAR la prueba trasladada y, en 

consecuencia, se ordena oficiar a los Juzgados 5° y 51 Civil Municipal de Bogotá, 
para que remitan copia o el link del expediente digital 11001400300520070113100 
y 11001400305120090086600, respectivamente, conforme se solicitó1 y se decretó 
por la juez de primer grado en audiencia de 13 de julio de 20232. 

 
Proceda la Secretaría a lo de su cargo.  
 
2.- DECRETAR la prueba documental aportada como 

historia clínica y, en consecuencia, ordenar su incorporación y traslado de la 
misma a las partes, atendiendo que aquella remitida por la EPS Compensar fue 
tenida en cuenta por la juez a-quo en la etapa correspondiente. 

 
3.- NEGAR el decreto de los demás medios probatorios 

en segunda instancia, toda vez que no se configuran los supuestos previstos en los 
numerales 2° y 3° del artículo 327 del Código General del Proceso. 

 
Las citadas causales establecen la procedencia del 

decreto en este escenario cuando los medios suasorios “[d]ecretados en primera 
instancia, se dejaron de practicar sin culpa de la parte que las pidió” y “[v]ersen 
sobre hechos ocurridos después de transcurrida la oportunidad para pedir 
pruebas en primera instancia, pero solamente para demostrarlos o desvirtuarlos” 

(se resalta). 
 
3.1.- Bajo ese entendido, tenemos que la prueba de 

información solicitada al Ministerio de Relaciones Exteriores, Migración 
Colombia y Cooeducol mediante derechos de petición fue negada por la juez de 
primer grado al considerarla “impertinente” para el presente litigio, sin que dicha 
decisión hubiera sido objeto de censura alguna. 

 
3.2.- La prueba consistente en que se expidiera por 

parte del Juzgado 4° Civil del Circuito de Bogotá, certificación sobre la existencia 

 
1 Página 17 archivo digital 37 cuaderno principal 
2 Archivo digital 49 cuaderno principal 



del proceso con radicado No. 11001310300420180048200, copia auténtica de la 
sentencia proferida el 19 de marzo de 2019, con la constancia de ejecutoria y el 
estado de la ejecución de la sentencia, si bien fue decretada por la juez a-quo, obra 
en el plenario respuesta por esa oficina judicial en la cual informan que en 
proveído de 7 de septiembre de 2023 se ordenó la expedición de las copias 
auténticas a costa del interesado3, no obstante se echa de menos que se hubiere 
acreditado el pago de dichas expensas.   

 
3.3.- En lo tocante a la prueba trasladada del 

expediente que cursa en la Fiscalía Local 397 Unidad de Investigación Judicial 
Residual Casos No Querellables de Bogotá, noticia criminal 110016000050-2019-
179-02, dicha probanza no fue decretada, nótese que ese medio probatorio se 
limitó “a los diferentes Juzgados” quedando en firme esa decisión.  

 
3.4.- Sobre las “pruebas sobrevinientes” debe 

indicarse que i) la letra de cambio autenticada el 9 de febrero de 2011 y ii) la 
información brindada por Cooeducol, como respuesta a una petición elevada el 24 
de febrero hogaño, no devienen en una situación fáctica novísima, adviértase que 
los instrumentos que tienen que ver con el título valor por la calenda de su 
expedición y autenticación debieron ser aducidos y objeto de réplica en primera 
instancia y, los datos brindados por la Cooperativa obedecen a solicitud elevada 
con posterioridad al fallo de instancia, incluso es de relevancia que en el petitum 
para su decreto en esta alzada no se establece las razones por las cuales no 
pudieron ser arrimadas en las etapas procesales correspondientes, siendo este 
argumento insuficiente para su decreto. 

 
En ese orden de ideas, no puede afirmarse que la 

documental que se pretende introducir, configure una novedad que amerita ser 
considerada en esta instancia, pues se itera, son medios probatorios que debieron 
ser aportados y solicitados desde un comienzo y en la etapa procesal 
correspondiente, descartándose entonces la verificación del requisito para su 
éxito, que éstas no existieran para el momento de pedir pruebas.  

 
4.- Cabe añadir que, por ahora, el despacho no ve 

necesario decretar algún medio probatorio de oficio, sin perjuicio que de estimarlo 
pertinente se proceda en ese sentido, conforme a la previsión de los artículos 170 
y 327 del estatuto procesal vigente. 

 
NOTIFIQUESE  

 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

MAGISTRADO 

 
3 Folio digital 84 cuaderno principal 
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR FERREIRA VARGAS RV: PRUEBAS ARTICULO 327 DEL
C.G.P. dentro del PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE SIMULACIÓN RADICADO: No.
11001-31-03-041-2018-00443-01 ACTOR: MARÍA AURORA PINZÓN SÁNCHEZ
DEMANDADA: LEYDY YOHANA LEAL SOTO JUZGADO
Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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MEMORIAL PARA REGISTRAR DR FERREIRA VARGAS 

Atentamente,
 

 

De: Eliberto Arevalo <abogadoelibertoarevaloant@yahoo.es>
Enviado: viernes, 15 de marzo de 2024 15:06
Para: Secretario 02 Sala Civil Tribunal Superior - Bogotá - Bogotá D.C.
<secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Margarita Parrado Velasquez
<mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: PRUEBAS ARTICULO 327 DEL C.G.P. dentro del PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE SIMULACIÓN
RADICADO: No. 11001-31-03-041-2018-00443-01 ACTOR: MARÍA AURORA PINZÓN SÁNCHEZ DEMANDADA: LEYDY
YOHANA LEAL SOTO JUZGADO A-QUO: 41 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C.
 
HONORABLE MAGISTRADO
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TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA, -SALA CIVIL-
DR. JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS.
E……………………………S............……………………..D.

REF: PROCESO VERBAL DECLARATIVO DE SIMULACIÓN
RADICADO: No. 11001-31-03-041-2018-00443-01
ACTOR: MARÍA AURORA PINZÓN SÁNCHEZ
DEMANDADA: LEYDY YOHANA LEAL SOTO
JUZGADO A-QUO: 41 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C.
ASUNTO: PRUEBAS ARTICULO 327 DEL C.G.P.
 
ELIBERTO AREVALO ANTONIO, mayor de edad, de esta vecindad, identificado civil y
profesionalmente como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en
nombre y representación de la demandante MARÍA AURORA PINZÓN SÁNCHEZ,
identificada con C.C. No. 35.334.131 de Bogotá, mayor de edad, domiciliada y
residente en esta ciudad, por medio de este escrito  APORTO EN PDF  memorial en
el que conforme al artículo 327 del Código General de Proceso, solicito la práctica
de pruebas en el curso de la segunda instancia, en nombre d mi mandante.

Sírvase acusar de recibido y darle el tramite legal.

Del Honorable Magistrado, atentamente

ELIBERTO AREVALO ANTONIO
C.C. No. 19.493.959 DE BOGOTA
T.P. No. 61.220 del C.S.JUD.
CALLE 12 B # 9-20 OFICINA 209 BOGOTA
TELÉFONOS: 316-8289732 y 315-8017560.
E- MAIL: abogadoelibertoarevaloant@yahoo.es

mailto:abogadoelibertoarevaloant@yahoo.es
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veinticuatro (2024).  

 

 

 

 

Ref: ACCIÓN DE PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR de IVÁN DARÍO QUIZA GAFARO contra SEGUROS DE 

VIDA SURA - Exp. 003-2023-02847-01. 

 

 

 

 

Atendiendo al contenido del artículo 12 de Ley 2213 

de 2022, se dispone:  
  
1.- ADMITIR en el efecto SUSPENSIVO el recurso 

de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada 

el 1° de marzo de 2024 por la Delegatura para Funciones Jurisdiccionales de 

la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 

2.- Conforme lo establecido en el inciso 3º de la 

citada norma, a cuyo tenor: “Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el 

que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá sustentar el recurso a más 

tardar dentro de los cinco (5) días siguientes”, vencido aquél, la contraparte 

deberá descorrer, si así lo considera, el traslado; términos que comenzaran a 

contabilizarse desde la ejecutoria de esta determinación.  

  
3.-Por Secretaría comuníquese a los apoderados de 

los intervinientes las determinaciones que se adopten en el marco de la norma 

reseñada vía correo electrónico1, empero en caso de no llegar a obrar en el 

expediente, pese a ser una obligación de los togados, remítanse las 

comunicaciones correspondientes a la dirección física que hayan informado en 

el expediente o repose en el Registro Nacional de Abogados.   
  
A su turno, las partes contendientes deberán dirigir 

sus escritos o memoriales con destino a este asunto al correo electrónico del 

 
1 Esta comunicación no reemplaza la notificación por estado electrónico y se hace para dar mayor garantía 

a las partes. 



Exp. 039-2018-00032-02 

Secretario Judicial de esta Corporación 

secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co con copia a la escribiente 

encargada de los procesos del suscrito Magistrado 

mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co    
  
4.- Concurrente con lo antes señalado, los 

profesionales del derecho deberán dar estricto cumplimiento al numeral 14 del 

artículo 78 del Código General del Proceso, so pena de imposición de multa, 

en los términos allí previstos.  
  

5.- Cumplido lo anterior, ingresen las diligencias al 

despacho.  
 

  
NOTIFÍQUESE 

  

 
JORGE EDUARDO FERREIRA VARGAS 

MAGISTRADO 

 

mailto:secsctribsupbta2@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:mparradv@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Magistrado Ponente:  José Alfonso Isaza Dávila 

 

Radicación: 110013103031-2020-00281-01 

Demandante: Dionicio Manuel Esquivel Cabrera y otros  

Demandado: José Raúl Mora Triviño y otros 

Proceso:  Verbal  

Trámite:  Apelación sentencia  

Discutido y aprobado en Sala(s) de 8 de feb., 4 y 11 de marzo de 2024 

 

Bogotá, D. C., dieciocho (18) de marzo de dos mil veinticuatro (2024). 

 

Decídese el recurso de apelación formulado por ambas partes contra la 

sentencia de 13 de diciembre de 2022, proferida por el Juzgado 31 Civil 

del Circuito de Bogotá, en este proceso verbal de Dionicio Manuel 

Esquivel Cabrera, Edilma Galindez Anacona, AVEG (menor de edad) y 

Oscar Eduardo Galindez Anacona contra José Raúl Mora Triviño, Myriam 

Gabriela Ochoa Díaz, Tax Express S.A. y Compañía Mundial de Seguros 

S.A. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Pidió la parte demandante declarar a los demandados responsables a 

título extracontractual, por los perjuicios derivados de los hechos de 20 de 

octubre de 2017, con ocasión del accidente de tránsito generado por 

descuido e imprudencia de Raúl Mora Triviño, conductor del vehículo de 

placas WPO 555, quien generó la caída de la bicicleta en la que se 

transportaba Dionicio Manuel Esquivel Cabrera y, en consecuencia, se les 

condene al pago de los siguientes rubros:  (i) por daño moral a Dionicio 

Manuel Esquivel $50.000.0000, Edilma Galindez Anacona $35.000.000 

y los demás, a cada uno $30.000.000;  (ii) daño a la salud en favor de 

Dionicio Manuel Esquivel $50.000.000;  (iii) lucro cesante consolidado 

$20.450.171 debidamente indexado;  (iv) lucro cesante futuro 
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$94.961.186 actualizado monetariamente.  En todo caso, la aseguradora 

deberá pagar la indemnización dispuesta en el seguro contratado para 

estos eventos (folios 9 a 11 del pdf 04, cuad. ppal.).  

 

2. Según la demanda, el sustento fáctico se resume en que el 20 de 

octubre de 2017 mientras Dionicio Manuel Esquivel se desplazaba en su 

bicicleta por la calle 44 sur con carrera 22 A, José Raúl Mora Triviño abrió 

la puerta izquierda del vehículo de placas WPO 555 y generó su caída, lo 

que provocó ser arrollado por otro automotor (SZT 471). 

 

Señaló que para esa data, contaba con 46 años y gozaba de un excelente 

estado de salud, así como de sus capacidades laborales, las cuales 

disminuyeron a un 45,62% en razón de las patologías presentadas y las 

secuelas producidas por la perturbación funcional de locomoción y la de su 

pierna derecha, limitaciones de carácter permanente. 

 

Aseguró que las lesiones, además del daño orgánico a quien lo padece, 

produjo aflicción, sufrimiento y desconsuelo a su compañera permanente 

(Edilma Galindez Anacona), su menor hija (AVEG) y Oscar Eduardo 

Galindez (hijo de crianza), sin perjuicio de las limitaciones laborales que 

ahora enfrenta. 

 

3. Los demandados José Raúl Mora Triviño y Myriam Gabriela Ochoa 

Díaz, se opusieron a las pretensiones y propusieron como medios 

exceptivos los que denominaron inexistencia de responsabilidad, culpa 

compartida y la de un tercero (folios 100 a 105 del pdf 08, cuad. ppal.) 

Además, llamó en garantía a Mundial de Seguros S.A. quien guardó 

silencio (pdf 03 del cuad. 02) a ese especial requerimiento. 

 

Tax Express S.A. admitió algunos hechos, negó otros y propuso las 

siguientes excepciones de mérito:  los perjuicios reclamados no 

corresponden con las pruebas aportadas, culpa exclusiva de la víctima, 

compensación de culpas y cualquiera que resulte probada (folios 2 a 16 del 

pdf 08, cuad. ppal.).  Llamó en garantía a Compañía Mundial de Seguros 

S.A. quien propuso como excepciones a ese llamamiento límite de 

responsabilidad de la aseguradora y límite del valor asegurado (pdf 02 

del cuad. 03).  
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Compañía Mundial de Seguros S.A. en réplica al escrito inicial, aceptó lo 

referente al accidente y la póliza, pero se opuso a cada una de las 

pretensiones con las defensas de:  falta de responsabilidad de los 

demandados, improcedencia del reconocimiento de los perjuicios 

materiales e inmateriales, límite del valor asegurado y deducible (folios 1 

a 14 del pdf 10, cuad. ppal.). 

 

4. El juzgado en la sentencia apelada, declaró la responsabilidad 

extracontractual de los demandados y los condenó al pago de perjuicios en 

un porcentaje del 50 %, habida cuenta de la prosperidad de las excepciones 

de culpa compartida y compensación de culpas.  Frente a la aseguradora la 

declaró como responsable del pago en virtud del contrato de seguro.  Los 

perjuicios reconocidos los tasó para Dionicio Manuel Esquivel en 

$15.000.000 por daños morales y $40.000.000 por daño a la salud;  Edilma 

Galindez Anacona en $10.000.000 por la afectación moral, así como 

$5.000.000 por ese concepto a cada uno de los hijos.  

 

La aseguradora responde por $30.984.114 y el excedente de forma 

solidaria entre los demandados.  Denegó las otras pretensiones y condenó 

en costas a la parte pasiva (pdf 67, cuad. ppal.). 

 

Para esa decisión, en resumen, tras recordar los presupuestos de la 

responsabilidad aquiliana, enfatizó la presunción de culpa en actividades 

peligrosas y los efectos de la concurrencia en ellas, sin perder de vista el 

grado de menor o mayor participación en el desenlace. 

 

A continuación, refirió la falta de certeza sobre si José Raúl Mora Triviño 

abrió la puerta, por cuanto el informe de tránsito y el propio dicho del 

demandante no puede ser suficiente para dar por cierto ese hecho, menos 

aún si es el propio conductor quien negó haber ocasionado el accidente por 

ese escenario.  Adujo que la presunción de culpa no era desechada por la 

concurrencia de actividades peligrosas y era necesario que la parte 

demandada, para librarse de la responsabilidad, demostrar la ausencia de 

nexo causal derivada del hecho de un tercero, de culpa exclusiva de la 

víctima o de un evento de fuerza mayor o caso fortuito. 
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Frente al primer elemento, reseñó que el vehículo de placas SZT 471 

participó en el accidente, pero de forma incidental, no por mediar 

imprudencia o negligencia en su actuar, pues la caída del ciclista de forma 

repentina ocasionó que él fuera arrollado.  En el segundo caso, la víctima 

directa confesó no llevar la luz blanca delantera, lo que contribuyó con la 

realización del peligro, pero no desligó la culpa del conductor del taxi.  

 

Verificada la participación de Dionicio Manuel Esquivel en el accidente, 

consideró que la misma era de un 50% y por su exposición imprudente al 

peligro, la graduación cuantitativa debía ser tasada en igual porcentaje.  

 

Respecto a Myriam Gabriela Ochoa Díaz, concluyó, por ser propietaria y 

percibir utilidad del taxi, tiene la calidad de guardián de la cosa y por ende 

es responsable del daño. 

 

En relación con Tax Express S.A., por ejercer un poder material, de 

dirección y vigilancia sobre el automotor, derivó su responsabilidad en la 

indemnización reclamada.  

 

Al revisar la participación de la aseguradora, recordó que su vinculación se 

hizo de forma directa y como llamada en garantía de las demás 

codemandadas, así mismo, la suscripción del contrato de seguro y la 

vigencia de la póliza que lo contenía, limitando su participación en el pago 

hasta el límite asegurado. 

 

A continuación, para consolidar el lucro cesante de Dionicio Manuel 

Esquivel, señaló que la pérdida de capacidad laboral definitiva fue 54,32%, 

y resultó en la obtención de su pensión por invalidez, lo que en estrictez, 

no permitió cesar sus ingresos.  Si bien destacó que el origen de las 

prestaciones sociales dista de la responsabilidad pretendida para los 

demandados, no pueden desconocerse los rubros que ingresaron a su 

patrimonio por pago de incapacidades y mesadas pensionales, de los cuales 

no se informó su quantum e impidió demostrar el verdadero detrimento 

económico.  Bajo esa línea concluyó que la deficiencia probatoria limitaba 

la posibilidad de reconocer valores adicionales a los cancelados por el 

sistema general de salud.  Así, negó los perjuicios materiales en la 

modalidad de lucro cesante.   
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En punto del daño moral, tuvo por acreditada la relación sentimental que 

desde 1999 poseen Dionicio Esquivel y Edilma Galindez, así como la 

familia formada, en la cual procrearon a la menor AVEG y la crianza de 

Oscar Eduardo Galindez, hijo de Edilma Galindez. Reconoció a la víctima 

directa el daño moral de $15.000.000, a Edilma Galindez de $10.000.000 y 

a $5.000.000 para cada hijo, en razón al 50% de la declaración. 

 

Finalmente, por daño a la vida de relación, reconoció la suma de 

$40.000.000 en razón a las perturbaciones funcionales que padeció 

Dionicio Esquivel.    

 

 

EL RECURSO DE APELACIÓN 

 

La parte demandante sustentó oportunamente el recurso y expresó, en 

síntesis, su inconformidad frente a la configuración de la concurrencia de 

culpas, puesto que el desarrollo de la actividad peligrosa de Raúl Mora 

Triviño y su impericia fue el motivo para el accidente, escenario que no 

puede ser desconocido.  De igual forma, el informe policial de accidente 

de tránsito reveló desde un primer momento la culpabilidad de aquel, sin 

haberse desestimado probatoriamente las consecuencias de lo allí inserto.  

Reiteró que se probó la actividad laboral y el salario devengado, sin que la 

indemnización pretendida sea excluyente de la pensión por invalidez que 

le fue reconocida, más si fue ese accidente el que generó la pérdida de 

capacidad laboral inicialmente en 45,62% pero finalmente se incrementó a 

54,32%.  Sostuvo que la aflicción y la tristeza producida en el núcleo 

familiar fue de tal entidad, que debieron asumir una situación distinta para 

su proyecto de vida (pdf 06 del cuad. tribunal). 

 

Los demandados Mora Triviño y Myriam Ochoa, alegaron la inaplicación 

del deducible porque ese concepto no se encuentra en el amparo de 

lesiones o muerte a una persona.  Estimaron acertada la prosperidad de la 

excepción de concurrencia de culpas, pero la proporción a la que arribó el 

juez no corresponde a la esperada, por cuanto el porcentaje de 

participación del accidente lo fue en mayor medida de la víctima directa, 

cuya impericia fue la que causó el accidente.  Finalmente, la cláusula de la 
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póliza referente al pago de la indemnización con valores para el momento 

del siniestro es ineficaz y debe preferirse una interpretación actualizada, 

esto es, tener en cuenta el periodo en el que se va a desembolsar el dinero 

(pdf 07 del cuad. tribunal). 

 

Tax Express S.A. en su inconformidad refirió la indebida aplicación del 

deducible, en tanto se encuentra consagrada únicamente para daños a 

bienes de terceros, no así tratándose de lesiones o muerte a una persona.  

De otro lado, solicitó la corrección monetaria de los amparos contenidos 

en la póliza, en especial el que debe ser cancelado por la aseguradora (pdf 

08 del cuad. tribunal).  

 

Compañía Mundial de Seguros S.A. alegó en la sustentación de su 

apelación, que el juzgador no tuvo en cuenta la incidencia del ciclista en la 

causa del accidente, pues además de no mantener su carril, decidió pasar el 

semáforo en rojo, lo cual demuestra que la causa efectiva del siniestro vial 

solo es atribuible a la víctima.  Así mismo, no se encontró probado que la 

causa del siniestro obedeciera a la apertura de la puerta, pues en el informe 

técnico se precisó que el desprendimiento de la pintura ocurrió en el tercio 

posterior del taxi y no en el medio, en el cual se encuentra la puerta que 

presuntamente generó la caída del ciclista.   A continuación, exaltó que la 

simple apertura de la puerta no constituye una actividad peligrosa y que 

aun siéndolo, no se acreditó que efectivamente se hubiese hecho (pdf 09 

del cuad. tribunal).  En lo tocante a los perjuicios, consideró que por daño 

a la salud se solicitó $50.000.000, pero en la sentencia se condenó en 

$80.000.000 y ahí se disminuyó en 50% como consecuencia de la 

concurrencia de culpas, lo que transgrede el principio de congruencia. 

 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Ausentes los impedimentos de naturaleza procesal o vicios que 

impidan decidir la apelación, cumple recordar que, de conformidad con el 

artículo 328, inciso 2º, del CGP, como ambas partes son apelantes, el 

Tribunal está habilitado para resolver el recurso vertical sin limitaciones, 

aunque no de modo absoluto, pues debe sujetarse a los reproches de cada 

uno de los recurrentes. 
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En ese propósito, el primer debate que debe despacharse es dilucidar si 

está demostrada la responsabilidad de los demandados, en el accidente de 

tránsito invocado por la parte demandante como fuente de resarcimiento, 

conforme a las censuras de la codemandada y llamada en garantía, 

Compañía Mundial de Seguros S.A., quien cuestionó ese preciso tema de 

la imputación que se acogió parcialmente en la sentencia apelada, que 

aceptó dicha responsabilidad, pero en concurrencia de culpas o conductas.  

 

La respuesta a ese interrogante es que, si bien está acreditado el accidente 

acaecido el 20 de octubre de 2017 y las afectaciones en el cuerpo y la salud 

del codemandante Dionicio Manuel Esquivel C., no hay prueba fehaciente 

en torno a la culpabilidad que de forma presuntiva le achacó el juzgador de 

primera instancia al codemandado conductor del taxi, José Raúl Mora T., 

aserto que permite exonerar a los demandados por culpa exclusiva de 

aquel, lo cual rompió el nexo causal entre el hecho y el daño.  

 

2. Para desarrollar el aludido argumento central, en lo normativo, es 

pertinente recordar que según el artículo 2341 del Código Civil, quien “ha 

cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 

indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por 

la culpa o el delito cometido”, disposición con base en la cual se ha dicho 

que los elementos de la responsabilidad extracontractual son los siguientes: 

una conducta culpable, un daño, y una relación o nexo de causalidad entre 

la culpa y el daño. 

 

En tratándose de una actividad peligrosa, como es la conducción de 

automotores, la jurisprudencia, al abrigo del artículo 2356 ibidem, ha 

deducido que hay una presunción de culpa en quienes se dedican al 

ejercicio de esa actividad;  y así, el demandante en esos casos está relevado 

de probar el elemento (culpa), aunque no de los otros elementos, ni el 

monto del perjuicio padecido, para el reconocimiento de la indemnización 

perseguida.  

 

A su vez, cuando esas actividades de peligro son desarrolladas por los 

distintos sujetos involucrados, es necesario establecer el grado de 

incidencia de cada uno en el hecho causante de la afectación, para poder 
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dilucidar si la responsabilidad es exclusiva de uno, de varios o de todos, 

cual ha sentado la jurisprudencia, para lo cual se evalúa la magnitud del 

peligro, la conducta de los sujetos, la equivalencia o asimetría del ejercicio 

de conducción, entre otros1. 

 

3. En el asunto quedó fuera de discusión que el 20 de octubre de 2017 

acaeció un accidente vial en el cual se vieron comprometidos Dionicio 

Esquivel Cabrera (bicicleta), José Raúl Mora Triviño (conductor taxi WPO 

555) y Luis Hernando López (SZT 471), este último quien arrolló al 

primero y no fue demandado.  

 

Acorde con el informe de tránsito, el accidente se generó por la apertura de 

la puerta izquierda del vehículo taxi de placas WPO 555, al omitir las 

normas de tránsito y sin la debida precaución (folios 28 y 29 del pdf 04), 

relato obtenido directamente de la víctima, pero refutado por José Raúl 

Mora Triviño en la audiencia, quien adujo estar recogiendo una pasajera y 

negó de forma rotunda la apertura de la puerta delantera izquierda. 

 

En ese punto, útil resulta traer a colación que ese hecho de haberse abierto 

la puerta izquierda del taxi, no fue demostrado, pues aparte de las 

afirmaciones del ciclista, ningún elemento probatorio acredita su 

ocurrencia en los términos reseñados por la parte actora.   

 

4. El informe policial del accidente que así lo expresó, se elaboró con el 

dicho de la víctima, sin la intervención del conductor del taxi, razón que 

derivó en que allí se plasmara que el siniestro vial se originó por culpa de 

este último.  Refirió la patrullera que atendió el caso, que una vez llegó a la 

escena, consultó con Dionicio Esquivel la causa del accidente, y éste le 

precisó la apertura de la puerta como causa de este (folio 6 del pdf 54).  

Tal argumento no pudo ser controvertido por el conductor en ese instante 

quien adujo que el IPAT se elaboró, sin su participación, por la autoridad 

(récord 01:56:07, archivo 43). 

 

También está el informe de experticia técnica de vehículos (folios 54 a 56 

del pdf 54), que dejó establecidas dos situaciones frente al presunto golpe 

                                                           

1 Sentencia SC 2111 de 2 de junio de 2021. 
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de la bicicleta con el taxi, uno en la parte de atrás del costado izquierdo 

(desprendimiento de pintura) y un contacto en la puerta delantera, sin 

establecer una explicación mínima de su causación o de la probabilidad de 

cuál pudo haber ocasionado el accidente, elemento probatorio necesario de 

tener en cuenta las respuestas enfrentadas de las partes, pues el 

demandante manifestó que fue la apertura de la puerta por el demandado, 

mientras que éste desconoció ese suceso.   

 

De tal escenario se le consultó al testigo Luis Hernando López, quien iteró 

que el señor Dionicio impactó contra el taxi y luego en el furgón que él 

conducía (récord 00:34:10 del archivo 63), pero que no tiene certeza sobre 

la apertura de la puerta del taxi.  De igual forma, en la declaración rendida 

por el conductor demandado José Raúl Mora, relató que se estacionó en el 

costado derecho de la vía para recoger una pasajera, y estando allí, escuchó 

un “estruendo” y posteriormente vio al demandante caer hacía el costado 

del furgón que lo arrolló, pero negó haber abierto la puerta (récord 

01:49:00 del archivo 43, cuad. ppal.). 

 

Dionicio Esquivel confesó no portar luz delantera en su bicicleta (récord 

00:28:50, archivo 43), hecho que va en contravía de la disposición 

contenida en el numeral 5º del artículo 95 de la ley 769 de 2002 -Código 

Nacional de Tránsito-, modificado por la ley 1811 de 2016: “5. Cuando 

circulen en horas nocturnas, deben llevar dispositivos en la parte 

delantera que proyecten luz blanca, y en la parte trasera que reflecte luz 

roja”.  Situación que afecta el tratamiento a la culpa que le pretende 

endilgar a su contraparte, pues tal elemento distintivo surge no por 

capricho del legislador, sino por las condiciones ambientales y de 

iluminación que se presentan en el ocaso del día. 

 

5. Pero más grave aún, dicho demandante incumplió el numeral 1º de 

ese mismo precepto, en cuanto a que, como ciclista, debía “transitar 

ocupando un carril, observando lo dispuesto en los artículos 60 y 68 del 

presente código”, es decir, transitar ocupando un carril, por el lugar 

demarcado y solo usar el cruce para fines de adelantamiento, puesto que no 

estaba haciendo uso de un solo carril, por el contrario, estaba a la orilla 

izquierda del carril derecho y se desplazaba por el costado lateral de los 

vehículos estacionados en esa calle (récord 00:41:30, archivo 43), 
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situación que expuso su humanidad a estar en medio de dos vehículos, tal 

como lo narró el testigo Luis Hernando López (récord 00:49:01 archivo 

63), lo que en últimas desencadenó las lesiones, pues el contacto con el 

taxi provocó su expulsión hacía el furgón que lo arrolló.  

 

Es decir, iba por el lado izquierdo del carril derecho o en el centro de 

ambos carriles, para sobrepasar el taxi que en ese momento estaba 

detenido y era conducido por el citado demandado, maniobra que efectuó 

sin la debida precaución, como mandan los citados artículos 60 y 68 del 

Código Nacional de Tránsito, que ya se dijo son aplicables a los ciclistas, 

porque de haber tenido un mínimo de cuidado, tenía que haberse 

percatado, necesariamente, de que por el carril izquierdo venía el vehículo 

que finalmente lo impactó.  Ahora bien, si vio dicho vehículo y aun así 

efectuó la maniobra, se expuso voluntaria e imprudentemente al riesgo. 

 

De esa manera, en cualquiera de las hipótesis posibles, la causa del 

infortunado suceso no puede atribuirse al conductor demandado.  

 

Recuérdase que el referido art. 60, además de lo anotado y otros aspectos, 

manda en el parágrafo 2°: “Todo conductor, antes de efectuar un 

adelantamiento o cruce de una calzada a otra o de un carril a otro, debe 

anunciar su intención por medio de las luces direccionales y señales 

ópticas o audibles y efectuar la maniobra de forma que no entorpezca el 

tránsito, ni ponga en peligro a los demás vehículos o peatones”.  Por su 

parte, el precepto 68, también citado, relativo al uso de los carriles en las 

vías, reitera que las maniobras de adelantamiento deben ser “con 

precaución”. 

 

Véase que la forma de la vía (dos carriles) y la dirección en que estaban los 

tres vehículos, que era hacía el oriente, imponía al conductor de la bicicleta 

que debía trasladarse en un solo carril, el derecho por donde iba, y si 

pretendía adelantar al taxi detenido, pasar al carril izquierdo con la debida 

precaución, es decir, no pasarse si venía otro vehículo, al igual que 

anunciar su intención por medio de las luces direccionales y señales 

ópticas o audibles que iba adelantar ese vehículo, conforme a las pautas 

legales antes citadas.  Lógicamente que si no podía adelantar, por la 
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proximidad del vehículo que venía en el carril izquierdo, era forzoso que 

hiciera un alto y esperara. 

 

Debe recordarse que según la narrativa de todos los intervinientes, el carril 

derecho de la vía se encontraba ocupado por varios automotores, entre 

ellos el taxi involucrado, pero aun con esos obstáculos, la determinación de 

Dionicio Esquivel fue la de transitar por el lado izquierdo de ellos, sin 

tomar debidamente el carril del extremo izquierdo, cual se anotó, además 

de que avanzó sin luces delanteras blancas para dar cuenta de su presencia, 

sin revisar si venían vehículos y sin informar con los medios ya 

mencionados.  

 

6. En compendio, conforme a la apelación de la compañía de seguros 

demandada, el punto álgido de la determinación judicial se concentraba en 

determinar el origen del accidente y una vez develado, verificar si su 

causación es imputable, total o parcialmente, al conductor demandado José 

Raúl Mora, pero tal atribución no pudo ser establecida, por estas resumidas 

razones: (i)  la prueba documental allegada por la parte demandante se 

centra en el informe policial, en cuya elaboración solamente participó la 

autoridad de tránsito y la víctima; (ii) el informe técnico de la autoridad 

revela que existió un desprendimiento de la pintura del tercio posterior del 

vehículo, esto es, antes de la puerta delantera y un contacto en esta última, 

lo que pone en duda el golpe directo que narran los demandantes, quienes 

especificaron en la demanda que el accidente se ocasionó con la apertura 

de dicha puerta;  (iii) el incumplimiento de las normas de tránsito por parte 

del ciclista, quien además de no portar luz blanca delantera para anunciar 

su presencia, desconoció que en su desplazamiento era necesario transitar 

por un carril y no exponerse a adelantar un vehículo sin las debidas 

precauciones ya comentadas, para transitar en medio de dos autos. 

 

Insatisfechos los presupuestos para la prosperidad de la responsabilidad 

aquiliana, por ausencia de nexo causal, no es otra la determinación a tomar 

que la desestimación de las pretensiones. 

 

7. En resumen, se revocará la sentencia de primera instancia, para 

denegar las pretensiones fundadas en la responsabilidad de la parte 

demandada, pues en términos reales quedó acreditada la excepción de 
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inexistencia o falta de responsabilidad de los demandados, por culpa 

exclusiva de la víctima. 

 

Se condenará a los demandantes al pago de las costas de ambas instancias, 

a favor de la parte demandada. 

 

 

DECISIÓN 

 

Con base en lo expuesto, el Tribunal Superior de Distrito Judicial de 

Bogotá, en Sala Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la 

República de Colombia y por autoridad de la ley, revoca la sentencia de 

fecha y procedencia anotadas, en lo siguiente: 

 

1. Declarar probada la excepción denominada falta de responsabilidad 

de los demandados, por culpa exclusiva de la víctima. 

 

2. En consecuencia, se deniegan las pretensiones de la demanda. 

 

3. Condenar a los demandantes al pago de las costas de ambas 

instancias, a favor de la parte demandada.  Para su valoración en la 

segunda instancia, el magistrado ponente fija la suma de $2.000.000 como 

agencias en derecho.   

 

Cópiese, notifíquese y oportunamente devuélvase. 

 

JOSE ALFONSO ISAZA DAVILA 

MAGISTRADO 

 

AIDA VICTORIA LOZANO RICO 

MAGISTRADA 

 

FLOR MARGOTH GONZALEZ FLOREZ 

MAGISTRADA 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 

 

Magistrado sustanciador: 

MARCO ANTONIO ÁLVAREZ GÓMEZ   
 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 

Ref. Proceso verbal No. 110013103007201900038 01 

 

Se deciden los recursos de apelación que ambas partes interpusieron contra 

la sentencia de 15 de mayo de 2023, complementada el 4 de octubre de 2023, 

proferida por el Juzgado 7° Civil del Circuito dentro del proceso de la 

referencia. 

 

RESEÑA DEL LITIGIO Y DEL PROCESO 

 

1. Según la demanda reformada, Peyco Colombia, Asistencia Técnica y 

Jurídica Consultores S.L. y Serdel SAP, como integrantes del consorcio PSA 

Consultores, llamaron a proceso verbal a la Empresa Nacional Promotora de 

Desarrollo Territorial (antes Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo – 

Fonade) para que se resuelva el contrato de consultoría No. 2132388, por 

incumplimiento en el pago de las labores realizadas. También pidieron 

declarar que dejaron de percibir utilidades por habérseles asignado un 

número inferior de tareas, en relación con las convenidas; que se les 

reconozcan unas actividades y visitas adicionales a las pactadas inicialmente, 

así como los sobrecostos ocasionados por la extensión del plazo del 

convenio, relativos a gastos administrativos y prórrogas de las pólizas. 
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En consecuencia, pidieron, a título de daño emergente, el reconocimiento de 

$1.406.585.110 discriminados de la siguiente manera: 

  

 (i) $2.585.775 y $3.634.738, por los costos de las primas que tuvo 

que asumir el consorcio para mantener actualizadas las pólizas durante la 

extensión del contrato.  

 

 (ii)  $416.894.598, por los sobrecostos generados por la mayor 

permanencia en la ejecución del acuerdo.  

 

 (iii) $359.852.391, derivados de las mayores actividades realizadas 

en la elaboración de análisis de precios unitarios – APU.  

 

 (iv) $355.387.320, “por la falta de reconocimiento y pago de la 

ejecución de las mayores actividades adicionales ejecutadas en Apartadó, 

Puerto Guzmán, La Tebaida, Potosí, Estación de Policía en el municipio de 

Tota, Comando de Policía en el municipio de Fusagasugá, Circuito de 

Embalses, La Chocita, Tamborines, Florián, Gus Gus, Granada, Santo 

Domingo, CAMI – Vista Hermosa, La Dorada, Casa de Mercado, Nocaima, 

Teorama, Circuito Embalses y Duitama”.  

 

 (v) $6.920.400, por los gastos en que incurrieron en las visitas 

realizadas a diferentes veredas y municipios del país para evaluar posibles 

proyectos que la demandada debía ejecutar. 

 

 (vi) $261.309.887, por mayores actividades realizadas en el proyecto 

Carmen de Bolívar.  

 

Por concepto de lucro cesante reclamaron las siguientes sumas:  

 

(i) $148.596.190, equivalentes a las utilidades no percibidas por la 

menor asignación de actividades. 
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 (ii) $390.777.980, “de los saldos pendientes con cargo a la 

liquidación de las órdenes de servicio”.  

 

 (iii) 1.076.336.094, “correspondientes a los valores efectivamente 

contratados y que no fueron facturados por la demandante”.  

 

Además, solicitó que dichos valores se pagaran con sus respectivos intereses 

comerciales moratorios. En subsidio, que tales réditos se liquiden desde que 

hizo la reclamación a la demandada, o en su defecto la indexación tomando 

como referencia esa misma época, o a partir de la radicación de la demanda 

o de la sentencia. 

 

2. Para sustentar sus pretensiones adujeron que el 31 de julio de 2013 

suscribieron el referido contrato, cuyo objeto consistió en “la prestación de 

servicios de consultoría bajo el modelo de fábrica de diseños y de estudios 

técnicos requeridos por Fonade, en el desarrollo de sus proyectos de 

infraestructura. Fábrica no. 1”1, para el que fue destinado un presupuesto de 

$5.727.819.993, pagadero de acuerdo con los proyectos ejecutados por el 

consorcio, que se llevarían a cabo conforme a las órdenes de servicio que 

fuera emitiendo la contratante, según sus necesidades, por un periodo que 

duraría hasta el 31 de diciembre de 2014. 

 

Agregó que, durante la ejecución del acuerdo, su valor inicial fue modificado 

a $7.280.210.878, aunque sólo se asignaron actividades por un monto de 

$5.685.376.405, que, incluso, es inferior al inicialmente estipulado, por lo que 

vieron reducida la utilidad que esperaban recibir al final de sus labores. 

Además, en la fase de ejecución incurrieron en una serie de gastos 

adicionales a los previstos inicialmente, que tuvieron su causa en dos 

circunstancias: la primera, las dos prórrogas del plazo que, en total, 

extendieron el acuerdo por un año más, lo que aumentó los costos de 

                                                           
1  Hecho 1. 
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personal administrativo, oficina, servicios públicos, papelería, computadores, 

comunicaciones y de las garantías que tuvieron que ampliarse por el mismo 

tiempo; la segunda, que el Sistema de Seguimiento a Proyectos (SISEP) en 

el que la demandada enlista los precios de referencia que debían tomarse 

como base para elaborar el análisis de precios unitarios – APU, no estaba 

actualizado, de modo que los presupuestos entregados con dichos valores 

eran devueltos para hacerlos nuevamente. 

 

Afirmaron que todos los proyectos encargados fueron cumplidos, incurriendo, 

en algunos casos, en mayores actividades de las pactadas en el inicio del 

acta de servicio, pero la entidad demandada no las ha reconocido ni pagado 

en su totalidad, conforme a lo previsto en la cláusula tercera de la “Reducción 

no.1, Modificación no. 2 y Prórroga no. 1”, según la cual “Fonade realizará el 

último pago por proyecto, correspondiente al saldo de diez (10 %) del valor 

de cada acta de servicio, de acuerdo con los productos realmente ejecutados, 

en la medida que cada de ellos (sic) vayan suscribiendo la respectiva acta de 

cierre y sean recibidos a satisfacción por parte de la interventoría y Fonade, 

se pagaran una vez liquidado”2. 

 

3.   ENTERRITORIO se opuso a la demanda inicial mediante las defensas 

que denominó “cumplimiento de las obligaciones contractuales por parte de 

FONADE – buena fe”, “cobro de lo no debido” y “genérica”. Al contestar la 

reforma de aquella, alegó “falta de agotamiento del requisito de 

procedibilidad”; “contrato no cumplido por la parte demandante”; “pleito 

pendiente” y “resolución oficiosa”. 

 

LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El juez declaró probadas las excepciones de “cobro de lo no debido y 

“contrato no cumplido por la parte demandante”, porque la entidad 

demandada no tenía la obligación de asignarle a la demandante un número 

                                                           
2  Hecho 6. 
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específico de órdenes de servicio, pues estas se emitían en la medida en que 

fueran requeridas, como se acordó en el parágrafo 2° de la cláusula 2ª. Por 

tanto, el valor ejecutado bien podía ser inferior al del contrato, cuyo tope era 

un límite; por eso, entonces, no había lugar a reconocer las supuestas 

utilidades dejadas de percibir. 

 

También denegó la pretensión relativa a los sobrecostos, por cuanto las 

partes expresamente acordaron que las prórrogas no generarían ningún valor 

adicional por dicho concepto. Además, la constitución de garantías era una 

obligación a cargo del consultor, como requisito del contrato, cuyo valor 

estaba incluido dentro de las erogaciones que debía hacer.  

 

De otra parte, el juzgador, tras verificar las actas de cierre de cada uno de los 

servicios y contrastarlas con los desembolsos que hizo la entidad 

demandada, concedió parcialmente las pretensiones relativas al pago de 

aquellas, descontando las actas pagadas y las que no contaban con un 

documento que acreditara la finalización del servicio. Con esos presupuestos, 

compensó las sumas que se habían pagado en exceso.  

 

Precisó que el reconocimiento y pago de actividades adicionales estaba 

supeditado a que el contratista informara a la contratante y esta modificara 

las órdenes de servicio, por lo que no era viable cobrar sumas por eventos en 

los que este requisito no se cumplió. Por lo mismo, sólo concedió los mayores 

valores que cumplían con dichos requisitos.  

 

Con fundamentos similares, declaró que la demandada había incumplido el 

contrato, razón por la cual la condenó a pagar $ 243.307.232,95, que dispuso 

indexar hasta la fecha de la sentencia porque no existía una fecha cierta de 

su exigibilidad; sin embargo, reconoció el pago intereses comerciales 

moratorios desde el día siguiente al vencimiento del referido plazo que fijó 

para satisfacer la deuda.  
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Finalmente, sostuvo que de esta manera quedaba finiquitado el contrato, por 

lo que era improcedente ordenar la liquidación, la cual se entendía realizada 

a través de la sentencia.  

 

En sentencia complementaria corrigió unos errores aritméticos advertidos en 

las sumas que debían pagarse por concepto de proyectos ejecutados 

($127.106.774,95), las mayores actividades realizadas en algunos de ellos 

($80.981.961) y en los valores a compensar ($1.193.819); también reconoció 

e incorporó saldos insolutos que no había tenido en cuenta en el fallo inicial 

($75.155.688), por lo que la condena ascendió a $282.050.604,95. 

 

LOS RECURSOS DE APELACIÓN 

 

1. La demandante insistió en la viabilidad de sus pretensiones, pero 

concretó sus inconformidades a dos aspectos: por un lado, enunció que había 

cumplido con sus obligaciones, sin que la demandada hubiere hecho lo 

propio, por lo que alegó que era viable reconocer las sumas pedidas, incluidas 

las originadas en mayores actividades realizadas; y por el otro, adujo que, 

según el artículo 1608 del Código Civil, los intereses se deben desde el 

momento del incumplimiento, que en este asunto tuvo lugar partir de la fecha 

de suscripción del acta de entrega y recibo final del objeto contractual (16 de 

marzo de 2015). Agregó que la mora es una sanción pecuniaria por el 

incumplimiento de la demandada dentro de los plazos señalados en el 

contrato, por lo que no pueden simplemente indexarse las condenas, pese a 

que fue aceptada la infracción de las obligaciones.  

 

2. ENTERRITORIO, por su parte, pidió revocar la sentencia para declarar 

probadas las excepciones y negar las pretensiones. Para tal efecto adujo, en 

síntesis, que atendió todas sus obligaciones, especialmente la de pagar los 

honorarios por un valor de $4.586.521.017,94, correspondiente a las 

actividades sobre las cuales constató el cumplimiento de los presupuestos 

acordados, mientras que el consorcio no cumplió con todos los requisitos para 
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el desembolso del dinero, dado que, según la cláusula tercera de la 

“reducción no. 1, Modificación no. 2 y Prórroga 1”, debía aportar, además del 

acta de cierre, el recibido a satisfacción de la interventoría y la contratante, la 

constancia de recibo final, suscribir las garantías (especialmente la de calidad 

del servicio) y la liquidación, sin que estos documentos hubieran sido 

entregados.  

 

Planteó que los medios de convicción en los que el juez soportó su decisión 

no correspondían a la realidad, puesto que los relativos a pagos realizados 

son ilegibles, no cuentan con firma ni permiten “discriminar los valores allí 

contenidos”; existen varias irregularidades con las actas nos. 4, 6, 7, 8, 9, 12, 

14, 17, 20, 24, 25, 26, 27, 36, 41, 42, 45, 46 y 49 porque no están completas, 

o se desconoce tal circunstancia y/o tampoco están firmadas por la totalidad 

de los intervinientes, además de que su contenido no concuerda con lo 

expuesto en la sentencia y, algunas de ellas, no cuentan con la “línea de 

tiempo suscrita”.  

 

Sostuvo que no debe ninguna suma por los servicios mencionados en el acta 

no. 38, puesto que sobre ese proyecto desembolsó $879.260.000, que 

corresponde a la consignada en el documento de cierre. Añadió que si bien 

es cierto que la información contenida en las actas nos. 16, 39, 40 y 43 es 

correcta, el juez no comprobó que el contratista hubiera presentado “los 

desembolsos para el pago”, circunstancia que impedía la entrega de suma 

alguna. Tampoco era procedente el pago de las actas 1, 18 y 21, porque 

sobre ellas existía un litigio paralelo en el que “se decretó en primera instancia 

el incumplimiento del contratista”, lo que genera un grave e injustificado 

detrimento patrimonial. 

 

De otra parte, manifestó que la liquidación del contrato no podía tener lugar 

sin que se hicieran los ajustes, revisiones y reconocimientos respectivos, de 

conformidad con lo previsto en la cláusula decimosexta, para lo cual se 

requería que el consorcio aportara los documentos pertinentes, resaltando 
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que la entidad no puede hacerlo unilateralmente porque no tiene la capacidad 

jurídica. 

 

Finalmente, defendió que la liquidación solicitada por las partes “resulta 

procedente y necesaria en la medida en que el consorcio … no aportó toda 

la información requerida para el cierre de la totalidad de las actas de servicio”. 

Asimismo, censuró el reconocimiento de los intereses de mora porque “no 

ostenta fundamento fáctico o jurídico, ni tiene en cuenta la naturaleza pública 

de la entidad” y los trámites que, por esa condición, deben surtirse para 

desembolsar dineros.  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. Parece necesario recordar, una vez más, que los contratos son ley para 

las partes, las cuales, por ende, quedan sometidas al entramado de las 

cláusulas diseñadas libremente por ellas (C.C., art. 1602). En general, la 

conducta de los contratantes, una vez celebrado el negocio jurídico y en lo 

que concierne a él, debe plegarse a lo que acordaron dar, hacer o no hacer, 

lo mismo que a las condiciones relativas a cuándo pagar, dónde hacerlo y en 

qué términos, puesto que así lo impone el principio de obligatoriedad de los 

contratos. Ni modo, pues, de escapar a ese régimen, al que también debe 

sujetarse el juez para resolver los conflictos jurídicos que se susciten a 

propósito del cumplimiento de las obligaciones. 

 

Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido de forma 

reiterada que,   

 
En el derecho positivo colombiano impera el principio según el cual las leyes 
que regulan los contratos son normas supletorias de la voluntad de los 
contratantes, cuando estos, al celebrar sus convenciones jurídicas, acatan 
todas las prescripciones legales requeridas para su formación y respetan el 
orden público y las buenas costumbres. El postulado de la normatividad de 
los actos jurídicos (art 1602, C.C) se traduce esencialmente, entonces, en 
que legalmente ajustado un contrato se convierte en ley para las partes, 
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quienes por consiguiente quedan obligados a cumplir las prestaciones 
acordadas en él3. 

 

En este caso no se disputan la celebración del contrato No. 2132388, de 

fecha 31 de julio de 2013, a través del cual el consorcio PSA Consultores 

(integrado por Peyco Colombia, Asistencia Técnica y Jurídica Consultores 

S.L. y Serdel sucursal en Colombia), como contratista, se obligó con la 

entidad demandante a “la prestación de los servicios de consultoría bajo el 

modelo de fábrica de diseños y de estudios técnicos que proporcione los 

diseños y estudios técnicos requeridos por Fonade, en el desarrollo de sus 

proyectos de infraestructura, Fábrica 1”4, ni tampoco sus aclaraciones, 

adiciones, modificaciones y reducciones. La siguiente tabla da cuenta del 

negocio jurídico5:  

 

Documento  Fecha  Objeto principal 

Contrato No. 2132388 31-jul-2013 -Convenio marco. 

Aclaratorio No. 1 13-ago-2013 -Aclaración de varios puntos 

relativos al plazo, inicio y valor.  

Modificación No. 1 27-ago-2013 -Modificación de la cláusula 

séptima relativa a la garantía. 

Adición No. 1 27-dic-2013 -Adición de $1.941.950.282 al 

valor inicial del contrato. 

Reducción No. 1, 

modificación No. 2 y 

prórroga No. 1 

26-dic-2014 -Reducción de la apropiación 

presupuestal de $625.000.000.  

-Aumento del valor del contrato a 

$7.044.770.275.  

-Cambio de la forma del último 

pago del 10%. 

-Ampliación del plazo de ejecución 

hasta el 31 de julio de 2015. 

                                                           
3  CSJ, Cas. Civil, Tomo CLXXVI. 2415, p. 249-257. Reiterada en sentencias SC1303-2022, 
SC1304-2022 y SC250-2021, M.P. Francisco Ternera Barrios.  
4  01CuadernoPrincipal, pdf. 01, p. 29.  
5  Elaboración realizada a partir de la información contenida en los anexos de la demanda, lo 
indicado en el hecho 1.11 y su contestación.  
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Reducción No. 2, 

adición No. 2 y 

modificación No. 3 

22-may-2015 -Reducción de la apropiación 

presupuestal en $300.000.000 y 

$136.675.039,89. 

-Adición de $436.675.039,89. 

-Mantener el valor del contrato en 

$7.044.770.275. 

Modificación No. 4, 

adición No. 3, prórroga 

No. 2, reducción No. 3. 

30-jul-2015 -Reducción de la apropiación 

presupuestal de $325.000.000) 

-Adición de $ 560.440.603 

-Modificación del valor del contrato 

a $7.280.210.878 

-Ampliación del plazo de ejecución 

hasta el 31 de diciembre de 2015 

 

Así las cosas, atenta la Sala a las estipulaciones que gobiernan el contrato 

en cuestión, pronto advierte que las pretensiones no podían prosperar por las 

siguientes razones: 

 

 a. En lo que concierne a las actividades adicionales, las partes 

dejaron claro que sólo podrían reconocerse obras y gastos adicionales en la 

medida en que fueran previa y expresamente autorizadas por el contratante; 

más aún, se exigió un escrito, imponiéndose así una forma convencional que 

determina la eficacia del acto respectivo.  

 

 En ese sentido, el parágrafo tercero de la cláusula primera establece 

que, “sin autorización previa y escrita de Fonade, previo concepto de la 

supervisión, el contratista no podrá apartarse de las obligaciones que le 

resultan exigibles en virtud del presente contrato. En el evento en que lo haga, 

perderá el derecho a reclamar el reconocimiento y pago de cualquier suma 

que resulte de su decisión y será responsable de los daños que, como 

consecuencia de ella, le cause a Fonade, sin perjuicio de que seguirá vigente 

su obligación de ejecutar el objeto contractual en su totalidad”6 (se subraya). 

                                                           
6  01CuadernoPrincipal, pdf. 01, p. 31. 
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Incluso, en el numeral 4.9.5 de las las Reglas de Participación del Proceso 

de Selección OCC – 016-2013, incorporadas al convenio por la misma 

disposición contractual en comento, expresamente se indicó que “le está 

prohibido a El Consultor ejecutar actividades adicionales no previstas en el 

contrato, sin que, previamente, se haya suscrito entre las partes la respectiva 

modificación el respectivo contrato adicional. Cualquier actividad que ejecute 

sin la celebración previa del documento contractual será asumida por cuenta 

y riesgo de El Consultor, de manera que Fonade no reconocerá su costo” (se 

subraya). 

 

 Por eso, entonces, la recepción de las obras no autoriza sostener que 

ENTERRITORIO debe asumir el pago de las actividades adicionales, toda 

vez que, se insiste, la autorización debía ser previa, escrita y provenir de la 

contratante. Luego, aunque las actas de cierre Nos. 1, 2, 5, 18, 21, 23, 387 

(afirmación que no puede hacerse respecto de las Nos. 22 y 54) aparecen 

firmadas por el interventor, esta sola circunstancia no remplaza la exigencia 

convencional, menos aún si, según la cláusula sexta, el interventor no tenía 

dentro de sus funciones la de consentir unas obras complementarias y en 

ningún evento la facultad de “modificar el contenido y alcance del contrato 

suscrito entre El Contratista y Fonade, ni de eximir a ninguno de ellos de sus 

obligaciones y responsabilidades”. Ni siquiera las actas 18, 23 y 38, en las 

que aparece una firma de Enterritorio sugieren consentimiento previo y formal 

de esas labores adicionales, puesto que lo único que se puede inferir de ellas 

es la terminación de la obra propiamente dicha. Por lo demás, si el acreedor 

tiene derecho a recibir la prestación debida, no es posible sostener que por 

el hecho de hacerlo reconoce deber las obras adicionales que el contratista 

haya decidido ejecutar sin su consentimiento. 

 

 b. En lo tocante a los gastos ocasionados por la mayor permanencia 

en la ejecución del contrato, las pretensiones tampoco podían prosperar si se 

repara en el texto del parágrafo segundo de la cláusula segunda, en el que 

                                                           
7  01Cuaderno principal, carp. 21/Actas de cierre;   
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se acordó que “el valor por proyecto incluye todos los gastos, directos e 

indirectos, derivados de la celebración, ejecución y liquidación del contrato. 

Por tanto, en el valor pactado se entienden incluidos, entre otros, los gastos 

de administración, salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones del 

personal, incrementos salariales y prestacionales; desplazamientos, 

transporte, alojamiento y alimentación de la totalidad del equipo de trabajo … 

y en general todos los costos en los que deba incurrir el Consultor”.  

 

Por consiguiente, no es viable el reconocimiento de los gastos en los 

que incurrió el consorcio por cuenta de las visitas realizadas a “distintas 

veredas y municipios para evaluar posibles proyectos”8, pues dichos 

conceptos obedecen a los gastos que están incluidos dentro del valor del 

contrato.  

 

A la misma conclusión se llega en cuanto a los denominados análisis 

de precios unitarios – APU, pues los costos que pudieran generarse para 

elaborarlos ya estaban incorporados en el valor del negocio. Además, aunque 

el consorcio alega que estos gastos adicionales se generaron porque la lista 

de precios de referencia de Enterritorio publicada en el Sistema de 

Seguimiento a Proyectos (SISEP) estaba desactualizada, lo que hacía que 

los presupuestos fueran devueltos y tuvieran que hacerlos nuevamente, lo 

cierto es que ni en el contrato, ni en las reglas de participación se indicó que 

fuera obligación de la contratante mantener actualizada dicha plataforma, o 

que los cálculos únicamente podían presentarse tomando como base la 

información allí contenida.  

 

 Tampoco era procedente el pago de gastos adicionales por razón de 

las suspensiones del acta de servicio No. 54 (Carmen de Bolívar), no solo 

porque en el contrato quedó prevista la posibilidad de hacerlo de común 

acuerdo (cláusula décima primera), sino también porque en las mismas actas 

de suspensión se dispuso que “las partes acuerdan que esta suspensión no 

                                                           
8  Hecho 8.1. 
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generará gastos de administración adicionales por permanencia en obra o 

lucro cesante a cargo de Fonade”9.  

 

 Con la misma orientación se descarta el buen suceso de las 

pretensiones relativas a los gastos derivados de la ampliación de las pólizas, 

puesto que, según la cláusula séptima, ajustada con la “modificación No. 1”10, 

“El Contratista debe mantener en todo momento de vigencia del contrato la 

suficiencia de las garantías otorgadas. En consecuencia, en el evento en que 

el plazo de ejecución y/o su valor se amplíe o aumente, respectivamente, El 

Contratista deberá proceder a ampliar la vigencia de las garantías y/o el valor 

amparado de las mismas”; más adelante, en el mismo texto, se precisó que 

“el pago de todas las primas y demás erogaciones de constitución, 

mantenimiento y restablecimiento inmediato de su monto, será a cargo de El 

Contratista”. Y como el costo de dicha erogación estaba incluido en el valor 

del contrato, es clara la improcedencia del valor reclamado por este concepto. 

 

 c. En lo que atañe a las utilidades dejadas de percibir por la menor 

asignación de órdenes, basta señalar que el contrato No. 2132388 es un 

negocio jurídico marco que se desarrollaba a través de órdenes de servicio, 

las cuales, en su conjunto, no podían superar el precio máximo previsto 

($7.280.210.878, según la “modificación No. 4”), el cual constituía un tope de 

las operaciones que podían asignarse. Pero es claro que en ninguna de sus 

cláusulas ENTERRITORIO se obligó a asignar actividades hasta por esa 

suma. Así se colige del parágrafo 2° de la cláusula segunda, cuyo texto es el 

que sigue:  

 

“SISTEMA DE PAGO: El valor del contrato es por valor agotable, por lo tanto, 
el sistema de pago del contrato es por proyecto, el cual se determina con 
base en el honorario básico propuesto para cada uno de los componentes 
aplicando el porcentaje correspondiente al área del proyecto y a la categoría 
de complejidad del mismo multiplicado por el área construida diseñada” (se 
subraya).  

 

                                                           
9  Carp. 02, pdf. 02Anexos, pp. 693, 694 y 695.  
10  Carp. 02, pdf. 02Anexos, p. 38. 
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 d. Finalmente, en lo que concierne a los saldos pendientes de pago 

por las órdenes de servicio ejecutadas, la Sala recuerda que, según el 

contrato, ese pago estaba supeditado al cumplimiento de ciertas exigencias, 

como lo precisa la cláusula tercera, según la “Reducción no. 1, Modificación 

no. 2 y Prórroga no. 1”, en la cual se dispuso:  

 

Fonade realizará el último pago por proyecto, correspondiente al saldo del 
diez (10%) del valor de cada acta de servicio, de acuerdo con los productos 
realmente ejecutados, en la medida que cada uno de ellos vayan 
suscribiendo la respectiva acta de cierre y sean recibidos a satisfacción por 
parte de la interventoría y Fonade, se pagará una vez se haya liquidado el 
Proyecto previa suscripción del acta de recibo final así como la aprobación 
de las garantías correspondientes señaladas” (se subraya). 

 

Luego, la obligación de pagar el saldo del precio a cargo de la 

contratante sólo es exigible si se reúnen todos los requisitos anteriormente 

resaltados. Por eso, aunque el juez halló viable ordenar dicho pago respecto 

de los servicios contenidos en las actas Nos. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 12, 13, 

14, 16, 20, 21, 24, 25, 26, 27, 36, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 45, 46 y 49, la Sala 

advierte, tras revisar la carpeta de anexos de la demanda11 y los documentos 

aportados por la demandada, en cumplimiento de la prueba de oficio12, que 

ninguna de esas actividades cuenta con la constancia de que Enterritorio las 

recibió a satisfacción y, con excepción de las actas nos. 5, 24, 26 y 3813, 

tampoco tienen constancia de recibo final.  

 

Y como la ausencia de tales documentos no puede entenderse 

subsanada de una forma diferente a la suscripción de los mismos, pues en el 

contrato no quedó prevista esa posibilidad, es claro que no estaban reunidos 

los presupuestos necesarios para reclamar el saldo. La relación de los pagos 

efectuados por ENTERRITORIO14 no evidencia que recibió las obras a 

satisfacción o que se suscribió el acta de recibo final, sino simplemente que 

                                                           
11  02CuadernoAnexos, pdf. 02. 
12  01Cuaderno principal, carp. 21/Actas de cierre. 
13  02CuadernoAnexos, pdf. 02., pp. 515 y 534; 01CuadernoPrincipal, carp. 21. 
14  01Cuaderno principal, carp. 21/Certificación de pagos.  
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realizó el desembolso respecto de las labores que consideró debidamente 

ejecutadas.  

 

El Tribunal no desconoce que los trabajos en cuestión cuentan con sus 

respectivas actas de cierre firmadas por el interventor, en las que, además, 

se incorporó la liquidación del proyecto; que el consorcio cumplió su 

obligación de suscribir las garantías, incluida la de calidad del servicio, como 

se desprende de la certificación emitida por Segurexpo15 y lo corroboró la 

entidad demandada al contestar el hecho 5.1 de la demanda reformada; pero 

no puede pasar por alto que las partes determinaron unos requisitos 

específicos para que procediera el desembolso final, faltando en algunos 

casos el recibido a satisfacción de ENTERRITORIO y el acta de recibo final, 

y en otros, sólo aquel.  

 

Respecto de las actas Nos. 11, 17, 22, 28, 31, 34, 44, 47, 52, 57, 59, y 

63, hizo bien el juzgador al negar su pago puesto que de estos servicios no 

fueron aportados los documentos de cierre, ni mucho menos las constancias 

de recibo final y a satisfacción por parte del interventor y de la contratante.   

 

En cuanto a los servicios concernientes a las actas nos. 18, 23, 29, 30, 

33, 37, 51, 58, 61, 62, 65, se advierte que, como el juez lo evidenció, los 

saldos allí señalados fueron pagados, como se infiere de contrastar el cuadro 

de saldos pendientes16 con la relación de pagos aportada por la 

demandada17. 

 

De esta manera es claro que las sociedades demandantes no demostraron 

los requisitos necesarios para exigir el pago de los dineros reclamados, lo 

que torna improcedente ordenar cualquier desembolso, al mismo tiempo que 

abre paso a las excepciones de cobro de lo no debido y contrato no cumplido.  

 

                                                           
15  01CuadernoPrincipal, pdf. 01, p. 163. 
16  01CuadernoPrincipal, pdf. 01, pp. 510 – 515.  
17  01Cuaderno principal, carp. 21/Certificación de pagos.  
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3. Puestas de este modo las cosas, se revocará la sentencia para declarar 

probadas las excepciones propuestas y negar las pretensiones de la 

demanda, con la consecuente condena en costas a la parte demandante.  

 

Por tanto, resulta innecesario estudiar los argumentos relativos al 

reconocimiento de intereses moratorios.   

 

DECISIÓN 

 

Por el mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá D.C., en Sala 

Primera Civil de Decisión, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, revoca la sentencia de 15 de mayo de 

2023, complementada el 4 de octubre siguiente, proferida por el Juzgado 7° 

Civil del Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia y, en su 

lugar,  

 

RESUELVE 

 

Primero. Declarar probadas las excepciones de “cobro de lo no debido” y 

“contrato no cumplido por la parte demandante”. 

 

Segundo. Negar todas las pretensiones de la demanda.  

 

Tercero. Condenar en costas de ambas instancias a la parte demandante. El 

juez de primer grado fijará las agencias en derecho por lo actuado en su sede.  

NOTIFIQUESE 

 

 

Firmado Por:



 

 

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Ricardo  Acosta Buitrago

Magistrado

Sala Civil Despacho 015  Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

Firma Con Salvamento Parcial De Voto

 

 

Adriana  Ayala Pulgarin

Magistrado

Sala 017 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 
Rdo. 008200200954 03 

 

Como el auto de 20 de marzo pasado cobró firmeza el 2 de abril siguiente, 

dado que no fue recurrido por las partes, es claro que el Tribunal ya no tiene 

competencia para conocer de otras cuestiones del proceso. 

 

En todo caso, téngase en cuenta que el apoderado no cuenta con la facultad 

para desistir1 (C.G.P., art. 315, núm.2). 

 

Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

NOTIFÍQUESE 

                                                 
1  01Cuaderno Principal, pdf. 01, pp. 2 y 34 

Firmado Por:

Marco Antonio Alvarez Gomez

Magistrado

Sala 006 Civil
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., cuatro (04) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Rdo. 047202100567 01 

 

Se admite el recurso de apelación que la parte demandada interpuso contra 

la sentencia de 19 de diciembre de 20231, proferida por el Juzgado 47 Civil 

del Circuito de Bogotá dentro del proceso de la referencia.  

 

Oportunamente, retorne el proceso al Despacho. 

NOTIFÍQUESE 

                                                 
1 01CuadernoPrincipal, pdf.  024 
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Exp. 01 2014 00544 01 

TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024)  

 

Asunto: Asunto: proceso verbal (Reivindicatorio de Dominio) del señor 

Aracelly Sierra González contra José Del Carmen Soracipá y otros. 

Radicado. 01 2014 00544 01. 

 

 Da cuenta el informe de secretaría que antecede que el apoderado 

judicial de los terceros intervinientes Hersain Albey Rojas Roncancio y Luis 

Alonso Rojas Roncancio no sustentó el recurso formulado a pesar de que el 

auto de 7 de marzo de 2024, que ordenó correr traslado para ello, se notificó 

por estado electrónico el día 8 del mismo mes y año, en la página web de la 

Rama Judicial. 

 

 En esas condiciones se DECLARARÁ DESIERTO el recurso de 

apelación que promovió la citada parte, puesto que desconoció su deber de 

sustentarlo ante el funcionario de la segunda instancia prevista en el 

artículo 322 (inciso segundo del numeral 3º) y 327 del Código General del 

Proceso(parte final), normas éstas que diseñó el legislador para el proceso 

dentro de la oralidad; y artículo 12 (inciso 3º) de la Ley 2213 de 2022, que 

corresponde a un modelo de escrituralidad, sino se decretan pruebas en 

segunda instancia. 

 

 Conforme a esos mandatos, para la procedencia del recurso de 

apelación concierne al apelante elevar los reparos en contra de la 

providencia ante la autoridad que la dictó y seguidamente sustentar la 

alzada ante el superior, actuación que debe efectuarse dentro los cinco (5) 

días siguientes, so pena de ser declarado desierto. 

 

 Así se dispuso en el artículo 322 del Código General del Proceso 

(numeral 3º) al prescribir que: “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al 

momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, 

o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que 

hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los 

reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior.” Y agrega enseguida que: “Para la sustentación del recurso 

será suficiente que el recurrente exprese las razones de su inconformidad con la 

providencia apelada”. 
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En consonancia con lo anterior, en la parte final el artículo 327 ibidem 

prescribió que: “El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los 

argumentos expuestos ante el juez de la primera instancia.” E insistió en ese deber 

en el inciso tercero del artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, al establecer que: 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término 

de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se 

notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se 

declarará desierto” (negrilla fuera del texto original); advertencia que se le 

hizo al recurrente al momento de admitir el recurso de apelación. 

 

Por tanto, para tener por sustentada la apelación no basta con la sola 

enunciación de reparos concretos ante la primera instancia, ni redundar en 

las manifestaciones soporte de las excepciones o de los alegatos de 

conclusión, puesto que es necesario que los motivos de inconformidad del 

recurrente los exponga ante el funcionario de segundo grado; y que, además, 

ellos recaigan sobre los argumentos que expuso el juez en su sentencia, es 

decir, el apelante está en la tarea de exponer de manera razonada, clara y 

explicativa los errores de hecho o derecho en los que incurrió el sentenciador 

de primer grado en su fallo.  

 

En consecuencia, se  

 

DISPONE: 

 

1. DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación instaurado por 

el apoderado judicial de los terceros intervinientes Hersain Albey Rojas 

Roncancio y Luis Alonso Rojas Roncancio contra la sentencia que profirió el 

Juzgado Cincuenta Civil del Circuito de Bogotá el 6 de febrero de 2024, 

dentro del presente asunto. 

 

2. En firme esta providencia, remítase las presentes diligencias al 

despacho de conocimiento.  

 

Notifíquese, 
 

 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 

Magistrada Sustanciadora: María Patricia Cruz Miranda 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024)  

 
 

ASUNTO: Proceso verbal de pertenencia promovido por las señoras 

Diana Omaira Sierra Macías y Rublian Zoraida Sierra Macías contra el señor 

Juan De Dios Albarracín Triana y personas indeterminadas. 

RAD. 02 2014 00929 01 

 

Sería la oportunidad para resolver el recurso de súplica que el 

apoderado del extremo demandante promovió contra la sentencia emitida 

por este Tribunal el 23 de febrero de 2024, con ponencia de la suscrita,  

donde  se confirmó la sentencia de primer grado; no obstante, el Despacho 

advierte que conforme lo prevé el artículo 331 del Código General del 

Proceso el recurso de súplica procede contra los “autos que en el trámite de 

los recursos extraordinarios de casación o revisión profiera el magistrado 

sustanciador y que por su naturaleza hubieren sido susceptibles de 

apelación”, situación que no se presenta en este caso, puesto que de 

acuerdo con el principio de seguridad jurídica, la sentencia resulta 

inmodificable por la Sala de decisión que la profirió.  

 

Sin embargo, debe observase que el parágrafo del artículo 318 del 

C.G.P., previene que “cuando el recurrente impugne una providencia judicial 

mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las 

reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto 

oportunamente”, en tal sentido se dispondrá a seguir el trámite indicado para 

el recurso extraordinario de casación, medio procedente de cara a la 

decisión fustigada.  

 

Conforme a lo anterior, se  

  

 

DISPONE: 

 



PRIMERO.  DENEGAR por improcedente el recurso de súplica 

que la parte demandante interpuso contra la sentencia emitida con 

ponencia de esta magistrada el día 23 de febrero de 2024. 

 

SEGUNDO.  TRAMÍTESE como recurso de “CASACIÓN” el 

citado recurso, para tal fin dentro del término de ejecutoria el demandante 

deberá adecuar su solicitud a las reglas señaladas en el artículo 336 del 

CGP.  

 

TERCERO.  Cumplido el anterior término por secretaría retorne 

las presente diligencias al despacho para proveer de conformidad.  

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 
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Maria Patricia Cruz Miranda
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024)  

 

Asunto: proceso verbal del señor Osban René Bonilla Colmenares 

contra Oscar Germán Montaña Parra.  

Radicado. 09 2021 00125 01. 

 

 Da cuenta el informe de secretaría que antecede que el extremo 

demandante principal y en reconvención no sustentó el recurso formulado 

a pesar de que el auto de 7 de marzo de 2024, que ordenó correr traslado 

para ello, se notificó por estado electrónico el día 8 del mismo mes y año, en 

la página web de la Rama Judicial. 

 

 En esas condiciones se DECLARARÁ DESIERTO el recurso de 

apelación que promovió la citada parte, puesto que desconoció su deber de 

sustentarlo ante el funcionario de la segunda instancia prevista en el 

artículo 322 (inciso segundo del numeral 3º) y 327 del Código General del 

Proceso(parte final), normas éstas que diseñó el legislador para el proceso 

dentro de la oralidad; y artículo 12 (inciso 3º) de la Ley 2213 de 2022, que 

corresponde a un modelo de escrituralidad, sino se decretan pruebas en 

segunda instancia. 

 

 Conforme a esos mandatos, para la procedencia del recurso de 

apelación concierne al apelante elevar los reparos en contra de la 

providencia ante la autoridad que la dictó y seguidamente sustentar la 

alzada ante el superior, actuación que debe efectuarse dentro los cinco (5) 

días siguientes, so pena de ser declarado desierto. 

 

 Así se dispuso en el artículo 322 del Código General del Proceso 

(numeral 3º) al prescribir que: “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al 

momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, 

o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que 

hubiere sido dictada por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los 

reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación 

que hará ante el superior.” Y agrega enseguida que: “Para la sustentación del recurso 

será suficiente que el recurrente exprese las razones de su inconformidad con la 

providencia apelada”. 
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En consonancia con lo anterior, en la parte final el artículo 327 ibidem 

prescribió que: “El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los 

argumentos expuestos ante el juez de la primera instancia.” E insistió en ese deber 

en el inciso tercero del artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, al establecer que: 

“Ejecutoriado el auto que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el 

apelante deberá sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días 

siguientes. De la sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término 

de cinco (5) días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se 

notificará por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se 

declarará desierto” (negrilla fuera del texto original); advertencia que se le 

hizo al recurrente al momento de admitir el recurso de apelación. 

 

Por tanto, para tener por sustentada la apelación no basta con la sola 

enunciación de reparos concretos ante la primera instancia, ni redundar en 

las manifestaciones soporte de las excepciones o de los alegatos de 

conclusión, puesto que es necesario que los motivos de inconformidad del 

recurrente los exponga ante el funcionario de segundo grado; y que, además, 

ellos recaigan sobre los argumentos que expuso el juez en su sentencia, es 

decir, el apelante está en la tarea de exponer de manera razonada, clara y 

explicativa los errores de hecho o derecho en los que incurrió el sentenciador 

de primer grado en su fallo.  

 

En consecuencia, se  

 

DISPONE: 

 

1. DECLARAR DESIERTO el recurso de apelación instaurado por 

extremo demandante principal y en reconvención contra la sentencia que 

profirió el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Bogotá el 15 de diciembre 

de 2023, dentro del presente asunto. 

 

2. En firme esta providencia, remítase las presentes diligencias al 

despacho de conocimiento.  

 

Notifíquese, 
 

 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 
Exp. 09 2021 00125 01 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Asunto: Proceso verbal de Carmen Elisa Bernal Gil contra Yalile 

Amaya Barrera  

Rad. 033-2021-00233-01. 

 

El Despacho advierte, en este estado del proceso, que en el 

trámite se incurrió en una causal de nulidad que impide dictar 

sentencia, razón por la que la misma se declarará a fin de que el juez 

de primera instancia rehaga la actuación. Esta conclusión se sustenta 

en los siguientes motivos: 

 

1. Las partes alegaron el incumplimiento mutuo de dos contratos 

de promesa que celebraron el 14 de mayo de 2016. Respecto del 

primero de esos vínculos, Carmen Elisa Bernal Gil alegó que se 

comprometió a transferir el lote “ubicado en la Transversal 2 No. 7 – 82 

y Calle 8 No. 1G – 27 del Municipio de Villanueva – Casanare”, 

identificado con el folio de matrícula inmobiliaria No. 470 – 18273 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Yopal; que Yalile 

Amanda Barrera se obligó a pagarle como precio “$650’000.000”, así: 

i) “$350.000.000”, con la entrega del apartamento 803 interior 10 y el 

garaje 114, ubicados en el Conjunto Colina Club Etapa II de la Carrera 

58B No. 65 A - 71 de Bogotá, identificados con los folios de matrícula 

inmobiliaria 50N-20671105 y 50N-20670720, respectivamente, y; ii) 

“$325.000.000”, con la entrega de la casa 16 interior 6 del Conjunto 

Residencial Toscana I, ubicado en la Calle 168 No. 14 – 55 de Bogotá, 

identificada con el folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-20386330.  

 

Alegó que “pese a que no se suscribió la escritura”, sí entregó el 

predio prometido, pero su contraparte incumplió porque no le transfirió 

la casa de matrícula inmobiliaria No. 50N-20386330.  

 

Yalile Amanda Barrera manifestó en relación con este contrato que 

le entregó a su contraparte el apartamento 803, interior 10 y del garaje 

414 “así como la respectiva escrituración… según consta en la Escritura 
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Pública No. 8369 del 23 de julio de 2020”, pero no la casa de matrícula 

inmobiliaria No. 50N-20386330, porque aquella no le transfirió el 

predio prometido.   

 

Respecto del segundo de los contratos, la demandante inicial 

sostuvo que le prometió en venta a la demandada “la casa ubicada en 

la calle 7 No. 1G – 10 del municipio de Villanueva, Casanare”, 

identificada con el folio de matrícula inmobiliaria No. 470 – 26094 de 

la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Yopal; y que la 

promitente compradora se comprometió a pagar como precio 

“$700.000.000”, así: i) “$20.000.000” a la firma de contrato de 

compraventa; ii) “$75.000.000” representados en una camioneta marca 

Nissan de placas DAT 757; iii) “$90.000.000” el 22 de junio de 2016; 

iv) “$245.000.000” el 22 de diciembre de 2016; y v)“$245.000.000” el 

24 de mayo de 2017.  

 

Así mismo, manifestó que le entregó a la demandada el inmueble 

prometido el mismo día del contrato, pero que no ha otorgado la 

escritura pública, ya que aquella tan solo le transfirió el vehículo y 

$125’000.000 en efectivo. 

 

Por su parte, la demandada inicial alegó que fue Carmen Elisa 

Bernal Gil la incumplida, pues a pesar de que ella le dio el automotor, 

$20’000.000 el 14 de mayo de 2016, $90’000.000 el 22 de junio 

siguiente, y $150’000.000 el 21 de agosto de 2018, aquella “no ha 

entregado el inmueble prometido en venta”. 

  

2. A pesar de tales afirmaciones, en el proceso se comprobó que 

otros sujetos, distintos a Carmen Elisa Bernal Gil y Yalile Amanda 

Barrera, participaron en los contratos de promesa controvertidos, y de 

manera determinante. En efecto, se demostró que en estos vínculos se 

pactó la transferencia de bienes de propiedad de terceros, y que para 

dar cumplimiento a las obligaciones que nacieron entre las 

contratantes, algunas de estas personas transfirieron el dominio de 

aquellos, e incluso entregaron dineros, y otras recibieron 

materialmente los inmuebles prometidos. 
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En lo que tiene que ver con uno de los contratos de promesa, se 

acreditó que a Carmen Elisa Bernal Gil se le transfirieron el 

apartamento 803 interior 10 y el garaje 414 del Conjunto Colina Club 

Etapa II, identificados con los folios de matrícula inmobiliaria 50N-

20671105 y 50N-20670720, respectivamente. No obstante, también se 

probó con esos certificados, que su transferencia la efectuó el Banco 

Davivienda S.A.1, el 23 de julio de 2020, a título de “leasing habitacional 

de vivienda familiar”, y no Yalile Amanda Barrera, que nunca fue su 

propietaria. 

 

En relación con estos predios, en el interrogatorio de parte que 

absolvió, se le preguntó a la demandada inicial si “suscribió la escritura 

pública del apartamento 803 interior 10 garaje, 414, que hace parte del 

Conjunto Colina Club, Etapa 2… a nombre de la señora Carmen Elisa 

Bernal”, a lo que respondió “no señor”. Y al preguntársele si “ese 

inmueble se encontraba a nombre suyo”, indicó “no señor”2.   

 

El testigo Inael Augusto Daza Roa, que dijo haber sido compañero 

sentimental de la demandada, refirió que a él le propusieron los 

negocios sobre los bienes ubicados en Villanueva, que le contó de ellos 

a su hermano Arnoldo Daza Roa, el que “tenía un leasing, estaba 

pagando un apartamento”, y este le propuso “pues comprémoslo en 

socia, metamos el apartamento mío ahí”.  

 

Por su parte, el deponente Alexander Novoa Roa manifestó que a 

él le propusieron participar en el negocio, y respondió “yo también 

aporto, aportemos y vamos”. Respecto del apartamento 803, dijo que 

éste era “de un hermano del señor Inael Daza”3.    

 

En lo que tiene que ver con el otro contrato de promesa, se probó 

que Carmen Elisa Bernal Gil recibió la camioneta marca Nissan de 

placas DAT 757 modelo 2016, aludido en el mencionado vínculo, pero 

la transferencia no la llevó a cabo Yamile Amanda Barrera, sino Jhon 

Jairo Perilla Galeano, según consta en el documento contentivo del 

                                                           
1 Folio 23 en archivo “03DemandaReconvencion.pdf”, en “02DemandaReconvencion”.  
2 Minuto 1:00:45 en archivo “60AudienciaParte2.mp4”.  
3 Minuto 2:15:34 ibídem.  
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histórico de propietarios de este automotor4, hecho que ratificó la 

demandada en el interrogatorio de parte, en el que manifestó que ella 

recibió la camioneta del “señor John”, y que “yo misma le recibí la 

camioneta a él y yo misma se la entregué a la señora Carmen Elisa”. 

  

En relación con las sumas de dinero entregadas a la demandante 

inicial, el juez le preguntó a Yamile Amanda Barrera si “hizo los pagos 

y la transferencia del derecho de propiedad del vehículo”, a lo que 

respondió que entregó la camioneta, pero “del resto de cosas realmente 

no tuve bastante conocimiento qué más cosas se le dieron a ella porque 

desde el primer momento que ella me dijo que no me iba a hacer 

escrituras a mí me aparté realmente de esa situación”5. 

 

En el interrogatorio que respondió, la demandante manifestó que 

los $20’000.000 que recibió el 14 de mayo de 2016 se los entregó “el 

señor Alexander Daza y el señor Inael”, que luego “personalmente el 

señor Alexander Novoa” le entregó $90’000.0006, y $15’000.000 

también “el señor Alexander Daza”7.    

 

De otra parte, en cuanto a los predios de propiedad de la actora, 

el testigo Inael Augusto Daza Roa dijo que uno de ellos “me fue 

entregado a mí, a Dumar y a Alexander Novoa”8, y explicó más adelante 

que se refería a Dumar Alexander Bohórquez. Luego sostuvo que la 

actora le entregó los bienes a ellos “porque hay un negocio que habíamos 

establecido en buena fe”9. Mientras que el testigo Alexander Novoa 

declaró que la demandante “le entregó los predios al señor Dumar, que 

ha sido la persona que ha estado a cargo de recibir y ha estado al frente 

de esas propiedades”10. 

 

3. Por lo expuesto, una vez advertidas las particularidades 

propias de las negociaciones que se debatieron, y la participación de 

otros sujetos en ellas, a quienes una declaratoria de resolución o de 

nulidad eventualmente podría afectar por estar en cuestión bienes y 

                                                           
4 Folios 29 a 32 en archivo “03DemandaReconvencion.pdf”, en 

“02DemandaReconvencion”. 
5 Minuto 55:51 en archivo “60AudienciaParte2.mp4”. 
6 Minuto 21:15 ibídem.  
7 Minuto 10:44 ibídem.  
8 Minuto 1:43:36 ibídem.  
9 Minuto 1:44:55 ibídem.  
10 Minuto 2:18:27 ibídem.  
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dineros de su propiedad, resultaba indispensable su citación al 

proceso.   

 

Así lo establece el inciso 1º del artículo 61 del Código General del 

Proceso, al referir que: “[c]uando el proceso verse sobre relaciones o 

actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o disposición 

legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir 

de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales 

relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá 

formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, 

en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar traslado de 

esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el 

término de comparecencia dispuestos para el demandado” (se subraya).   

 

 Mandato que de no cumplirse acarrea la nulidad de la sentencia, 

tal y como lo establece el inciso final del artículo 134 del Código General 

del Proceso, que indica: “[c]uando exista litisconsorcio necesario y se 

hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el 

litisconsorcio”.  

 

4. En concordancia con lo expuesto, y como quiera que se 

comprobó que los señores Inael Augusto Daza Roa, Dumar Alexander 

Bohórquez, Alexander Novoa Daza, Jhon Jairo Perilla Galeano y el 

Banco Davivienda S.A., tuvieron participación relevante en los actos 

objeto de la discusión, y  a pesar de ello no fueron citados, se impone 

declarar la nulidad de la sentencia y disponer su comparecencia, en 

concordancia con lo establecido en los artículos 61 y el inciso final del 

artículo 134 del Código General del Proceso, ya mencionados.   

 

De conformidad con el artículo 138 de la citada codificación, las 

pruebas practicadas dentro de la actuación conservarán su validez y 

tendrán eficacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de 

controvertirlas, y se mantendrán las medidas cautelares decretadas.  

 

Por lo expuesto, el Despacho RESUELVE: 
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Primero: Declarar la nulidad de la sentencia proferida por el 

Juzgado 33 Civil del Circuito de Bogotá el 10 de octubre de 2023, 

dentro del asunto de la referencia, por las razones expuestas. 

 

Segundo: Ordenar la citación de los señores Inael Augusto Daza 

Roa, Dumar Alexander Bohórquez, Alexander Novoa Daza, Jhon Jairo 

Perilla Galeano y el Banco Davivienda S.A., cuya citación y 

comparecencia deberá efectuarse en los términos y para los fines del 

artículo 61 del Código General del Proceso.  

 

Las pruebas practicadas dentro de la actuación conservarán su 

validez y tendrán eficacia respecto de quienes tuvieron oportunidad de 

controvertirlas. Se mantendrán las medidas cautelares decretadas.  

 

Tercero: Remitir el expediente a la oficina de origen para lo de su 

trámite y competencia. 

 

Notifíquese, 

 
 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 
Rad. 033-2021-00233-01. 

 

Firmado Por:

Maria Patricia Cruz Miranda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 76bd358705b6dd2edabf542485f64bb57b77884832fb20e5c34899bfb7b5f3e0

Documento generado en 04/04/2024 02:13:04 PM
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2023) 

 

Asunto: Asunto. Proceso Verbal (Simulación Absoluta) promovido por el 

señor Manuel Esteban Montenegro Tovar contra la Fundación Hospital de 
la Misericordia y el Banco Caja Social S.A. 

 
Radicado. 35 2019 00256 02 
 

 

OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por la Sala de Casación Civil de la 

Corte Suprema de Justicia en la providencia AC-606-2024 del 20 de febrero 

de 2024, en la que resolvió declarar bien denegado el recurso de casación 

formulada por el extremo demandante.  

 

Devuélvase el expediente al juzgado de origen para lo de su cargo, en la 

medida de que no hay actuación pendiente de agotar por esta sede. 

  

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 

 

Firmado Por:

Maria Patricia Cruz Miranda

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Dirección Ejecutiva De Administración Judicial

División  De Sistemas De Ingenieria

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f366a226746f7dd76a503d4758aec2bda138115ff34e0520b77074d484c1006e

Documento generado en 04/04/2024 03:05:16 PM
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SÉPTIMA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Bogotá D. C., cuatro de abril de dos mil veinticuatro  

 
11001 3103 016 2019 00490 01 

 
 Ref. proceso verbal de responsabilidad civil contractual de Leopoldo Gordillo 

Arguello frente a Marco Antonio Vargas Patiño 

 
 

 
Se confirmará el auto de 4 de octubre de 2023,  por cuyo conducto y con 

apoyo en el numeral 2° del artículo 317 del C. G. del P., el Juzgado 16 Civil del 

Circuito de Bogotá decretó la terminación del proceso de la referencia por 

haber transcurrido, según lo aseveró, más de un año de inactividad, en la 

secretaría del despacho. 

 

 La alzada le correspondió por reparto al suscrito Magistrado el 18 de 

marzo de 2024. 

 

EL RECURSO DE APELACIÓN. El inconforme manifestó que “lo que 

procedía inicialmente no era aplicar la norma prevista en el numeral segundo 

de la referida norma, sino el numeral primero; esto es requerir a la parte 

demandante para que diera cumplimiento a lo ordenado en el auto de fecha 

octubre 10 de 2019 (prestar caución)”. 

 

Para decidir SE CONSIDERA: 

 

1.  Dispone el numeral 2º del artículo 317 del C. G. del P., que 

“cuando un proceso o actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus 

etapas permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se solicita 

o realiza ninguna actuación durante el plazo de un año en primera o única 

instancia, contados desde el día siguiente a la última notificación o desde la 

última diligencia o actuación, a petición de parte o de oficio, se decretará la 

terminación por desistimiento tácito sin necesidad de requerimiento 

previo”.  

 

El proceso verbal en referencia (en el que todavía no se ha dictado 

sentencia de primera instancia) estuvo inactivo por un periodo que supera el 

anual que contempla el numeral 2º del artículo 317 del C. G. del P.  
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En efecto, el expediente permaneció en la secretaría del juzgado de 

primera instancia entre el 11 de octubre de 2019 (fecha en que se notificó, por 

estado, el auto con el que se le ordenó al demandante que prestara la caución 

prevista en el artículo 590 del C. G. del P.), y el 12 de julio de 2023, día en que 

la encuadernación ingresó al despacho con el siguiente informe: “parte 

demandante no ha acreditado notificación efectuada contraparte, demanda 

admitida el 14-08-2019, ni aportado la caución dispuesta”. 

 

En síntesis, la inactividad del expediente se extendió por casi 3 años y 9 

meses, interregno en el que el interesado, hoy apelante, mantuvo una actitud 

pasiva. 

 

2. Al sustentar su apelación, el inconforme alegó que la terminación del 

proceso, por desistimiento tácito no era viable, pues la juez de primer grado 

debió requerirlo previamente para que él acometiera la carga de prestar la 

caución cuya prestación en el auto conminatorio se le ordenó, con soporte en la 

norma que contempla el artículo 317 en cita. 

 

Sobre ello, vuelve y se insiste, que la aplicación de la causal de 

terminación de marras, por inactividad superior a un año, puede disponerse 

“sin necesidad de requerimiento previo (num. 2°, art. 317). 

 

3. Tampoco el apelante sugirió que en el asunto que hoy se examina 

hubiera hecho presencia alguna contingencia que interrumpiera el término de 

un año en estudio, que incidiera en el cómputo de dicho plazo (literal c del 

numeral 2°, ibidem).  

 

En resumidas cuentas, aquí, la parte actora -la llamada por excelencia a 

impulsar el agotamiento del proceso verbal de marras, a través, por vía de 

ejemplo, de prestar la caución que se le ordenó en auto de 10 de octubre de 

2019- o de integrar el contradictorio, no promovió actuación alguna en la etapa 

pertinente, con aptitud para interrumpir eficazmente el término anual que ofrece 

relevancia en este litigio. 

 

Sobre la incidencia que haya podido ofrecer el Decreto Legislativo 564 de 

2020 (por el cual se adoptaron medidas para la garantía de los derechos de los 

usuarios del sistema de justicia, en ejercicio del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica), hay que señalar que la suspensión de términos 
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procesales de inactividad para el desistimiento tácito operó entre el 16 de marzo 

de 2020 (art. 2º, D. L. 564 de 2020) y el 2 de agosto de 2020 (un mes contado 

desde el día siguiente al del levantamiento de la suspensión de términos 

judiciales, es decir, a partir del 1º de julio de 2020, según Acuerdo PCSJA20-

11581 de 27 de junio de 2020). 

 

Efectuado el descuento de los términos de los que recién se trató, esto es, 

4 meses y 16 días (contados del 16 de marzo al 2 de agosto de 2020), emerge 

que aquí se superó, y por mucho, el término anual del que se ha venido 

hablando (la inactividad casi alcanza los 3 años y 9 meses).  

 

4. No prospera, por ende, la alzada en estudio. 

 

DECISIÓN 

 

Así las cosas, el suscrito Magistrado CONFIRMA el auto que el 4 de 

octubre de 2023 profirió el Juzgado 16 Civil del Circuito de Bogotá en el 

proceso verbal de la referencia.  

 

Sin costas de segunda instancia, por no aparecer causadas. 

  

Devuélvase la actuación a la oficina de origen. 

 Notifíquese y cúmplase,  
 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
 Magistrado 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SÉPTIMA CIVIL DE DECISIÓN 

 

Bogotá, D.C., cuatro de abril de dos mil veinticuatro 

 
 

11001 3103 033 2017 00011 01 

 

Ref. Proceso verbal de responsabilidad contractual de Lenguaje Urbano S.A. contra 

Socitec S.A. (y otros).  

 

 

Como quiera que la demandante no sustentó su recurso en la 

oportunidad que consagra el artículo 12 de la Ley 2213 de 2022 (que se computó 

a partir de la ejecutoria del auto del pasado 12 de marzo, mediante el cual se 

admitió el recurso vertical), el suscrito Magistrado DECLARA DESIERTA la 

alzada que se interpuso contra la sentencia que, en primera instancia, se profirió 

en el proceso de la referencia. 

 

Lo anterior, en atención a las previsiones del inciso final del artículo 322 

del C. G. del P., por cuya virtud, “el juez de segunda instancia declarará 

desierto el recurso de apelación contra una sentencia que no hubiere sido 

sustentado”.  

 

Devuélvase el expediente al juzgado de origen. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado  

 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SÉPTIMA DE DECISIÓN CIVIL 

   

Bogotá D. C., cuatro de abril de dos mil veinticuatro  

    
110013103 033 2017 00011 02 

  
Ref. proceso verbal de Lenguaje Urbano S.A. contra Socitec S.A.,  lo mismo que contra Jacobo Barrera Jerez, 

Pablo Ismael Bravo Peralta, Carlos Alberto Cubides Torres y Martha Lucía Lozano Romero (representados 
actualmente por curadora ad litem). También la demanda se dirigió contra los señores Carlos Hernán Pulido 

Aguirre y Josefina Bernarda Quintero Anaya, quienes en su condición de abogados litigantes asumieron su 
propia defensa al instalarse la audiencia de instrucción y juzgamiento. 

 

 El suscrito Magistrado confirmará el auto que se dictó en la audiencia del 6 de 

septiembre de 2023, mediante el cual el Juzgado 33 Civil del Circuito de Bogotá rechazó 

de plano la solicitud de nulidad procesal que formuló la curadora ad litem de algunos de 

los demandados, esto por cuanto encontró que  “la auxiliar de la justicia carecía de 

legitimación para proponerla, de acuerdo con lo previsto en los incisos 1° y 4° del canon 

135 del C. G. P.”.  

 

 La alzada le correspondió por reparto a este despacho el 12 de marzo de 2024. 

 

LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN (y en subsidio apelación). Señaló la 

inconforme (actual curadora ad litem de los demandados Jacobo Barrera Jerez, Pablo 

Ismael Bravo Peralta, Carlos Alberto Cubides Torres y Martha Lucia Lozano Romero) 

que la causal de invalidación que alegó1, se enmarca en el supuesto de hecho que regula 

el numeral 5° del artículo 133 del C. G. del P., por cuanto no se les permitió a los 

codemandados Carlos Hernán Pulido Aguirre y Josefina Bernarda Quintero Anaya 

interrogar al representante legal de Lenguaje Urbano S.A.2. 

 

Adicionó la inconforme que con ese proceder se vulneró el derecho de defensa y 

contradicción de los señores Carlos Hernán Pulido Aguirre y Josefina Bernarda 

Quintero Anaya. 

 

Al resolver, de manera adversa el recurso horizontal (archivo 051 record 

5:47:10), el juez de primera instancia reiteró que la mencionada curadora ad litem 

carecía de interés para proponer la solicitud incidental, pues ya no asistía a quienes 

podrían resultar beneficiados con la implorada declaración de nulidad parcial del 

proceso3. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.  Sea lo primero poner en relieve que, al sustentar sus recursos de reposición 

y apelación, la recurrente se limitó a insistir en la viabilidad de su solicitud incidental 

                                                 
1 En su memorial de impugnación admitió que los emplazados Carlos Hernán Pulido Aguirre y Josefina Bernarda Quintero Anaya 
(abogados) se apersonaron del proceso el día de la audiencia en la que se profirió el auto apelado. 
2 Archivo 051 record 5:19:00 
3 Es decir, los señores Carlos Hernán Pulido Aguirre y Josefina Bernarda Quintero Anaya. 
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por haber hecho presencia la causal de invalidación que prevé el numeral 5° del artículo 

133 del C. G. del P., omisión de la oportunidad para practicar pruebas. 

 

2. Tal solicitud ameritaba el rechazo liminar que le imprimió el juez a quo, en 

atención a que -para el momento en que efectuó esa solicitud- la curadora ad litem  ya 

había dejado de llevar la vocería de los demandados Carlos Hernán Pulido Aguirre y 

Josefina Bernarda Quintero Anaya.   

 

Reporta el acta de la audiencia del 6 de septiembre de 2023, que los arriba 

mencionados (abogados en ejercicio), concurrieron a la referida vista pública y 

asumieron su propia defensa.   

 

No se olvide que el artículo 56 de la ley 1564 del 2012, prevé que “El curador ad 

litem actuará en el proceso hasta cuando concurra la persona a quien representa, o un 

representante de esta”. 

 

3.  Entonces, es patente que la curadora Blanca Elidia Vargas Silva no estaba 

legitimada para invocar la causal de nulidad del numeral 5° del artículo 133 del C. G. 

del P., que -de configurarse- solo podría ser alegada por la “persona afectada”.  

 

De ser el caso, aquí sólo estarían habilitados para implorar la declaración de 

invalidación parcial en comento, y no lo hicieron, los señores Carlos Hernán Pulido 

Aguirre y Josefina Bernarda Quintero Anaya.  

 

Consagra el artículo 135 del C. G. del P., que “la nulidad por indebida 

representación o por falta de notificación o emplazamiento solo podrá ser alegada por 

la persona afectada” y que “el juez rechazará de plano la solicitud de nulidad (…) 

que se proponga después de saneada o por quien carezca de legitimación”. 

 

En un asunto de contornos algo similares y en punto a la legitimación para 

proponer la invalidación procesal, en sede de casación, la Honorable Corte Suprema de 

Justicia pregonó respecto de las normas contenidas en el artículo 142 del C. de P. C. 

(que armonizan con las vigentes en la actualidad, en especial, el artículo 135 del C. G. 

del P.) lo siguiente:  

 

“esa preceptiva, apunta la Corte, ‘define el punto con toda exactitud porque, básicamente, de lo que 

se trata es de saber en frente de cuál de las partes del proceso es que media el hecho anómalo, y, por 
ende, a quien perjudica’ (Sent. de 4 de febrero de 1987)" (Cas. Civ. del 5 de noviembre de 1998). Postulado 
general que ratifica, respecto del motivo de nulidad que funda el cargo, el artículo 143 - 3 del Código de 
Procedimiento Civil [hoy numeral 8°, del artículo 133 del C. G. del P.], cuando estatuye que la nulidad por 

falta de citación de quien ha debido ser convocado como parte en el juicio, "sólo" puede ser alegada por "la 
persona afectada", esto es, por quien debiendo ser citado al proceso en la apuntada calidad, no fue 
llamado al mismo, porque al fin y al cabo es él quien está en capacidad de medir el impacto que en el 
ejercicio de sus derechos tuvo el desvío de las formas del juicio y reclamar, de considerarlo necesario, 

la adopción de la medidas necesarias para restablecerlos. (CSJ, sent. de 1° de septiembre de 

2005, exp. 1992 00561 01. M.P. Jaime Alberto Arrubla Paucar).  
 

4.  No prospera, por ende, la apelación en estudio.  
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DECISIÓN. Así las cosas, el suscrito Magistrado CONFIRMA el auto que se dictó 

en la audiencia del 6 de septiembre de 2023, mediante el cual el Juzgado 33 Civil del 

Circuito de Bogotá rechazó de plano la solicitud incidental de nulidad que, con estribo en 

el numeral 5° del artículo 133 del C.G. del P., formuló la curadora ad litem de algunos de 

los aquí demandados. 

 

Sin costas de la alzada, por no aparecer justificadas. 

 

Devuélvase la actuación a la oficina de origen. 

 

Notifíquese   

 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 

Magistrado 

Firmado Por:

Oscar Fernando Yaya Peña

Magistrado

Sala 011 Civil

Tribunal Superior De Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 644e968731969700a0ffbc5b5248e34825c2c5bd478cdc20101ce7223a297491

Documento generado en 04/04/2024 02:06:59 p. m.

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA SÉPTIMA CIVIL DE DECISIÓN 

 
Magistrado Ponente 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA  

 

Bogotá D. C., tres de abril de dos mil veinticuatro 

 

( discutido en salas virtuales ordinarias de 13 de marzo y 3 de abril de 2024, aprobada en 

la segunda sesión)  

 

11001 3103 038 2013 00041 01 

 

Ref. Proceso ejecutivo (a continuación de proceso abreviado de restitución de muebles 
entregados en leasing). 

 

Ejecutante: Banco Davivienda S.A. 
Ejecutados: Tulio Pedroza Albarracín, Carmen Córdoba de Albarracín, Mauricio 

Córdoba Albarracín y Patricia Córdoba Albarracín. 

 

 

Se decide la apelación que los demandados elevaron contra la sentencia que el 23 

de agosto de 2023 profirió el Juzgado 50 Civil del Circuito de Bogotá, en la ejecución de la 

referencia.  

 

ANTECEDENTES  

 

1.  Mediante sentencia del 29 de marzo de 2019, el Juzgado 50 Civil del Circuito 

de Bogotá declaró la terminación del contrato de leasing financiero No. 01-03-025243 

que celebraron las partes en contienda y ordenó restituir al Banco Davivienda S.A. los 

bienes entregados en leasing. 

 

2. Por auto del 26 de junio de 2016, con soporte en el documento privado1 

intitulado contrato de leasing No. 01-03-025243 de 23 de abril de 2010, se libró 

mandamiento de pago en contra de los ejecutados, así:  

 

i) $13’081.172, canon de arrendamiento causado en diciembre de 2012; ii) 

$52’396.263, canon de arrendamiento causado en junio de 2013; iii) $52’243.777 de canon 

de arrendamiento causado en diciembre de 2013; iv) $52’243.777,canon de arrendamiento 

causado en junio de 2014; v) 52’243.777 de canon de arrendamiento causado en diciembre 

de 2014; vi) $4’516.680 de canon de arrendamiento causado en abril de 2015 y vii) por 

“los intereses moratorios en el equivalente a una y media veces el interés bancario 

corriente, sobre el valor de cada uno de los cánones de arrendamiento antes 

relacionados, desde su exigibilidad, hasta cuando se produzca el pago de los mismos”. 

 

3.  LA OPOSICIÓN. Los ejecutados propusieron las siguientes defensas: 

“Prescripción de las acciones derivadas del contrato de leasing”; “habérsele dado a la 

                                                           
1 El título ejecutivo fue suscrito por Banco Davivienda S.A. -antes Leasing Bolívar S.A.-, como compañía de leasing; el señor Tulio Pedroza Albarracín 

(locatario) y los señores Carmen Córdoba de Albarracín, Mauricio Córdoba Albarracín y Patricia Córdoba Albarracín (estos últimos, como deudores 

solidarios). 
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demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde” y “título ejecutivo 

no cumple con requisitos formales y sustanciales”. 

 

En síntesis, afirmaron los opositores que el título ejecutivo no indica de manera 

clara y con precisión las sumas de dinero por las que se libró el mandamiento de pago; que, 

por tratarse de un canon de arrendamiento variable, las obligaciones que se ordenaron 

pagar no son expresas y que el “estado de cuenta” que aportó la ejecutante no es un 

documento auténtico, ante la carencia de certeza de su creador.  

 

Agregaron que se extinguió por prescripción la acción ejecutiva incoada, pues a la 

fecha de presentación de la demanda ejecutiva (21 de mayo de 2019), había fenecido el 

plazo para interrumpir el fenómeno prescriptivo sea que se tratara de un término de tres o 

de cinco años.  

 

Anotaron que los documentos que respaldan la ejecución no cumplen los requisitos 

formales y sustanciales de rigor; que el “estado de cuenta” tampoco suple las falencias del 

título ejecutivo y que, como la sentencia que finiquitó el proceso abreviado no ordenó pagar 

alguna suma de dinero, no era factible impartirle a la demanda el trámite de un proceso 

ejecutivo. 

 

4.   EL FALLO APELADO. La juez a quo acogió2 de forma parcial la “excepción 

de prescripción” extintiva, respecto de los cánones causados hasta el 21 de mayo de 2014.  

 

4.1 Sostuvo que, frente a los cánones semestrales de diciembre de 2012, así como 

los de junio y diciembre de 2013, la acción ejecutiva no se ejercitó dentro del plazo de 5 

años de que trata el artículo 2536 del Código Civil, y que en lo tocante con los demás 

cánones, la demanda ejecutiva se impetró de manera oportuna (21 de mayo de 2019), y 

                                                           
2 Parte resolutiva: “Primero. - Declarar no probadas las excepciones denominadas habérsele dado a la demanda un trámite de un proceso diferente al que 

corresponde” y “títulos ejecutivos no cumplen con los requisitos formales y sustanciales”, por las razones expuestas. 

Segundo. - Declarar probada parcialmente la excepción común propuesta por los demandados y denominada “prescripción de la acción del contrato de 

leasing”. En consecuencia, se declaran extintos por dicho fenómeno, los cánones de arrendamiento y sus intereses del contrato de leasing financiero 001-

03-025243, causados antes del 21 de mayo de 2014, propuesta por todos los enjuiciados, por las razones expuestas en precedencia.  

Tercero. - Ordenar Seguir Adelante con la Ejecución, en favor de Leasing Bolívar S.A., y contra Tulio Albarracín Pedroza, Carmen Córdoba de 

Albarracín, Patricia Albarracín Córdoba y Mauricio Albarracín Córdoba, únicamente por las siguientes sumas de dinero conforme el control oficioso de 

legalidad sobre la orden, hecho así: 

 - La suma de cincuenta y dos millones doscientos cuarenta y tres mil setecientos setenta y siete pesos m/cte. $52.243.777.oo por concepto 

de saldo de canon de arrendamiento causado y no pagado en el mes de junio de 2014, señalado en las pretensiones de la demanda y contenido 

en el documento (contrato de leasing) base de la ejecución. 

- La suma de cincuenta y dos millones doscientos cuarenta y tres mil setecientos setenta y siete pesos m/cte. $52.243.777.oo por concepto de 

saldo de canon de arrendamiento causado y no pagado en el mes de diciembre de 2014, señalado en las pretensiones de la demanda y contenido 

en el documento (contrato de leasing) base de la ejecución.  

- La suma de cuatro millones quinientos dieciséis mil seiscientos ochenta pesos m/cte. por concepto de saldo de canon de arrendamiento 

causado y no pagado en el mes de abril de 2015, señalado en las pretensiones de la demanda y contenido en el documento (contrato de leasing) 

base de la ejecución.  

- Por los intereses moratorios en el equivalente a una y media veces el bancario corriente, liquidados exclusivamente sobre el valor de capital 

que compone cada uno de los cánones de arrendamiento antes relacionados, sin incluir el costo financiero o interés, desde su exigibilidad, 

hasta cuando se produzca el pago de los mismos. 

Tercero. - Decretar el remate, previo embargo, secuestro y avalúo, de los bienes de propiedad de los demandados para que con su producto se pague la 

totalidad de la obligación y las costas. 

Cuarto. - Practicar dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia (artículo 117 inciso final del Código General del Proceso), 

la liquidación del crédito en la forma dispuesta en el artículo 446 del Código General del Proceso. Para ello, deberá la parte actora allegar el plan de 

amortización del contrato de leasing, donde se determinen especialmente los cánones por los que prosigue esta ejecución y se discriminen los conceptos 

de capital y costo financiero o interés. 

Quinto. - Condenar en Costas de esta instancia a la ejecutada. Por Secretaría liquídense incluyendo como agencias en derecho, la suma de $3.000.000,oo 

m/cte. 

Sexto. - Conforme lo dispuesto en los artículos 8º y 12 del Acuerdo PSAA13-9984 del 5 de septiembre del 2013 de la Sala Administrativa del CSJ, y 

Acuerdo PCSJA17-10678 del 26 de mayo de 2017, por secretaría remítase la actuación de marras a la Oficina de Ejecución Civil del Circuito, para lo de 

su cargo”.  
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que esa interrupción civil cobró eficacia, pues el mandamiento de pago se notificó, por 

estado de 27 de junio de 2019, a la parte opositora, de manera oportuna. 

 

4.2  Para denegar la excepción de “título ejecutivo no cumple con requisitos formales 

y sustanciales”, la misma falladora afirmó que del documento del contrato de leasing No. 

01-03-025243, se extrae que es explícita la identidad de los deudores; la periodicidad y 

el valor de las obligaciones pecuniarias, así como las fechas de cumplimiento. 

 

4.3  Para desestimar la excepción según la cual a la demanda se impartió un 

trámite diferente, la sentenciadora  observó que el mismo se acomodaba a las previsiones 

del artículo 384 del C. G. del P. 

 

Añadió que la CSJ ha refrendado la procedencia de la ejecución a continuación 

del proceso de restitución de bienes entregados en arrendamiento (CSJ, auto de AC1575-

2017, 14 marzo de 2017 rad. 2017 00500 reiterado en el proveído AC1974-2021, 26 

mayo de 2021, R. 2021 01341). 

 

4.4.  Aseveró que se imponía ajustar de manera oficiosa el mandamiento de pago, 

según lo tiene sentado la jurisprudencia de la CSJ (sentencia de 28 de mayo de 2020, 

R. 2020 01072); que en el contrato de leasing se estipuló que para la cuantificación del 

valor del canon habría que hacerse un “reconocimiento reditorio expresado como costo 

financiero reembolsable a la entidad demandante” y que allí no se plasmó que sobre ese 

concepto se podrían generar, a su vez, intereses de mora a manera de anatocismo 

comercial. 

 

Manifestó que por las reseñadas vicisitudes la liquidación de los intereses 

moratorios por los que seguiría la ejecución sólo podrían calcularse sobre el monto de 

capital de los que se compone, de manera parcial, cada canon de arrendamiento. Por 

ello, ordenó a la parte ejecutante allegar un “plan de amortización” para precisar qué 

corresponde a capital y qué a costo financiero o intereses.  

 

 

5. EL RECURSO DE APELACIÓN. Los ejecutados (únicos apelantes), esgrimieron y 

sustentaron los siguientes reparos:  

 

5.1 Insistieron en la excepción de “título ejecutivo no cumple con requisitos formales 

y sustanciales”.  

 

Resaltaron que las fechas de exigibilidad de los cánones de arrendamiento no eran 

claras: i) porque en el contrato se indicó que habrían de pagarse el 23 de abril de 2010 y 

en otro aparte del clausulado se contempló, de manera contradictoria, que la fecha para 

consignar el primer canon sería el 23 de octubre de 2010 y ii) los contratantes convinieron 

que los cánones se sufragarían el “23 de cada semestre”, pero sin especificar el mes.  
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Añadieron que el contrato no se precisó la fecha en  que los ejecutados tenían que 

atender las obligaciones dinerarias por las que se ordenó proseguir la ejecución. 

 

5.2 Alegaron que se ignoró el hecho de que en el clausulado del contrato de leasing 

se incluyó que el locatario pagó un “canon extraordinario” que ascendió a $193’572.000 y 

que, por ello, es fácil deducir que el monto de los cánones materia de recaudo coercitivo no 

era correcto. 

 

5.3 Que la ejecución no podía continuar por el canon de arrendamiento de abril de 

2015, es decir, la suma de $4’516.680, porque ese monto corresponde a la opción de 

compra, de la cual solo podía prevalerse el locatario, y que, por ende, tampoco era viable el 

cobro de intereses sobre tal concepto. 

 

5.4 Que en la sentencia se dio eficacia probatoria al “estado de cuenta” que aportó 

el Banco Davivienda S.A. sobre los montos adeudados por los ejecutados, pese a que en él 

existían varias inconsistencias. 

 

Que una de las falencias del “estado de cuenta”, es que en él se consignó que el 

canon de 24 de diciembre de 2012 ascendía a $13’081.712, cifra muy inferior a la de los 

otros cánones que superan los 50 millones de pesos y que el estado de cuenta se indica 

algunos montos de intereses de mora sin especificar la tasa ni sobre qué concepto se 

liquidaron el costo de primas de seguros y la cantidad de $69’000.000, a título de 

honorarios. 

 

5.5 Resaltaron que el estado de cuenta no es un título ejecutivo; que los conceptos 

por los que se ordenó seguir la ejecución “no se sabe de dónde salen”, ambigüedad que 

llevó a que en la parte resolutiva de la sentencia apelada se ordenara a la ejecutante allegar 

el “plan de amortización” para conocer de qué se compone o divide cada canon que se cobra 

a los ejecutados. 

 

5.6 Que los intereses moratorios han de liquidarse desde la presentación de la 

demanda ejecutiva y no desde la fecha de exigibilidad de cada canon. 

 

5. 7 Que se compromete el principio de igualdad de las partes al condenar en costas 

de primera instancia del proceso ejecutivo, únicamente a la parte ejecutada, sin tener en 

cuenta que la ejecución sólo prosperó de manera parcial. 

 
CONSIDERACIONES 

 
1. Verificada la ausencia de irregularidades que impidan proferir decisión de 

fondo, anuncia la Sala que la apelación en estudio saldrá avante, pero sólo en forma 

parcial. 
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Lo anterior, únicamente para excluir del recaudo el canon de abril de 2015 por 

$4’516.680 y el cobro de intereses de mora sobre cada una de las mensualidades por las 

que seguirá la ejecución; lo último obedecerá al control de legalidad sobre el título 

ejecutivo que en esta oportunidad se emprenderá.  

 

El Banco Davivienda S.A. no apeló el fallo de primera instancia, razón por la cual 

y en observancia del principio de non reformatio in pejus, la Sala no entrará a dilucidar 

sobre la pertinencia de la prescripción extintiva de la acción que se dispuso en la 

sentencia apelada respeto de los cánones (semestrales) de diciembre de 2012, así como 

los de junio y diciembre de 2013.  

 

En sus reparos concretos, los ejecutados -locatario y deudores solidarios-, no 

insistieron en que debió tener un alcance mayor  la excepción de prescripción extintiva 

que ellos incoaron, vicisitud que limita la competencia del Tribunal como juez de 

apelación (art. 328, C.G. del P.).  

 

2.   El título ejecutivo base de recaudo (documento de leasing No. 01-03-025243 

de 23 de abril de 2010), corresponde a un negocio jurídico frente al cual los ejecutados 

no alegaron su ineficacia, inexistencia, nulidad o anulabilidad. 

 

Además, el reseñado documento privado figura suscrito por los demandados 

como “deudores solidarios” y “locatario”. Sobre esas calidades no versaron ni las 

excepciones de mérito ni el recurso de apelación.  

 

Para lo que acá interesa, seguidamente se verá que ese título presta mérito 

ejecutivo respecto de los cánones semestrales causados en los meses de junio y 

diciembre de 2014, tal y como también se percibió en la sentencia apelada. 

 

La Sala despachará, a continuación los reparos que carecen de fuerza para 

revocar siquiera parcialmente la sentencia de primer grado. 

 

2.1.  En punto a la alegada falta de claridad del título ejecutivo, conviene resaltar 

los aspectos más relevantes en un asunto de similares contornos que en sede de revisión 

llegó al conocimiento de la Corte Constitucional (sent T-749 de 6 de agosto de 2004 (T-

878484. M.P. Rodrigo Uprimmy Yepes).  

 

En esa oportunidad la Corte Constitucional, al igual que  las Salas de Casación 

Civil y Laboral de la CSJ, encontró razonable lo resuelto en la sentencia que el 20 de 

noviembre de 2003 profirió la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá – TSB (R. 1999 

2700 02. M.P. Ariel Salazar Ramírez).  

 

Lo anterior es relevante, en razón a la similitud de los títulos ejecutivos y 

argumentos que se plantearon por el allá accionante (locatario ejecutado) para que se 

privara de efectos la sentencia de la Sala Civil del TSB, de fecha 20 de noviembre de 
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2003, pues tales defensas, para lo que acá interesa, acompasan a los reparos que 

adujeron los hoy apelantes.  

 

En sede de tutela, la Corte Constitucional se pronunció sobre la suerte de un 

proceso ejecutivo que se soportó en dos documentos privados intitulados “contrato de 

leasing inmobiliario” Números “L67 y L68”. Allí como planteamiento principal, el 

accionante alegó que:  

 

“no puede predicarse de los contratos de leasing aportados, que consagren una obligación 
clara, expresa y exigible, porque no hay cantidades numéricas que sean liquidables con una 
simple operación aritmética y porque la identidad del título no es diáfana”.   

 

Así mismo, las cláusulas relativas al pago de los cánones contenidas en referidos 

documentos L67 y l68 fueron:  

 

“(...) El valor de los cinco (5) primero cánones que la usuaria se obliga a pagar el 24 de julio 

de 1998, el 24 de octubre de 1998, el 24 de enero de 1999, el 24 de abril de 1999 y el 24 de julio de 
1999, se determinará mediante la aplicación a la suma de $269.604.oo de una tasa para trimestre 
vencido equivalente al DTF para trimestre anticipado vigente en el inicio de cada periodo trimestral 
de causación, adicionada en diez (10) puntos porcentuales. A cada una de estas sumas se les 

adicionará el valor resultante de la aplicación a la suma de $1.200.396.000.oo de una tasa para 
trimestre vencido equivalente al TCC para trimestre anticipado vigente en el inicio de cada periodo 
trimestral de causación, adicionada en 10 puntos porcentuales.  

 

“(...) El valor de los cinco (5)  primeros cánones  que la usuaria se obliga a pagar el 6 de junio 
de 1998, el 6 de septiembre de 1998, el 6 de diciembre de 1998, el 6 de marzo de 1999 y el 6 de junio 
de 1999, se determinará mediante la aplicación a la suma de $480.000.000.oo de una  tasa para 

trimestre vencido equivalente al DTF para trimestres anticipados vigente en el inicio de cada periodo 
trimestral de causación, adicionada en diez (10) puntos porcentuales. Así, el valor del primer canon 
será la suma de $41.758.880.oo, toda vez que la tasa para trimestre  vencido equivalente al DTF 
vigente para trimestres anticipados vigente en la fecha de este contrato es de 34.8299% TA: 

(480.000.000.oo x 0.087075) donde 0.087075 es el factor equivalente en la modalidad trimestre 
vencido del DTF para trimestres anticipados vigente, adicionado en diez puntos porcentuales. (...)” 
(Sent. T- 749 de 6 de agosto de 2004, R.T-878484. M.P. Rodrigo Uprimmy Yepes). 

 

 

La Corte Constitucional no encontró que se hubiese configurado una vía de hecho 

con la sentencia que el 20 de noviembre de 2003 profirió el TSB. Al respecto sostuvo la 

Corte Constitucional:  

 

“Las cláusulas contractuales pueden contener obligaciones claras, expresas y exigibles. El 
contrato de leasing en este caso, las determina con precisión; por lo que no es dable a la empresa 
agroindustrial alegar en estos momentos que la dificultad técnica de estas cláusulas para definir 
los montos adeudados, haga imposible establecer las sumas adeudadas. Como bien lo dijo el juez 

de instancia, tales obligaciones son determinables claramente desde el punto de vista financiero 
y por consiguiente, plenamente exigibles por vía ejecutiva, como lo muestra entre otras cosas, el 
hecho de que Cachicamos S.A. haya cumplido sin problema el primer año, con sus obligaciones 
respectivas”. 

 

 

Sin duda, esas pautas jurisprudenciales no son ajenas al asunto sub lite, en el 

que del  contrato de leasing No. 01-03-025243 de 23 de abril de 2010, emana que los 

cánones semestrales de junio y diciembre de 2014, corresponden a prestaciones 

dinerarias determinables financieramente o “liquidable[s] por operación aritmética” 

como lo autoriza el artículo 424 del C. G. del P. 

 

Sobre este último tema, en el subnumeral 2.3., se ilustrará de manera más 

puntual sobre la armonía entre el título aportado, contrato de leasing y la naturaleza y 

cuantificación de los rubros principales por los que ha de proseguir la ejecución. 
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2.2. No hay necesidad de recurrir a las disposiciones sobre interpretación de 

los contratos3 para constatar que las fechas de exigibilidad del pago de los cánones 

semestrales se esclarece sin dificultad del texto del contrato de leasing soporte de la 

demanda coercitiva. 

 

Del clausulado de ese documento  de naturaleza privada (fls. 2 a 9 C.1), emerge 

que la fecha en que se debía sufragar el canon variable correspondía al día “23 de cada 

semestre”, es decir los días 23 de junio y 23 de diciembre de cada anualidad.  

 

Los apelantes alegaron que del título ejecutivo no era factible constatar si como 

fecha de pago del primer canon semestral de arrendamiento se convino el 23 de abril de 

2010 o el 23 de octubre de ese mismo año.  

 

Se plasmó en la carátula del contrato de leasing financiero que el 23 abril de 

2010 tuvo inicio el negocio jurídico y que ese día se entregaron al locatario los bienes 

materia de financiamiento, pero del clausulado integral no emana que a esa pauta 

temporal debían contarse las fechas de exigibilidad de los cánones semestrales. 

 

Seguidamente se verá que el 23 octubre de 2010 corresponde al día de pago y 

de exigibilidad del  primer canon semestral.  

 

La simple lectura del clausulado negocial en estudio refleja que el 23 octubre de 

2010 culminaría el primer semestre (que inicio el 23 de abril 2010 y finalizó el 23 de 

octubre de 2010). Lo anterior se explica por la periodicidad semestral del pago y por 

cuanto la compañía de leasing fijó un tiempo que gracia que tuvo lugar durante el año 

2010 (cláusula 6ª). 

 

Las prenotadas argumentaciones dejan sin piso los reparos que sobre el 

particular esgrimieron los inconformes. 

 

2.3. Tampoco resultan de recibo los siguientes reproches que elevaron los 

demandados y que conciernen a las cuantías por las que prosiguió la ejecución, según 

el fallo apelado:  

 

i) que el desembolso adicional o extraordinario de $193’572.000, que efectuó el 

locatario, debió tener incidencia en el monto de los cánones materia de ejecución, y  

 

ii) “que no se sabe de dónde salen” los valores descritos en el “estado de cuenta” 

-que aportó la ejecutante- “pues ni la juez a quo pudo determinar de qué se componía 

cada canon semestral. 

 

                                                           
3 Artículos 1618 a 1624 del Código Civil, por remisión legal del artículo 822 del Código de Comercio. 
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En el criterio del Tribunal, los elementos de juicio obrantes, incluyendo la 

documental que respalda la ejecución no refleja que se haya hecho una indebida 

aplicación de la fórmula que contiene en el título ejecutivo4 para la determinación del 

precio de los cánones semestrales o que el monto de estos correspondiera a una cantidad 

inferior, según los apelantes lo sugieren. 

 

 En rigor, en sede de alzada los ejecutados no desconocen la falta de pago de los 

cánones semestrales por los que se siguió la ejecución (junio y diciembre de 2014). Lo 

que ahora discuten es sobre el monto de cada emolumento.  

 

La aducción del pago del canon extraordinario de $193’572.000, es un aspecto 

por entero novedoso, pues no se planteó con las excepciones de mérito que se formularon 

contra el mandamiento de pago, razón por la cual es inatendible, con motivo del principio 

de preclusión que irradia el proceso civil.  

 

Y si en gracia de discusión se deja delado lo que recién se resaltó, también 

devendría la improsperidad de ese reproche como quiera que a partir de la foliatura, es 

ostensible que esa suma se destinó a cubrir los primeros cánones causados de los años 

2010 a 2012.  

 

La sala no encuentra de recibo que tal aducción solo tenga lugar a esta altura 

del debate y no en etapas relevantes surtidas con antelación:  

 

A) ese hecho no se puso de presente en el primigenio trámite de restitución de 

muebles arrendados, cuando el extremo pasivo tenía que acreditar, y no fue así, que 

sufragó los cánones atrasados para poder ser oídos (numeral 4°, art. 384, C.G.P. – fls. 146 

a 147, C.1). 

 

B) a partir de la documental que obra en el expediente se verifica que la parte 

ejecutada consignó al Banco Davivienda S.A. $76’550.000, durante el año 2012, de donde 

                                                           
4 “Sexta: Canon. - El presente contrato tendrá un periodo de gracia que es el establecido en la sección 1° de este contrato. El canon del periodo de gracia 

será el indicado en la sección 1° de este contrato, el cual será el resultado de multiplicar la DTF (E.A.) certificada por el banco de la República, adicionada 

en los puntos porcentuales efectivos anuales convertidos a su equivalente periodo vencido por el valor del (los) bienes menos el valor del primer canon 

extraordinario indicado en la sección 1° de este contrato.  

Cuando se trate de un periodo de gracia a capital e intereses el canon se calculará tomando como valor inicial, el valor del (los) bienes menos el valor del 

primer canon extraordinario multiplicado por la tasa de interés correspondiente al periodo de tiempo en donde no se exige pago pago de canon e intereses. 

Terminado el periodo de gracia el canon se calculará así: el canon periódico es una entidad variable en moneda legal colombiana. El valor del primer 

canon incluye un costo financiero equivalente al efectivo anual indicado en la sección número uno de este contrato. Posteriormente el canon se modificará 

en las fechas señaladas y se calculará con base en el indicador económico y la fecha del mismo, indicadas en la sección No. 1 de este contrato, aplicando 

una de las fórmulas que se expresan más adelante teniendo en cuenta la modalidad del canon estipulada. La suma que resultaría será el valor de cada uno 

de los cánones siguientes y así se seguirá calculando sucesivamente en cada una de las fechas previstas. 

Si en la fecha de vencimiento el nuevo canon se hubiere pagado sin el respectivo ajuste, EL (LOS) LOCATARIO(S) ajustará la diferencia del canon y 

pagará a LA LEASING los intereses de mora liquidados a la tasa de mora máxima permitida por la ley. EL(LOS) LOCATARIO(S) está obligado a cancelar 

el canon en las fechas establecidas. Los pagos se harán antes de las tres (3) de la tarde del día de cada vencimiento, en efectivo ó en cheque girado sobre 

un banco de la ciudad de pago. 

Parágrafo primero: La Leasing queda facultada para reajustar el canon en cualquier momento, en caso de que la D.T.F. certificada por el Banco de la 

República vigente varíe en más de 3% efectivos anuales con respecto a la DTF con la que se esté liquidando el canon en ese momento. En este caso se 

producirá una modificación del canon a pagar sin que esto indique cambio en la frecuencia de reliquidación prevista en la sección No. 1 de este contrato. 

Formula no. 1 para canon vencido 

CANON = (A * B) 

A = L - (OPCION/(1+1)n) 

B = (i * (1+i)n)/((1+i)n -1) 

DONDE: 

L = Valor presente neto del contrato a la fecha de liquidación. 

OPCION = Valor de la opción de adquisición 

I = Tasa de interés 

n = Número de cánones faltantes para la terminación del contrato. 

La tasa de Interés a utilizar (i) es la indicada en la sección No.1 de este contrato. Esta tasa se convertirá a su equivalente periodo vencido 

según lo dispuesto en la sección No. 1 de este contrato y se aplicará a la fórmula antes mencionada para el cálculo de cánones”.  
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emerge que el pago del canon extraordinario de $193’572.000, no cubrió las deudas que 

por concepto de cánones soportaban los hoy ejecutados.  

 

Entonces, se tiene que la cuota extraordinaria y demás pagos de los ejecutados 

apenas pudieron cubrir, de forma parcial, hasta el canon que se causó en el segundo 

semestre de 2012, por el que inicialmente se libró mandamiento de pago, pues quedó 

un saldo insoluto de $13’081.172. 

 

Ese saldo fue excluido de la ejecución con motivo del éxito parcial que tuvo en 

primera instancia la excepción de prescripción extintiva.  

 

2.4 Con similar orientación, observa la Sala la inocuidad de las alegadas 

inconsistencias del “estado de cuenta” que plantean los apelantes en punto al canon de 

24 de diciembre de 2012 ($13’081.172), ya que, la juez a quo acogió la excepción de 

prescripción extintiva sobre los cánones semestrales anteriores a junio de 2014, lo que 

cobija el de diciembre de 2012.  

 

Igual predicamento cabe atribuir al reproche de los apelantes que  conciernen a 

sumas de dinero que se enunciaron en el “estado de cuenta” (fl. 6, C.3), pero que no 

hicieron parte del mandamiento de pago, esto es, $69’452,062.00 de honorarios; 

$328’669.936 de intereses de mora y $28’301.850 por primas de contratos de seguro. 

 

En el auto de apremio de 26 de junio de 2019 brilla por su ausencia la inclusión 

de tales rubros y cantidades. Por ende, sobre esas cifras y concepto no fue que se ordenó 

proseguir la ejecución en la sentencia de primer grado.  

 

Por el contrario, en el auto de 26 de junio de 2019 (fl. 8. C.2), de manera expresa 

se denegó la ejecución por concepto del costo de primas de aseguramiento. Se añade que 

en la demanda ejecutiva no hubo mención sobre “honorarios”, ni tampoco se discriminó 

el monto al que ascendían los intereses moratorios reclamados, sino los límites 

temporales en los que se pidió su reconocimiento y pago.  

 

2.5 Por último, también se refrendará la condena en costas impuesta por la 

fallador a quo en la fase ejecutiva del litigio.  

 

A diferencia de lo que plantearon los apelantes, el éxito apenas parcial de sus 

defensas perentorias no frustra la condena en costas. Así no lo contempla ninguno de 

los numerales del artículo 365 del C. G. del P. 

 

Por el contrario, tal condena por la que optó el de primera instancia encuentra 

respaldo en el numeral 5° del artículo 365 en cita, por cuya virtud, “en caso de que 

prospere parcialmente la demanda el juez podrá abstenerse de condenar en costas o 

pronunciar condena parcial, expresando los fundamentos de su decisión”.  
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La utilización del vocablo “podrá” deja ver que, en esta oportunidad, no era 

forzoso disponer la exoneración de las costas en la fase del proceso ejecutivo para el 

recaudo de sumas dinerarias, que tuvo lugar a continuación de un trámite declarativo 

de restitución de bienes entregados en leasing. 

 

 

3.  REVOCATORIA PARCIAL DE LA SENTENCIA APELADA. 

 

3.1 Como lo alegaron los apelantes, hay lugar a excluir de la ejecución el monto 

de $4’516.680, que en la demanda ejecutiva y en el mandamiento de pago se describió 

como canon del mes de abril de 2015, que, en rigor, corresponde al monto de la “opción 

de adquisición” (fls. 1 a 9, C.1). 

 

En efecto en el título ejecutivo (contrato de leasing), consta que ese rubro de 

$4’516.680 corresponde a la que tendría que pagar el locatario para hacer efectiva la 

opción de compra (y adquirir el derecho de dominio sobre los bienes que recibió en 

leasing).  

 

Por lo mismo, tal concepto de $4’516.680 es ajeno a la noción de cánones de 

arrendamiento, razón por la cual se impone excluirlos de la ejecución. 

 

Además, en la cláusula vigésima quinta se pactó: “en caso de incumplimiento por 

parte del EL(LOS) LOCATARIO(S), la presente opción queda nula” (fl. 8, C.1).  

 

Entonces, como la parte demandada no honró las obligaciones que surgían del 

contrato atípico tantas veces mencionado, ello dio lugar a que en sentencia de 29 de 

marzo de 2019 se declarara la terminación del negocio jurídico bilateral y se dispusiera 

la restitución de los bienes, trámite judicial que surgió a raíz de la mora en el pago de 

los cánones de arrendamiento financiero (C.1). 

 

3.2 Por otro lado, conviene destacar en lo atinente al debate que la parte apelante 

esgrimió en torno a la fecha precisa en que habrían de computarse los intereses 

moratorios y sobre la idoneidad del plan de amortización al que se aludió en la sentencia 

impugnada, no es necesario emitir pronunciamientos puntuales, por lo siguiente: 

 

Como se verá en seguida, por tratarse el de la referencia de un proceso ejecutivo 

promovido, principalmente, para obtener el pago de cánones causados en desarrollo de 

un contrato de leasing financiero, aquí no es factible respaldar el cobro de intereses 

moratorios.  

 
No se olvide que, por disposición expresa de la regla 4º del artículo 1617 del 

Código Civil (norma que sí es “aplicable, en sus directrices fundamentales, a las 
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obligaciones y negocios jurídicos mercantiles de conformidad con el artículo 8225 del 

Código de Comercio”6), las rentas, cánones y pensiones periódicas atrasadas, no 

producen intereses, pues como estas obligaciones dinerarias “son frutos civiles y bajo 

este respecto se sujetan a las mismas reglas, cualquiera que sea su cuantía y el periodo 

a que correspondan, las rentas, cánones y pensiones periódicas no producen frutos, 

sino que constituyen frutos”7 (criterio sostenido por la Sala en asuntos similares, 

sentencias de 1° de noviembre de 2019. R. 2010 00478 02. M.P. Óscar Fernando Yaya 

Peña y 27 de junio de 2016. R. 2012 00145 01, del mismo Magistrado Ponente). 

 

Sobre el particular, ante una situación semejante,  este mismo Tribunal ha 

sostenido que “concibió el legislador que las rentas -que en particular conforman el 

objeto de la coacción-, y los intereses que genera un capital son frutos civiles, o sea, 

ganancias o rendimientos a favor del titular de la cosa que los produce (dinero, bienes, 

etc.); por ende, no le está dado al administrador de justicia romper la equivalencia 

legalmente establecida entre dichas figuras, para darle la potencial facultad a una de ser 

fuente de la otra; a más que no existe en el ordenamiento norma jurídica que establezca 

que los frutos producen otros, y contrario sensu, se ha preocupado la ley por evitar 

que se materialice una excesiva onerosidad frente a ciertos actos, con mandatos 

como los de los artículos 1617 y 2235 de la norma sustantiva en lo civil”8. 

 

Por lo mismo, se excluirá del numeral 4º de la parte resolutiva de la sentencia, lo 

tocante a la orden que se impartió a la ejecutante para que allegara un “plan de 

amortización del contrato de leasing, en el que se  determinen especialmente los cánones 

por los que prosigue esta ejecución y se discriminen los conceptos de capital y costo 

financiero o interés”. 

 

La reseñada orden resulta carente de utilidad, ante la improcedencia del recaudo 

coercitivo por los intereses de mora, rubro por el que no proseguirá la ejecución.  

 

RECAPITULACIÓN 

 

En resumidas cuentas, se revocará parcialmente el fallo apelado y, en 

consecuencia, se excluirá del recaudo lo atinente al canon de abril de 2015 ($4’516.680 – 

opción de adquisición) y lo que atañe a la ejecución por intereses moratorios. 

 

Con ocasión de lo anterior, se suprimirá la parte final del numeral 4° de la parte 

resolutiva de la sentencia de primer grado, atinente a la orden que se le impuso al 

ejecutante, de allegar un plan de amortización.  

 

                                                           
5 Art. 822 del C. de Comercio. “Los principios que gobiernan la formación de los actos y contratos y las obligaciones de derecho civil, sus efectos, 

interpretación, modo de extinguirse, anularse o rescindirse, serán aplicables a las obligaciones y negocios jurídicos mercantiles, a menos que la ley 

establezca otra cosa”. 
6 CSJ., sent. No. 008 de 24 de enero de 1990, CC, No. 2439, M.P. José Alejandro Bonivento Fernández 
7 Explicaciones de Derecho Civil Chileno, Luis Claro Solar, T. 5º, ed. Temis, pág. 767.  
8 TSB., sent. de 11 de abril de 2014, exp. 2011 00475. Véase también TSB., sent. de 27 de junio de 2014, exp. 2011 00659 y sent. de 22 abril de 2015, 

exp. 2013 00003. 
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Así las cosas, la ejecución únicamente proseguirá por los cánones semestrales de 

junio y diciembre de 2014, cada uno por un valor de $52’243.777. 

 

Por último, ante la prosperidad apenas parcial de la apelación, no se impondrá 

condena en costas del recurso vertical (num. 1°, art. 365, C. G. del P.), pero sí se refrendan 

las que reconoció el juez de primera instancia. 

 
DECISIÓN 

 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Séptima de 

Decisión Civil, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la Ley, REVOCA PARCIALMENTE la sentencia que profirió el Juzgado 50 

Civil del Circuito de Bogotá el 23 de agosto de 2023, en sus numerales 3° y 4° para disponer 

que:  

 

PRIMERO. Del numeral 3° de la parte resolutiva de la sentencia de primera 

instancia, se excluye:  

 

A.  de la orden de pago de $4’516.680 por concepto de “canon de 

arrendamiento causado y no pagado en el mes de abril de 2015” (opción de 

adquisición). 

 

B. se excluye de la ejecución el rubro de “intereses moratorios en el 

equivalente a una y media veces el bancario corriente, liquidados exclusivamente 

sobre el valor de capital que compone cada uno de los cánones de arrendamiento 

antes relacionados, sin incluir el costo financiero o interés, desde su exigibilidad, 

hasta cuando se produzca el pago de los mismos”. 

 

SEGUNDO.  Se suprime del numeral 4° de la parte resolutiva del fallo, la orden 

impuesta al Banco Davivienda S.A. de “allegar el plan de amortización del contrato de 

leasing, donde se determinen especialmente los cánones por los que prosigue esta 

ejecución y se discriminen los conceptos de capital y costo financiero o interés”. 

 

TERCERO.  En lo demás, incluyendo la condena en costas allí impuestas, la 

sentencia de primer grado queda incólume.  

 

 Sin costas de segunda instancia, por las razones ya expuestas. Devuélvase la 

actuación a la oficina de origen. 

 

 Notifíquese 

 

  Los Magistrados, 

 

 
 

ÓSCAR FERNANDO YAYA PEÑA 
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República de Colombia 
Rama Judicial del Poder Público 

 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA DE DECISIÓN CIVIL 

 

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO 
 

Bogotá, D.C., cuatro (04) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 

Radicado: 11001 3103 038 2013 00041 01  
Ref. Proceso ejecutivo (a continuación de proceso abreviado de 
restitución de muebles entregados en leasing).  
Ejecutante: Banco Davivienda S.A.;  
Ejecutados: Tulio Pedroza Albarracín, Carmen Córdoba de Albarracín, 
Mauricio Córdoba Albarracín y Patricia Córdoba Albarracín.  

  
 

 Con el debido respeto para con mis compañeros de Sala, me permito 

salvar mi voto parcialmente en relación únicamente con lo consignado en el 

numeral 3.2. del acápite de consideraciones de la sentencia de la referencia en 

los siguientes términos: 

 

1. Se sustenta en el aparte indicado que no es factible respaldar el 

cobro de intereses moratorios para obtener el pago de cánones causados en 

desarrollo de un contrato de leasing financiero. 

 

2. El soporte de dicha afirmación, se establece en la regla prevista en 

el numeral 4° del artículo 1617 del Código Civil, aplicable por la remisión 

normativa consagrada en el artículo 822 del Código de Comercio, según la cual, 

las rentas, cánones y pensiones periódicas atrasadas, no producen intereses. 

 



3. Aunque se respeta la tesis mayoritaria, el suscrito no comparte la 

hermenéutica aplicada, porque en tratándose de obligaciones mercantiles, sí es 

posible cobrar intereses moratorios sobre cánones atrasados, en razón a que 

existe norma especial que rige la materia. 

 

En efecto, de conformidad con lo previsto por el artículo 884 del Código 

de Comercio, cuando en los negocios mercantiles haya de pagarse réditos de un 

capital, sin que se especifique por convenio el interés, éste será el bancario 

corriente; si las partes no han estipulado el interés moratorio, será equivalente a 

una y media veces del bancario corriente. 

 

En igual sentido, el artículo 65 de la Ley 45 de 1990 regula la causación 

de intereses de mora en las obligaciones dinerarias, al indicar que, en este tipo 

de prestaciones, el deudor estará obligado a pagar intereses en caso de mora y a 

partir de ella. 

 

Incluso el artículo 69 de la ley en cita, permite el cobro de intereses 

moratorios en sistemas de pago con cuotas periódicas, caso en el cual, no se 

podrá restituir nuevamente el plazo, salvo que los intereses de mora los cobre 

únicamente sobre las cuotas periódicas vencidas. 

 

En tal sentido, la remisión normativa del artículo 822 del Código de 

Comercio, no es aplicable en este caso concreto, porque la misma legislación 

mercantil ha previsto una presunción de causación de intereses moratorios 

(incluso sobre cánones de arrendamiento), razón por la cual, no podemos 

aplicar la normativa civil, porque el mismo texto de dicho artículo, dice “a menos 

que la ley establezca otra cosa”. 

 



4. Sobre la posibilidad de cobrar intereses moratorios en relación con 

los cánones de arrendamiento en un contrato de leasing, la Superintendencia 

Financiera de Colombia emitió el concepto 2001054420-4 del 28 de febrero de 

20021, en el cual precisó lo siguiente: “Es claro entonces, que uno de los componentes 

esenciales del canon de arrendamiento en el contrato de leasing lo constituyen los intereses, que 

son cobrados por la entidad financiera al arrendatario del mismo, los cuales en su carácter de 

remuneratorios deberán sujetarse a los límites máximos establecidos en la ley, de conformidad 

con lo expuesto por esta Superintendencia a través de Circular Externa 051 del año en 

curso"5. Ahora bien, tratándose del cobro de intereses sobre intereses se puede afirmar con base 

en las normas que los regulan que los réditos deben cobrarse sobre el capital adeudado y no 

sobre el componente de intereses, salvo las excepciones contenidas en el artículo 886 del Código 

de Comercio, en el inciso 2° del Decreto 1454 de 1989 y en el artículo 69 de la Ley 45 de 

1990.” 

 

5. El contrato de leasing es atípico, eso quiere decir, que no se 

encuentra expresamente regulado en la legislación escrita, razón por la cual, las 

prestaciones de dar, hacer o no hacer que se derivan del contrato, se rigen, de 

manera principal, por lo pactado expresamente por las partes, es decir, por el 

contenido de este. 

 

En el caso concreto, las partes pactaron expresamente en la cláusula 

décima segunda del contrato de leasing financiero Nro. 001-03-025243 lo 

siguiente: “DECIMA SEGUNDA: SANCIONES: a) POR MORA: Si EL 

(LOS) LOCATARIO(S) se atrasa en el pago de uno o más cánones o en cualquier otra 

obligación de carácter dinerario contenida en este contrato, pagará a la LEASING a título 

                                           
1 https://www.superfinanciera.gov.co/publicaciones/18765/normativaconceptos-y-

jurisprudencia-conceptoshistorico-doctrina-y-conceptos-anteriores-superintendencias-
bancaria-y-de-valores-doctrina-y-conceptos-indice-generalleasing-18765/ 
 

https://www.superfinanciera.gov.co/publicaciones/18765/normativaconceptos-y-jurisprudencia-conceptoshistorico-doctrina-y-conceptos-anteriores-superintendencias-bancaria-y-de-valores-doctrina-y-conceptos-indice-generalleasing-18765/
https://www.superfinanciera.gov.co/publicaciones/18765/normativaconceptos-y-jurisprudencia-conceptoshistorico-doctrina-y-conceptos-anteriores-superintendencias-bancaria-y-de-valores-doctrina-y-conceptos-indice-generalleasing-18765/
https://www.superfinanciera.gov.co/publicaciones/18765/normativaconceptos-y-jurisprudencia-conceptoshistorico-doctrina-y-conceptos-anteriores-superintendencias-bancaria-y-de-valores-doctrina-y-conceptos-indice-generalleasing-18765/


de pena una suma equivalente a intereses de mora liquidados a la máxima tasa permitida 

por la Ley, desde la fecha del incumplimiento hasta la fecha en que se efectúa el pago.”  

 

Bajo la égida de que las partes pactaron expresamente la causación de 

intereses moratorios en el contrato que sirvió de título ejecutivo, y que la orden 

de pago modificada en la sentencia limitó dicha causación sobre el valor de 

capital que compone cada uno de los cánones de arrendamiento, sin incluir el 

costo financiero o interés para evitar anatocismo o capitalización de intereses, 

considero respetuosamente que se debía confirmar dicho ordenamiento, tal y 

como fue dispuesto por el funcionario de primera instancia. 

 

Dejo de esta forma rendido este salvamento de voto. 

 

Atentamente; 

 

Firma electrónica 

IVÁN DARÍO ZULUAGA CARDONA 

Magistrado 
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Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024). 

 
Proceso No.  110013199003202300604 01 
Clase: ACCIÓN DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

FINANCIERO 
Demandantes:   
Demandado:        
 

JHONNIFER CAMILO MARTÍNEZ ARAUJO 
SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 

 
Se decide el recurso de reposición interpuesto por el apoderado de 

la parte actora contra el auto de 12 de marzo del año en curso, mediante el 
cual se declaró la improcedencia del recurso de súplica interpuesto contra 
el auto calendado 30 de enero de 2024, proferido por el Magistrado 
Sustanciador Oscar Fernando Yaya Peña, a través del cual, declaró desierto 
el recurso de apelación que ese extremo procesal impetró contra la 
sentencia que el 7 de noviembre de 2023 emitió la Delegatura para 
Funciones Jurisdiccionales de la Superintendencia Financiera de Colombia, 
en el asunto en referencia, para lo cual son suficientes las siguientes, 

 
CONSIDERACIONES 

 
Sostiene el recurrente que el recurso de súplica sí procede contra el 

auto que declara desierto el recurso de apelación, pues aduce, de un lado, 
que aquella determinación “en términos prácticos decide sobre la 
admisibilidad de la apelación”, al haber quedado, en su criterio, 
“suspendida” la admisión definitiva de la alzada hasta la radicación de la 
sustentación; y de otro, que aquella decisión “no genera otra cosa que el 
fin del proceso”, al cerrar el trámite del proceso ordinario, siendo 
susceptible del recurso de alzada según lo reglado en el numeral 7º del 
artículo 321 del C.G.P. y por consiguiente, del de súplica al haberse dictado 
por el Magistrado sustanciador en el curso de la segunda instancia. 

 
Frente a tales reparos, sea lo primero advertir que la decisión 

cuestionada mediante el recurso de súplica, fue aquella que declaró desierta 
la apelación ante la omisión de sustentación en el trámite de la segunda 
instancia, determinación que contrario a lo planteado por el recurrente 
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difiere de aquella que provee sobre la admisión del recurso de apelación, 
asunto sobre el que el Magistrado sustanciador se pronunció en proveído 
del 16 de enero de 2024, sin que pueda admitirse como lo pretende el actor, 
que la resolución de fondo sobre la admisión de la alzada se encontraba 
“suspendida”, pues la deserción de aquel medio se declaró ante el 
incumplimiento por parte de la parte interesada de una carga subsiguiente 
a aquella etapa procesal. 

 
Al margen de lo anterior, que por sí solo sería suficiente para sellar 

la suerte adversa del presente medio de impugnación, debe decirse que 
tampoco son de recibo las argumentaciones que el actor expone frente a la 
procedencia del recurso de súplica, por tratarse, a su juicio, la 
determinación que declaró desierta la alzada de una providencia que le 
pone fin al proceso de la referencia, pues en verdad son dos decisiones 
totalmente diferentes y, de ninguna forma puede equipararse la 
determinación controvertida a aquella contemplada en el numeral 7º del 
artículo 321 del C.G.P., pues no se ha dispuesto la conclusión de esta 
actuación. 

 
Así las cosas, ningún desacierto se cometió en la providencia 

recurrida, habida cuenta que según lo reglado en el inciso 1º del artículo 
331 del Estatuto Procesal1, la providencia que declara desierta la alzada no 
quedó incluida dentro de las providencias susceptibles de alzada enlistadas 
en el artículo 321 del C.G.P., ni en norma especial, así como tampoco en 
las determinaciones a que se refiere el canon 331 Ibidem; por lo que habrá 
de confirmarse el proveído recurrido. 
 

En mérito de lo expuesto, el suscrito Magistrado sustanciador,  
 

       RESUELVE 
 
Mantener incólume el auto proferido el 12 de marzo de 2024, por las 
razones expuestas.  
 
En oportunidad, secretaría proceda con la devolución del expediente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
1 “El recurso de súplica procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables , 
dictados por el Magistrado sustanciador en el curso de la segunda o única instancia, o durante el 
trámite de la apelación de un auto. También procede contra el auto que resuelve sobre la 
admisión del recurso de apelación o casación y contra los autos que en el trámite de los 
recursos extraordinarios de casación o revisión profiera el magistrado sustanciador y que 
por su naturaleza hubieran sido susceptibles de apelación. No procede contra los autos mediante 
los cuales se resuelva la apelación o queja. (…).” (Se resalta).  
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El Magistrado,  

 

       MANUEL ALFONSO ZAMUDIO MORA 
(firma electrónica) 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 
 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 
 

ACCIONANTE : LIBARDO MELO VEGA 

ACCIONADA : DUQUESA S.A. 

CLASE DE PROCESO : ACCIÓN POPULAR 

MOTIVO DE ALZADA : APELACIÓN SENTENCIA 

 
 

En aplicación de los principios de preclusión y eventualidad se declara 

DESIERTO el recurso de apelación presentado por la parte demandada, admitido 

mediante auto de 7 de marzo de 2024, toda vez que no lo sustentó ante el Tribunal 

dentro de la oportunidad prevista en el inciso 3° del artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, 

que rige el trámite de esta segunda instancia.  

 

El Despacho tiene pleno conocimiento de que la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia viene sosteniendo que el escrito que se presenta ante 

el juez “cumple con la carga de sustentar la apelación, por lo tanto, resulta 

improcedente que se imponga como sanción la deserción del mismo, lo cual, 

ineludiblemente, conduce a la pérdida del derecho constitucional a impugnar la 

decisión que concluyó la primera instancia”, pero reiterativamente la Sala Laboral, en 

distintas decisiones, una reciente del 13 de diciembre de 2023 -CSJ STL 17288-2023, 

donde recapitula otras anteriores, ente ellas las sentencias STL 2791-2021, STL-8304-

2021, y STL7317-2021, viene sosteniendo que debe sustentarse ante el juez superior 

porque es quien resuelve la apelación.  

 

Esta dualidad de posturas en el Corte Suprema ha tenido implicaciones, 

pues en el Tribunal hay quienes toman partido por una y por otra de las tesis. Pero, 

este Despacho ha optado por la reiterada en la Sala de Casación Laboral y lo deja en 

evidencia desde el auto admisorio del recurso, poniendo de presente la necesidad de 

sustentar ante el Tribunal, citando las normas pertinentes y advirtiendo la 

consecuencia legal de no hacerlo. Entonces, al recurrente se le precisaron las 

condiciones para acceder al trámite de la apelación -sustentación en 2a instancia o 

deserción-y las acató porque no protestó ese auto. Aun así, la accionada, en este caso, 

no la sustentó.  

  



       República de Colombia 

                
Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
                Sala Civil 

2 
R.A.B. 11001310300720200021301 
 
 

Por la determinación anunciada, en firme este auto, devuélvase las 

diligencias al Juzgado de origen. 

 

Notifíquese, 

 



 

110013103021201500765 02 
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República de Colombia 
Tribunal Superior de Bogotá, D.C. 

Sala Civil 

 
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, D.C. 

SALA CIVIL 
 

 
Bogotá, D.C., tres de abril de dos mil veinticuatro 
 
 
Proceso:   Verbal  
Demandante: Marco Fidel Zapata García y otros 
Demandado: María Dolly Lugo Vanegas 
Radicación:  110013103021201500765 02 
Procedencia: Juzgado 21 Civil del Circuito de Bogotá 

Asunto:  Apelación sentencia 

 
 
Atendiendo las documentales remitidas vía correo 
electrónico el pasado 1° de abril1, mediante las cuales se 
acredita que el Fondo Nacional del Ahorro “Carlos Lleras 
Restrepo” otorgó poder general a la sociedad Distira 
Empresarial S.A.S., a través de la Escritura Pública 907 del 20 
de febrero de 2024 de la Notaría 79 del Círculo de Bogotá y 
encontrándose satisfechas las previsiones del artículo 74 de 
la Ley 1564 de 2012, se DISPONE:  
 
Reconocer a la abogada Laura Mercedes Rodríguez Vargas 
para que actué en representación del Fondo Nacional del 
Ahorro “Carlos Lleras Restrepo” conforme al poder especial 
visible a folio 5 del archivo 14AllegaPoder.pdf 
 
Notifíquese, 
 
 
 

RUTH ELENA GALVIS VERGARA 
Magistrada 

                                                             
1 19AllegaPoder.pdf. CuadernoTribunal. 11001310302120150076502. 
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R.I. 16414 

República de Colombia 

Rama Judicial del Poder Público 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ  

SALA CIVIL 

   
 

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

 

Rad. 11001-3103-038-2022-00099-01 

Revisadas las actuaciones en el expediente digital aportado, el 

Tribunal DISPONE: 

 

PRIMERO: ADMITIR los recursos de apelación interpuestos por 

ambos extremos procesales1, contra la sentencia proferida el 2 de agosto 

de 20232, por el Juzgado Treinta y Ocho Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

 

SEGUNDO: IMPRIMIR a este proceso el trámite consagrado en el 

artículo 12 de la Ley 2213 de 2022, para resolver la apelación instaurada 

contra el fallo de primer grado. 

 

TERCERO: De conformidad con el inciso 3° del artículo 12 ibidem, 

se corre traslado por el término de cinco (5) días a los apelantes para que 

sustenten los reparos que, de manera concreta formularon contra la 

sentencia del a quo, so pena de declararse desierto el recurso. Una vez 

presentado el escrito, córrase traslado al extremo contrario por el término 

antes indicado. 

 

CUARTO: Si bien es cierto la suscrita Magistrada en otros asuntos 

de idénticas circunstancias fácticas, sostuvo la tesis de aceptar los reparos 

que se hicieran ante el juez de primer grado, para omitir la carga de 

sustentar la alzada frente el juzgador ad-quem, es evidente que una de las 

modificaciones que al régimen de las impugnaciones en materia civil 

implementó el Código General del Proceso y que, de paso, acabó con 

discusiones en torno a la instancia en la cual el apelante debía defender 

sus embates, fue justamente la contenida en su artículo 322, al disponer 

el cumplimiento de dos cargas bien diferenciadas. 

 

La primera, que al interponer el recurso el impugnante exprese ante 

el juzgado de conocimiento “los reparos concretos” sobre los cuales versará 

la sustentación, la cual podrá cumplirse inmediatamente si la decisión se 

toma en audiencia o dentro de los tres (3) días siguientes a su realización, 

ora a la notificación de la que se hubiera dictado por fuera de esta. La 

segunda, la de acudir ante el juez de segundo grado a realizar la 

sustentación, so pena de acarrear la sanción del inciso tercero, numeral 

tres, esto es, “El juez de segunda instancia declarará desierto el recurso de 

apelación contra una sentencia que no hubiere sido sustentado”. 

 

                                           
1 Archivo 47. 
2 Archivo 47. 



Rad. 11001-3103-038-2022-00099-01 

   
 

Incluso, esa dualidad de actuaciones no fue objeto de modificación 

con la Ley 2213 de 2022, pues ésta, en orden al recurso de apelación en 

materia civil y de familia, dispuso en su artículo 12 que “Ejecutoriado el auto 

que admite el recurso o el que niega la solicitud de pruebas, el apelante deberá 

sustentar el recurso a más tardar dentro de los cinco (5) días siguientes. De la 

sustentación se correrá traslado a la parte contraria por el término de cinco (5) 

días. Vencido el término de traslado se proferirá sentencia escrita que se notificará 

por estado. Si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará 

desierto”. 

 

Sobra precisar, que el tópico venido de anunciar no ha sido pacifico 

en la Corte Suprema de Justicia, pero la Sala Laboral, ya tiene definido:  

 

“(...) al realizar un nuevo estudio del artículo 322 del Código General del 

Proceso, considera que en efecto la consecuencia de la no sustentación del 

recurso de apelación en segunda instancia, al margen de que los reparos 

concretos se hubieren presentado en la audiencia y la sustentación se 

haya hecho por escrito ante el juez singular, es la declaratoria de desierto 

de la alzada, pues así lo dejó consagrado el legislador cuando dijo en la referida 

norma:  

 

“Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el 

recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) 

días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada 

por fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos 

que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante 

el superior”. (subrayas para resaltar).  

 

(...)  

 

Además, no puede pasar desapercibido que el artículo 12 de la Ley 2213 de 

2022 ratificó que «si no se sustenta oportunamente el recurso, se declarará 

desierto»3”. (Negrillas fuera del texto)  

 

Así que, si la ley en comento, norma de índole procesal de imperioso 

cumplimiento, impone, en forma clara la sustentación de la alzada ante la 

segunda instancia, en la oportunidad señalada debe cumplirse tal precepto 

so pena de rechazo como se ha reiterado.  

 

Cumplido lo anterior ingrese las diligencias al Despacho para 

continuar con el trámite correspondiente. 

  

Notifíquese, 

 

(firma electrónica) 

STELLA MARÍA AYAZO PERNETH 

Magistrada 

                                           
3 STL17292-2023 de 13 de diciembre de 2023. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
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Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024)  

 

Asunto: proceso verbal (Infracción Derechos de propiedad) del señor 

Laureano Chaves Martínez contra El Café de Buesaco S.A.S.  

Radicado. 01 2022 26418 01. 

 

Habida cuenta del informe secretarial visto en el archivo 

(09InformeEntrada20240402), y en atención a que la providencia de fecha 

15 de marzo de 2024 que declaró desierto el recurso de apelación, quedó 

ejecutoriada sin pronunciamiento alguno, se dispone que por la Secretaría 

se remita las presentes diligencias a la dependencia de origen.  

 

  

Cúmplase, 

 

 

MARÍA PATRICIA CRUZ MIRANDA 

Magistrada 

Exp. 01 2022 26418 01  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
 

TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ D.C. 

Sala Civil 
 

Bogotá D.C., cuatro (4) de abril de dos mil veinticuatro (2024) 

Ref. Proceso verbal No. 110013103007201900038 01 

 

En la liquidación de costas, la secretaría del juzgado incluirá la suma de 

$3.000.000 por concepto de agencias en derecho causadas en la segunda 

instancia. 

CÚMPLASE 
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